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Abstract  

 

Si bien en Argentina existe una gran variedad de políticas sociales, la igualdad de 

género, no es, a priori, visualizada en estas políticas. Debido a que las intervenciones 

estatales no son neutrales en términos de igualdad de género, si esto no es visualizado, 

puesto de manifiesto y tenido en cuenta en su concepción, las políticas desarrolladas 

pueden contribuir a naturalizar y perpetuar las desigualdades de género y de esta manera 

afectar el logro de sus objetivos y de la igualdad. 

En este contexto, es relevante analizar en qué medida las políticas sociales más 

representativas de transferencias condicionadas de ingresos en Argentina de la última 

década incorporan la perspectiva de igualdad de género en su diseño y en su 

implementación. En este marco se analizan los Programas Jefes y Jefas de Hogar 

Desocupados, Programa Familias y Asignación Universal por Hijo.  

Las preguntas que se plantean son: ¿En qué medida los Programas Jefes y Jefas de 

Hogar Desocupados, Programa Familias y Asignación Universal por hijo incorporan la 

perspectiva de igualdad de género en el diseño de acciones y estrategias? ¿Cómo afecta 

la forma en que lo hacen (o lo dejan de hacer) el alcance de los objetivos perseguidos 

por los propios programas? y ¿Cuáles son las consecuencias que esto tiene para el logro 

de la igualdad?.  

A la luz de lo mencionado, la hipótesis que orienta la investigación plantea que, para 

que el alcance de los objetivos perseguidos por los propios programas no se vea 

afectado, es necesaria la incorporación de la perspectiva de igualdad de género en el 

diseño de sus acciones y estrategias. Asimismo se plantea que el hecho que los 

programas incorporen o no la perspectiva de igualdad de género, tiene consecuencias en 

el logro de la igualdad. 

Así al analizar los programas puede observarse que al no incorporar la perspectiva de 

igualdad de género, los mismos trasladan en su diseño y en su implementación las 

desigualdades de género existentes y esto tiene consecuencias para el cumplimiento de 

de los objetivos planteados por los propios programas y para el logro de la igualdad. 
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I. Introducción 

 

En Argentina existe una gran variedad de políticas sociales, sin embargo, la igualdad de 

género, no es, a priori, visualizada en estas políticas. Debido a que las intervenciones 

estatales no son neutrales en términos de igualdad de género (Kabeer, 1998; De la Cruz, 

2009; García Prince, 2011), si esto no es visibilizado, puesto de manifiesto y tenido en 

cuenta en su concepción, las políticas desarrolladas pueden contribuir a naturalizar y 

perpetuar las desigualdades de género y de esta manera afectar el logro de sus objetivos 

y de la igualdad. 

 

En este trabajo se entenderá a la igualdad en el sentido del derecho a la igualdad, que va 

aparejado al principio de no discriminación. Esto se encuentra planteado en la 

Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) y en todos los otros instrumentos legales 

internacionales de derechos humanos. Todos los instrumentos de derechos humanos 

garantizan la igualdad y prohíben la discriminación basada en el sexo entre otras 

razones. De esta manera, es posible medir o evaluar objetivamente cuándo hay igualdad, 

porque de acuerdo a la teoría de los derechos humanos sólo habrá igualdad si no hay 

discriminación, directa ni indirecta, contra ninguna mujer. De ahí la necesidad planteada 

en la CEDAW, que para el logro de la igualdad es necesario eliminar todas las formas 

de discriminación contra las mujeres (PNUD, s/d1). 

 

Es importante destacar que la igualdad trae obligaciones legales para los Estados. El 

Comité de la CEDAW, señala que no basta con que la igualdad entre hombres y 

mujeres sea declarada en la constitución política o en las leyes de cada Estado (lo que se 

conoce como igualdad formal); sino que a partir del derecho a la igualdad entre hombres 

y mujeres se requiere a cada Estado que implemente acciones específicas y concretas 

para eliminar la discriminación real y comprobada contra las mujeres, para que de esta 
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manera, ellas puedan disfrutar de su derecho humano a la igualdad (lo que se conoce 

como igualdad sustantiva o real). 

 

Es en este sentido que los Estados están legalmente obligados a promover las políticas y 

acciones que sean necesarias para eliminar todas las formas de discriminación que se 

encuentren en la legislación, en las costumbres o en los comportamientos de las 

personas, de modo que las mujeres puedan gozar de todos los derechos humanos sin 

distinción. En otras palabras, como los derechos humanos producen una obligación 

legal para los Estados, éstos no pueden dejar de cumplir con la obligación de lograr la 

igualdad entre hombres y mujeres. (PNUD, s/d1). 

 

En virtud de lo mencionado, cabe señalar que el Estado argentino reconoce en su 

Constitución el principio de igualdad de las personas y la consecuente ilegitimidad de la 

discriminación que es uno de los principios trascendentales del derecho internacional de 

los derechos humanos y se halla reconocido explícitamente en las declaraciones y 

pactos de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y, desde 1994, 

revestidos de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22). Asimismo, la Carta Magna hace 

propio el diagnóstico de situación planteado en la CEDAW al incorporarla con jerarquía 

constitucional mediante el artículo 73, inciso 22. 

 

En este contexto, es relevante analizar en qué medida las políticas sociales más 

representativas de transferencias condicionadas de ingresos en Argentina de la última 

década incorporan la perspectiva de igualdad de género en su diseño y en su 

implementación. Para realizar este análisis, en este trabajo de tesis se seleccionaron los 

Programas Jefes y Jefas de Hogar Desocupados, Programa Familias y Asignación 

Universal por hijo.  

 

Para dar cuenta de la magnitud de estos Programas cabe mencionar que el Programa 

Jefes y Jefas de Hogar Desocupados tuvo un total histórico de 2.009.006 de personas 

bajo cobertura (Roca, Goldber, Lanari, Ministerio de Trabajo, 2012); el Programa 

Familias cubrió a 632.538 familias (Szenker, 2009) y la Asignación Universal por Hijo 
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cubre a 3.512.541
1
 personas. Cabe mencionar que la AUH es incompatible con otros 

programas de transferencias de ingresos por lo que desde fines de 2010 suple a los dos 

programas nacionales más importantes de transferencias condicionadas de ingresos: 

Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados y Programa Familias por la inclusión 

Social (Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 2013).  

 

Así la pregunta que se plantea esta tesis es: ¿en qué medida los Programas Jefes y Jefas 

de Hogar Desocupados, Programa Familias y Asignación Universal por hijo incorporan 

la perspectiva de igualdad de género en el diseño de acciones y estrategias? ¿Cómo 

afecta la forma en que lo hacen (o lo dejan de hacer) el alcance de los objetivos 

perseguidos por los propios programas? ¿ y cuáles son las consecuencias que esto tiene 

para el logro de la igualdad?.  

 

A la luz de lo mencionado, la hipótesis que orienta la investigación plantea que, para 

que el alcance de los objetivos perseguidos por los propios programas no se vea 

afectado, es necesaria la incorporación de la perspectiva de igualdad de género en el 

diseño de sus acciones y estrategias. Asimismo se plantea que el hecho que los 

programas incorporen o no la perspectiva de igualdad de género, tiene consecuencias en 

el logro de la igualdad. 

 

Para responder a esta pregunta este trabajo de tesis utilizará el enfoque de 

mainstreaming de género, ya que el mismo presenta los elementos necesarios para 

avanzar en el logro de la igualdad, debido a que su propósito general es que las políticas 

públicas tengan un efecto transformador en las relaciones de género. La idea que 

subyace al mainstreaming es que la dimensión de género debe estar integrada en los 

procesos de toma de decisión y en la gestión de las políticas estatales. Esto implica que 

las políticas públicas tienen que integrar la igualdad de trato, de oportunidades y de 

resultados como objetivo de sus intervenciones. De esta manera, la aplicación de este 

enfoque en las políticas públicas exige una postura crítica de las realidades y las 

situaciones en las que están inmersos hombres y mujeres, intentando develar la 

                                                           
1
 Sitio web, General /Prensa/Noticias/28-11-2013 “La ANSES destinará más de $34 mil millones para el 

pago de prestaciones en diciembre”, sitio web: http://www.anses.gob.ar/noticia/la-anses-destinara-mas-

de-mil-millones-para-el-pago-de-prestaciones-en-diciembre-874, (ANSES, Enero 2014). 

http://www.anses.gob.ar/noticia/la-anses-destinara-mas-de-mil-millones-para-el-pago-de-prestaciones-en-diciembre-874
http://www.anses.gob.ar/noticia/la-anses-destinara-mas-de-mil-millones-para-el-pago-de-prestaciones-en-diciembre-874
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existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de jerarquía y relaciones de poder 

asimétricas que colocan en desventaja a las mujeres. 

 

Cabe mencionar que es importante la forma en la cual se concibe el mainstreaming de 

género, porque esto tiene consecuencias para el logro de la igualdad. Así el tipo de 

análisis que se plantea en este trabajo de tesis es aquel donde el mainstreaming de 

género representa una completa y real inserción de la perspectiva de igualdad de género 

en las políticas públicas, en todas sus fases (diseño, formulación, adopción y ejecución). 

El objetivo final es la igualdad y la estrategia para alcanzarla es el mainstreaming de 

género.  

 

En concordancia con la pregunta de investigación planteada, esta tesis persigue el 

objetivo general de analizar el diseño y la implementación de los Programas Jefes y 

Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), Familias por la inclusión social (en adelante 

Familias) y Asignación Universal por Hijo (AUH) en Argentina, con miras a determinar 

en qué medida incorporan la perspectiva de igualdad de género en sus acciones y 

estrategias, cómo afecta la forma, en que lo hacen (o lo dejan de hacer), el alcance de 

los objetivos de los propios programas y cuáles son las consecuencias que esto tiene 

para el logro de la igualdad. En esta línea los objetivos específicos planteados son: 

 

a) Establecer en que medida los Programas seleccionados para este estudio incorporan 

la perspectiva de igualdad de género en el diseño de acciones y estrategias, tomando 

en cuenta las siguientes dimensiones de análisis:  

 

 ¿cómo se plantea la división sexual del trabajo?;  

 ¿qué tipo de actividades realizan las mujeres y los hombres?;  

 ¿qué tipo de acceso y control sobre los recursos hay por parte hombres y mujeres 

y cómo se distribuyen o asignan?;  

 ¿de qué forma y en qué espacios participan hombres y mujeres?  

 ¿cómo está planteado el acceso y la participación en los espacios de toma de 

decisión para los hombres y para las mujeres? 
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A partir de lo anterior se identificarán los tipos de roles de género que aparecen y las de 

relaciones de género que se establecen en el marco de cada programa. 

 

b) Reflexionar sobre las implicancias de la incorporación de la perspectiva de igualdad 

de género en el alcance de los objetivos planteados por los propios programas e 

identificar las consecuencias que esto tiene para el logro de la igualdad. 

 

Los interrogantes planteados en este trabajo resultan importantes para el avance en el 

logro efectivo de la igualdad, porque a través de interpelar a las políticas públicas desde 

una perspectiva de igualdad de género pueden identificarse tensiones, consecuencias no 

intencionadas y propuestas de cambio que contribuyan a este logro. En este sentido, a 

través del análisis de estos Programas representativos de las políticas sociales de 

transferencias condicionadas de ingresos en Argentina desde la perspectiva de igualdad 

de género, se busca obtener hallazgos que aporten al diseño de políticas públicas. 

 

Este trabajo proporcionará un enfoque analítico para el análisis de políticas desde la  

óptica de la igualdad de género, haciendo énfasis en las implicancias de la aplicación de 

la perspectiva de igualdad de género en las intervenciones del Estado y en la necesidad 

de considerar la perspectiva de igualdad de género en las políticas públicas.  
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II. Estado del arte y marco teórico 

 

A fin de contextualizar el planteo de esta tesis a continuación se presentan los 

antecedentes de las investigaciones sobre los programas bajo análisis. En segundo lugar 

se establece el marco teórico que guía el análisis de este trabajo. 

 

 

Investigaciones y Estudios sobre el Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados 

 

Entre los programas seleccionados en esta tesis, el Jefes y Jefas de Hogar Desocupados 

ha sido objeto de diversos estudios. En general, estos trabajos hacen mención a la 

predominante presencia de mujeres como beneficiarias del Programa, pero la mayoría 

no lo analiza desde una perspectiva de igualdad de género. Es por esto que el enfoque 

planteado por esta tesis representa un aporte a la literatura disponible. 

 

Al considerar el alcance y objetivos que han tenido las investigaciones y estudios 

relativos al Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados, se observa una primera línea 

de trabajos que describen y analizan sus características y las de sus beneficiarios/as en 

términos de sexo, edad, tipo de ocupación y rama de actividad, empleo, desempleo, 

pobreza, indigencia, nivel de educación (Zadicoff y Paz 2003, Galasso y Ravallion 

2003, Ministerio de Trabajo, 2004). En esta línea Zadicoff y Paz (2003) analizan el 

contexto de la creación del Programa, los determinantes de la participación en el mismo 

y la inserción ocupacional de los/as beneficiarios/as. En sus conclusiones, los autores 

indican que “el PJJHD genera incentivos pro informalidad laboral (…) promueve la 

participación de ocupados con bajos salarios, de personas tradicionalmente inactivas y 

de trabajadores desalentados” (Zadicoff y Paz, 2003: 17). Por otra parte, Galasso y 

Ravallion (2003) se interrogan por el impacto y la incidencia del PJJHD como respuesta 

a la crisis económica. Sus conclusiones apuntan que, a partir del PJJHD, hubo una 

reducción del desempleo agregado, pero que también atrajo un número similar de 

personas inactivas y desempleadas. Por otro lado, los autores argumentan que no se 

logró una completa inserción de las personas elegibles y que, por este motivo, el PJJHD 

compensó parcialmente a las personas afectadas por la crisis.  
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Otra línea de estudios sobre el PJJHD analiza la composición y la organización de los 

consejos consultivos, sus diferentes niveles territoriales, su articulación y surgimiento 

como nueva instancia de gestión de políticas públicas (FLACSO 2003, Lupica 2003, 

García y Langieri 2003). Estos trabajos tampoco incorporan la perspectiva de igualdad 

de género, pero brindan información que será incorporada en el análisis del Programa. 

El estudio de FLACSO (2003) propone una tipología de Consejos Consultivos Locales 

en Argentina, describiendo la composición y las actividades que realizan. Lupica (2003) 

indaga la representatividad y el funcionamiento de los Consejos Consultivos con el 

objetivo realizar una propuesta para su  fortalecimiento institucional. Por su parte, el 

trabajo de García y Langieri (2003) desarrolla el contexto de surgimiento de los 

Consejos Consultivos, su carácter normativo, los tipos de consejos consultivos y su 

composición, sus responsabilidades y su desempeño.  

 

Una tercera línea de trabajos se enfoca en las contraprestaciones del PJJHD analizando 

su naturaleza, su grado de cumplimiento y la percepción de los/as beneficiarios/as. En 

este marco, se encuentra un texto de Monitor del Sector Social (2003) que adopta el 

enfoque de la evaluación social desde la perspectiva del beneficiario. Otro trabajo 

dentro de esta línea de abordaje es el desarrollado por Saltalamacchia y Novackovsky 

(2005), el cual recoge la percepción de los distintos actores que participan en el 

programa, para contribuir en la definición e implementación de nuevas acciones Por 

otro lado, Monza y Giacometti (2003) analizan las características personales y 

familiares de los beneficiarios del PJJHD y las contraprestaciones.  

 

Dentro de un abordaje desde un enfoque de derechos, se encuentra una investigación del 

CELS (2003) que brinda una descripción de las características del PJJHD, centrado en 

el planteo del “Derecho de Inclusión Familiar”. A través del análisis, se establece que 

los beneficios asignados no alcanzan para definir el reconocimiento auténtico de un 

derecho social. De acuerdo con este estudio, el PJJHD se limita a distribuir beneficios 

asistenciales precarios que no alcanzan a cubrir las necesidades mínimas de la población 

en situación de indigencia.  
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Barbeito, Zuazua y Rodríguez Enrique (2004) realizan un aporte a la discusión del 

modo en que se presenta el problema de la vinculación entre seguridad laboral y 

seguridad en los ingresos en la Argentina, atendiendo a la forma de funcionamiento del 

PJJHD como una de las principales respuestas desde la política pública frente a los 

impactos de la crisis económica en Argentina. Asimismo, un estudio desarrollado por  

Altamirano, et. al. (2004) presenta recomendaciones referidas al carácter y alcance del 

PJJHD; su incidencia sobre la pobreza e indigencia; los criterios de elegibilidad y 

procedimientos de selección de los beneficiarios; la garantía y condicionalidad en 

materia educativa y sanitaria de los hijos menores de 18 años; el alcance y organización 

de las prestaciones laborales; los Consejos Consultivos y aspectos vinculados a la 

articulación federal. En cuanto al enfoque de género las consideraciones que realiza son 

las desarrolladas por Pautassi (2004). 

 

Como puede observarse, son escasos los trabajos que incorporan una perspectiva de 

igualdad de género como herramienta de análisis del PJJHD. A excepción de Pautassi 

(2004), que analiza las formas de inserción masculina y femenina en el Programa, los 

tipos de contraprestación que se realizan, la composición de los hogares beneficiarios 

según el sexo del jefe o de la jefa de hogar, y el impacto del Programa en los ingresos 

del hogar y en la pobreza entre hombres y mujeres. Esta autora identifica áreas 

estratégicas y líneas de políticas con el objetivo de avanzar en dirección de la 

superación de las inequidades de género observadas y resalta la ausencia de 

consideración de la equidad de género en el diseño del Programa. Entre sus 

conclusiones plantea que, al momento de definir la pobreza, el empleo y el ingreso son 

factores fundamentales, y que tienen peso a la hora de salir de la pobreza, mayormente 

entre las mujeres, debido a los efectos discriminatorios del mercado de trabajo, que 

limita más severamente su inserción productiva. Asimismo, la autora considera que el 

PJJDH permitió que un número importante de hogares perciba ingresos, pero que esto 

no alcanzó para que los mismos pudieran superar la situación de pobreza. También 

menciona que, dado que más de la mitad de las beneficiarias son mujeres resultaría 

importante la incorporación de la perspectiva de género, para remover los obstáculos 

que impiden el pleno desarrollo de sus capacidades. 
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Investigaciones y Estudios sobre el Programa Familias por la Inclusión Social 

 

Con respecto al Programa Familias, no se encuentra el mismo nivel de desarrollo de 

investigaciones. En este marco, se destaca un trabajo de Campos, Faur y Pauttassi 

(2007) desde la perspectiva de derechos humanos, cuyas conclusiones señalan que el 

Programa no es suficiente para definir un auténtico derecho social según los estándares 

constitucionales y el derecho internacional. Un aspecto a destacar, por su relevancia 

para la pregunta de investigación de esta tesis, es la ausencia de una perspectiva de 

género en el diseño e implementación del Programa Familias, aún cuando el mismo se 

focalice predominantemente en las mujeres.  

 

Por otro lado, se encuentran el estudio desarrollado por Kremenchutzky, et. al. (2008) 

que evalúa la eficacia de la focalización del Programa Familias, a partir del 

procesamiento y análisis de la Encuesta a Hogares Beneficiarios (EHB), con el objetivo 

de conocer qué grupo de beneficiarios está focalizado de manera más adecuada e 

identificar la existencia de errores de inclusión. Y el estudio de Toranzos, Sozzo y 

Palacios (2008) que presenta una evaluación de resultados del Apoyo Escolar a Nivel 

Cognitivo realizado en el marco del Programa Familias, como elemento de diagnóstico 

para orientar las futuras intervenciones pedagógicas y como medida de la efectividad 

del Programa Familias. 

 

Por último, un estudio desarrollado por Zaga Szenker (2009) evalúa el Programa 

Familias en función de su propio objetivo; esto es, “promover la protección e 

integración social de las familias en situación de vulnerabilidad y/o riesgo social, desde 

la salud, la educación y el desarrollo de capacidades, posibilitando el ejercicio de sus 

derechos básicos”. Los resultados sugieren que el Programa Familias no es consecuente 

con el objetivo que se propone y que es un programa deficiente tanto en el diseño como 

en la implementación. En este sentido, se plantea que el programa no propone una 

definición explícita del concepto de vulnerabilidad y, de esta manera, complica el 

análisis de su cobertura y focalización. Establece también que el programa tuvo errores 

en la inclusión de los beneficiarios debido a la falla en el método de focalización, y en 

consecuencia tuvo efectos sobre la reducción de la indigencia pero no de la pobreza, al 

ver acotada su cobertura. 
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Investigaciones y Estudios sobre la Asignación Universal por Hijo 

 

En cuanto a la Asignación Universal por Hijo, hay trabajos que  permiten contextualizar 

su surgimiento y que discuten su diferencia con el Ingreso Ciudadano a la Niñez. En 

este marco, Barbeito y Lo Vuolo (2009) desarrollan el concepto de ingreso ciudadano 

(IC), argumentando a favor de su implementación en Argentina para garantizar un 

ingreso básico e incondicional a las personas menores de edad
2
. Lo Vuolo (2009) 

discute los contenidos del beneficio de la Asignación Universal por Hijo señalando que 

el mismo no implica un cambio de paradigma en materia de políticas de transferencias 

de ingresos a las personas, pero que ciertas características específicas lo diferencian de 

otras políticas de transferencias condicionadas de ingresos que se aplican en América 

Latina. Esto es, no tiene como beneficiarios a familias catalogadas como “pobres con 

hijos a cargo”, sino que toma como referencia la situación laboral de las personas en 

edad activa para dar cobertura a aquellas que se declaran como desempleadas o que 

tienen una ocupación en el sector llamado “informal”. En segundo lugar, la referencia 

de ingresos para acceder al beneficio es el Salario Mínimo Vital y Móvil que rige para 

todas las relaciones laborales. En principio, esa referencia es individual y no familiar, 

por lo que tendrían derecho a la prestación las personas que, estando desocupadas u 

ocupadas informalmente, cobren ingresos por debajo del Salario Mínimo Vital y Móvil 

independientemente de otros ingresos de su grupo familiar. Entre los principales 

problemas detectados, este autor menciona que la cobertura es universal pero los 

criterios de selectividad abren espacio para prácticas arbitrarias; y que las sanciones por 

el incumplimiento de las condicionalidades dan lugar a desigualdades de trato y 

penalizaciones que perjudican injustificadamente a la población vulnerable que se 

pretende beneficiar. 

 

Por otro lado, hay trabajos de perfil más técnico que intentan determinar el impacto de 

la AUH en los ingresos de los hogares, en el mercado de trabajo y sobre la pobreza y la 

indigencia. En esta línea, el documento de CIFRA (2010) busca describir cómo ha 

quedado conformado sistema de asignaciones familiares, incorporando en particular los 

                                                           
2
 Los autores reelaboran los argumentos expuestos en trabajos previos y sugieren ciertas reglas operativas 

que debería tener la política para generar impactos positivos sobre la pobreza, la distribución progresiva 

del ingreso, el mercado de empleo, el sistema fiscal y la autonomía de las personas. Asimismo, comparan 

la propuesta de IC para la niñez con las reglas operativas de las políticas de transferencias de ingresos en 

vigencia en el país. 
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elementos que componen la AUH y evaluar el impacto de esta medida sobre los índices 

de pobreza e indigencia y sobre el grado de desigualdad en la distribución del ingreso. 

Un documento del Ministerio de Trabajo (2011) plantea una forma de identificar a los 

beneficiarios sobre la base de la información disponible en la EPH de los años 2009 y 

2010, y realiza una estimación del impacto de la AUH en la posición de los hogares. Al 

mismo tiempo, un documento desarrollado del Observatorio de la Seguridad Social de 

ANSES (2011) describe el sistema contributivo de asignaciones familiares por hijo y la 

nueva asignación universal no contributiva; presenta una estimación de la contribución 

de la prestación sobre la demanda agregada y sobre los niveles de pobreza e indigencia;  

analiza el impacto redistributivo de la asignación a nivel regional y realiza una 

comparación con programas similares en América Latina. 

 

El artículo desarrollado por Arcidiácono, Barrenechea y Straschnoy (2011), a partir de 

los diferentes aspectos de la AUH se pregunta sobre las rupturas y continuidades con 

respecto a los Programas de Transferencias Condicionadas y si la AUH implica que el 

trabajo en tanto empleo ha dejado de ser la vía privilegiada para el logro de la inclusión 

social. Asimismo se pregunta si es suficiente el término “universal” en el propio nombre 

de la política para hablar de una política universal. Dentro de las conclusiones establece 

que si bien hubo avances con un intento de universalizar la cobertura, todavía quedan 

deudas pendientes para pensar en esta dirección, por los vicios que trae la focalización, 

ya que no rompe con la lógica dual de trabajadores asalariados formales y el resto, y 

porque se aleja de la definición de universalidad. 

 

Otros análisis que aparecen de la AUH, se dan en el marco de los trabajos que analizan 

los sistemas de protección social en Argentina, como el Bertranou (2010), y el de 

Repetto y Potenza Dal Masetto (2012). Los trabajos abordan la cobertura que la AUH 

provee, en términos de alcance de universalidad y plantean un debate acerca de la 

condición de ciudadanía que la misma supone. 

 

Por último, cabe mencionar un documento desarrollado por Pautassi, Arcidiácono y 

Straschnoy (2013) que analiza la Asignación Universal por Hijo desde dos ejes 

principales: i) las lógicas y los supuestos que dan forma al diseño de la AUH; y ii)  el 

micro-funcionamiento de las condicionalidades. En este sentido, las autoras exploran el 

lugar que la AUH asigna a la población infantil y adolescente como titulares de 
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derechos, y la forma en que esta definición se articula y traduce en la implementación 

concreta de la política. Además, se examinan los mecanismos de acceso a la política y el 

cumplimiento de las condicionalidades, y se interroga si el establecimiento de 

condicionalidades asociadas a servicios básicos para la infancia y la adolescencia 

aumentó la demanda de estos servicios en el sector público, privado o comunitario, si la 

demanda fue adecuadamente atendida y si el mecanismo supuso una mayor satisfacción 

de derechos en materia de salud y educación. En esta línea Mazzola (2012), desde un 

análisis de políticas para la infancia, se pregunta si la AUH configura un nuevo 

paradigma en la política social.  

 

 

Investigaciones y Estudios sobre los Programas de Transferencias Condicionadas 

 

Para contextualizar las unidades de análisis de este trabajo, cabe señalar que los 

programas de transferencias condicionadas de ingresos (PTC) aparecen en América 

Latina a mediados de la década de 1990. Estos programas se caracterizan por plantear, 

en el corto plazo, la reducción de la pobreza a partir de la transferencia de ingresos 

condicionados; y en el largo plazo, la reducción de la pobreza a través de la 

“acumulación de capital humano” a partir de la incorporación de nuevas competencias 

educativas y formativas, y el mejoramiento en los niveles de salud y nutrición (Pautassi, 

Zibecchi, 2010).  

 

Entre los trabajos que realizan un análisis más agregado de los Programas de 

Transferencias Condicionadas en Argentina, se encuentra un estudio de Pautassi y 

Zibecchi, (2010) que analiza diversos abordajes teóricos en torno del “cuidado” y del 

tratamiento que hace la literatura del papel del tercer sector o de la sociedad civil en la 

provisión del mismo y sus vinculaciones con el tratamiento de la pobreza. Asimismo, 

este trabajo examina las acciones de cuidado dentro de dos PTC en Argentina –Plan 

Jefes y Jefas de Hogar Desocupados y Programas Familias por la Inclusión Social– 

considerando el lugar que los niños y las niñas ocupan en el diseño de los mismos, así 

como la posible interdependencia entre la situación de los hijos e hijas de los titulares de 

los programas y las condiciones de inserción laboral de sus padres, en el marco de una 

nula oferta de infraestructura de cuidado en contextos de alta vulnerabilidad social y 

pobreza. También indaga sobre estrategias de cumplimiento de las condicionalidades 
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que deben asumir las titulares de los PTC en Argentina, identificando la carga de trabajo 

no remunerado que subyace detrás.  

 

Dentro de la literatura que analiza los Programas de Transferencias Condicionadas en 

América Latina, la publicación del Área Práctica de Genero del Centro Regional para 

América Latina y el Caribe, Panamá
3
 (PNUD, 2011), plantea que el reto para estos 

programas, a los cuales reconoce como positivos en términos de los resultados 

socioeconómicos, es que también favorezcan la igualdad en las relaciones de género, en 

las cuales explícita o implícitamente se sustentan. Este trabajo establece tres razones 

principales para promover que esto ocurra. La primera es para alcanzar el principal 

objetivo de largo plazo, que es evitar la trasmisión inter generacional de la pobreza
4
. La 

segunda es que la lucha contra la pobreza requiere, necesariamente, combatir la 

desigualdad de género, siendo que en América Latina las mujeres, los niños y las niñas 

están sobrerrepresentadas entre la población pobre
5
. Como tercera razón, vinculada con 

las dos anteriores, dicho estudio establece que promover la igualdad de género es 

necesario para mejorar la eficacia y efectividad de los programas, tanto en el 

cumplimiento en el principal objetivo de largo plazo, como que los medios propuestos 

para lograrlo – la formación de capital humano expresados en mayor acceso a la 

educación y a la salud –efectivamente reviertan en mejores condiciones de acceso al 

mercado laboral. 

 

Por otra parte, Rodríguez Enríquez (2011) busca plantear un marco de análisis de estos 

programas desde la perspectiva de igualdad de género y dar cuenta de la situación en 

América Latina. Establece que si bien los PTC existentes en América Latina presentan 

particularidades y diferencias, todos tienen características comunes que los identifica y 

define como programas de este tipo. Las dos características distintivas son:  

                                                           
3
 Trabajo que recoge las ideas elaboradas en el “Taller sobre Igualdad de Género y Programas de 

Transferencias Condicionadas” que tuvo lugar en Santo Domingo los días 15 y 16 de noviembre de 2010, 

con la contribución de las personas participantes representando instituciones gubernamentales y los 

programas de cinco países, Argentina, Colombia, El Salvador, México y República Dominicana. 
4
 Se plantea que las niñas, cuyo capital humano los programas de transferencias monetarias condicionadas 

buscan promover, serán en pocos años, ellas mismas, mujeres y muy posiblemente madres. Si los 

mercados laborales y su relación con los sistemas de protección social y las familias no cambian 

significativamente, ellas enfrentarán condiciones y tensiones similares a las que hoy afectan 

negativamente la vida de sus madres. 
5
 En el trabajo se plantea que cambiar esta situación necesariamente implica el acceso de más mujeres al 

mercado laboral, y a un mejor “ingreso social” en la forma de transferencias y servicios públicos; muy 

especialmente requiere que las mujeres, en particular las mujeres pobres, dejen de ser las casi exclusivas 

responsables de los cuidados y del oficio doméstico. 
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i) transferir ingresos monetarios, que en algunos casos pueden ser acompañados 

por otros tipos de intervenciones (como programas de capacitación en oficios, 

actividades de sensibilización en temas sociales sensibles –por ejemplo en salud sexual 

y reproductiva–, promoción de actividades productivas, organización de actividades de 

participación comunitaria, etc.);  

ii) establecer condicionalidades para la recepción del beneficio, cuya forma más 

habitual es la asistencia escolar y la atención sanitaria de los hijos e hijas.  

 

Estas dos características definitorias de los programas de PTC, se asocian con los 

objetivos simultáneos declarados por estas intervenciones de política pública: i) aliviar 

la situación de pobreza por ingresos de los hogares; y ii) contribuir al fortalecimiento de 

las capacidades (identificadas como “capital humano”) de los niños, niñas y 

adolescentes, para evitar la reproducción inter-generacional de la pobreza. Así este 

trabajo revisa los fundamentos teóricos económicos sobre los que se sostienen los PTC, 

y los reparos feministas a los mismos; presenta una breve síntesis de los programas 

existentes en América Latina, ensaya una tipología para la indagación desde la 

perspectiva de la igualdad de género; y analiza las implicancias específicas de los PTC 

sobre la situación de las mujeres y la igualdad de género, recorriendo los argumentos 

que habitualmente se enuncian sobre las virtudes y debilidades de los PTC respecto de 

esta problemática.  

 

En esta línea, Franzoni y Voorend (2008) plantean en qué medida las transferencias 

monetarias condicionadas (TMC), programas “estrella” de la nueva generación de la 

política social latinoamericana, inhiben o promueven mayores grados de igualdad de 

género, y comparan tres países con regímenes de bienestar contrastantes: Chile, Costa 

Rica y El Salvador. Mostrando que en términos de la igualdad de género, los programas 

TMC se basan en supuestos que exacerban la histórica división del trabajo entre 

hombres y mujeres, tienen posibilidades de transformar esto. 

 

Por otro lado Molyneux (2006), a partir del análisis de las formas en que los Estados de 

Bienestar en Latinoamérica van modificando los enfoques de las políticas públicas, 

llega al análisis de los Programas de Transferencia Condicionadas como uno de los 

modelos de los Programas antipobreza, y analiza de qué formas estos programas 

focalizan en las mujeres, específicamente a través de su rol de madres, y las 
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consecuencias que esto trae para las mismas. Para desarrollar este análisis se enfoca en 

el Programa Oportunidades/Progresa de México. Establece que los programas se 

instalan desde una visión patriarcal, paternalista, y desde una visión proveedora de los 

hombres en los hogares. A partir de las formas de implementación del Programa 

Progresa/Oportunidades, observa la carga que representa para las mujeres el 

cumplimiento de las condicionalidades, la visión maternalista que esto supone, y 

visibiliza la forma en que el Programa utiliza a las mujeres como recursos para proveer 

beneficios monetarios, de salud y educación al interior de los hogares pobres. Asimismo 

establece, que a pesar de las buenas intenciones el Programa presenta límites en 

promover la salida de la pobreza de los hogares y en la superación de un enfoque 

asistencialista. En esta línea de análisis, Tabbush (2010), compara el Programa Puente 

de Chile y el Programa Familias de Argentina, analizando en qué términos y en qué 

condiciones son tenidas en cuenta las mujeres en estos programas. Al igual que 

Molyneux, establece que las mismas son incorporadas como proveedoras de recursos, 

en su rol de madres, y que las necesidades de las mujeres no son tenidas en cuenta por 

los mismos. Así aquí también las mujeres deben soportar las cargas que traen aparejadas 

el cumplimiento de las condicionalidades exigidas por los programas, y son 

incorporadas por los programas desde su rol de madres. La diferencia que observa entre 

el Programa Puente de Chile y el Programa Familias de Argentina, es que en el primero 

hay un esfuerzo por brindar entrenamiento para que las mujeres desarrollen 

microemprendimientos, mientras que en el segundo se desafilia a las mujeres de las 

actividades laborales. A partir de esto se pregunta si el Programa Familias relega a las 

mujeres al espacio privado de los hogares, y observa que como consecuencia de la 

tradición de la participación de estas mujeres en los espacios comunitarios, esto no 

sucede. Así las mujeres dentro del Programa Familias continúan ligadas al espacio 

comunitario y desarrollan estrategias de supervivencia para superación de la pobreza. 

Concluye estableciendo que estos Programas que buscan la reducción de la pobreza en 

los hogares, en algunos casos brindan cierta autonomía económica a las mujeres y cierto 

empoderamiento al interior de los hogares; pero no dejan de apelar a las mujeres en su 

rol de madres, cómo proveedoras de recursos. Y esto tiene como consecuencia que las 

sean las mujeres las que cargan con los “costos” de implementación de los mismos. 

 

Por último, Cecchini y Madariaga (2011) sintetizan la experiencia de América Latina y 

el Caribe con los programas de transferencias condicionadas, o “con 
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corresponsabilidad” (PTC), a lo largo de más de 15 años. En el documento se revisan 

las principales características de los programas en cuanto a la definición y el registro de 

destinatarios, los mecanismos de focalización utilizados, los diversos tipos de 

prestaciones que ofrecen y las condicionalidades que los acompañan. Se analiza, 

asimismo, la evolución histórica de los indicadores de inversión y cobertura de los PTC, 

y la información disponible respecto de sus efectos en distintos ámbitos. Por último, se 

hace un balance de la experiencia y los principales desafíos que estos programas 

presentan en materia de sostenibilidad, marco legal, rendición de cuentas, participación, 

institucionalidad e intersectorialidad. 

 

 

Esquema conceptual y analítico  

 

Para realizar un aporte al desarrollado por los trabajos sobre los Programas Jefes y Jefas 

de Hogar Desocupados, Programa Familias y Asignación Universal por hijo, este 

trabajo de tesis utilizará el enfoque de mainstreaming de género, para analizar en qué 

medida incorporan la perspectiva de igualdad de género en el diseño de acciones y 

estrategias, y cómo afecta la forma en que lo hacen (o lo dejan de hacer) el alcance de 

los objetivos, que estos programas persiguen, y las consecuencias que esto tiene en el 

logro de la igualdad. Así se elige el enfoque de mainstreaming de género, porque 

presenta los elementos necesarios para avanzar en el logro de la igualdad, y debido a 

que su propósito general es que las políticas públicas tengan un efecto transformador en 

las relaciones de género.  

 

De esta manera, la aplicación de este enfoque en las políticas públicas exige una postura 

crítica de las realidades y las situaciones en las que están inmersos hombres y mujeres, 

intentando develar la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de la jerarquía y 

las relaciones de poder. Aquí cabe mencionar que es importante la forma en la cual se 

concibe el mainstreaming de género, porque esto tiene consecuencias en el logro de la 

de la igualdad. Así el tipo de análisis desde el enfoque que se plantea en este trabajo de 

tesis es aquel donde el mainstreaming de género representa una completa y real 

inserción de la perspectiva de igualdad de género en las políticas públicas, en todas sus 

fases (diseño, formulación, adopción y ejecución). El objetivo final es la igualdad y la 

estrategia para alcanzarla es el mainstreaming de género. 
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A fin de avanzar y clarificar el planteo realizado por este trabajo de tesis, a continuación 

se presenta el marco teórico donde se precisa qué se entiende por políticas públicas y 

políticas sociales, se explica el concepto de género y su diferencia con el sexo, se 

describen las fases en la concepción de los gobiernos sobre las necesidades, los intereses 

y asuntos de las mujeres, los tipos de enfoques de género que surgen y se establece que 

se entiende por igualdad y por medidas para la equidad. 

 

 

Políticas públicas y políticas sociales 

 

Las políticas públicas son conceptualizadas como “el conjunto de objetivos, decisiones 

y acciones que lleva a cabo un gobierno para solucionar los problemas que en un 

momento determinado los ciudadanos y el propio gobierno consideran prioritarios” 

(Tamayo Sáez, 1997: 281); y las políticas sociales, como parte de las políticas públicas, 

constituyen “… un conjunto de iniciativas y respuestas, manifiestas o implícitas, que 

observadas en un momento histórico y en un contexto determinado permiten inferir la 

posición del Estado frente a una cuestión que atañe a sectores significativos de la 

sociedad” (Oszlak y O’Donnell, 1984: 112). De la Cruz (2009) señala que la noción de 

política pública está estrechamente vinculada a las decisiones que, en diversas formas y 

con la acción de diversos actores, sanciona y/o pone en marcha el Estado a través de sus 

numerosos aparatos. Asimismo, toda política pública supone una teoría del cambio 

social y una relación de causa-efecto que se identifica a través de los objetivos, los 

contenidos y los instrumentos de los que se dota la autoridad gubernamental para 

generar impactos sobre el tejido social. 
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Concepto de género y su diferencia con el sexo 

 

Resulta necesario hacer visible la distinción entre sexo y género. Mientras que el género 

refiere a la construcción social y cultural, el sexo designa características biológicas 

(Cobos, 2001). De esta manera, al ser una construcción social y cultural, el género 

puede variar a través del tiempo y en contextos culturales diferentes; es decir, el género 

designa aquellos aspectos que serían propios de lo masculino y de lo femenino para 

cada sociedad y para cada contexto dado. El anclaje del concepto de género en la 

dimensión cultural permite superar visiones de tipo esencialistas de hombres y mujeres. 

El género construye identidades y relaciones sociales, y de esta manera influye en las 

formas en que hombres y mujeres se desarrollan en las sociedades, y en las formas en 

cómo participan en las esferas familiares, laborales, comunitarias y políticas. De este 

modo, la configuración de la organización social de relaciones de género incide 

sustantivamente en el ejercicio pleno de los derechos humanos de mujeres y hombres. 

 

Es necesario señalar, también, que en la mayoría de las sociedades, las relaciones de 

género entrañan  una distribución desigual del poder entre hombres y mujeres, a favor 

de los primeros. De ahí que la distinción analítica entre sexo y género forme parte de un 

marco conceptual y de un conjunto de argumentos cuyo objetivo ha sido poner de 

manifiesto la subordinación de las mujeres, explicar sus causas y elaborar acciones 

políticas a fin de desactivar los mecanismos de esa discriminación. Uno de los hilos por 

los que discurre la historia del feminismo es el descubrimiento de que existe una 

estructura de poder sistémicamente articulada que reposa sobre la construcción socio-

política de los géneros. El género es a la vez causa y efecto de esa estructura de poder 

que divide la sociedad en dos partes asimétricas, una de ellas marcada por la 

subordinación y otra por la dominación, una con exceso de recursos y otra con déficit de 

los mismos, una con acceso y ejercicio de derechos y otra con un déficit significativo en 

este ejercicio.  

 

El pensamiento feminista acuña el concepto de género para explicar la dimensión social 

y política que tiene el sexo. Dicho de otra forma, ser mujer no significa sólo tener un 

sexo femenino. Ser mujer significa una serie de prescripciones normativas y de 

asignación de espacios sociales sumamente coactivos para las mujeres. Históricamente, 

esa normatividad ha desembocado en los papeles de esposa y madre en el ámbito 
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doméstico-privado (trabajo de reproducción y cuidados) y exclusión política en el 

espacio público. La teoría feminista aporta el concepto de género para explicar el 

carácter normativo que tiene la feminidad, es decir, cómo un hecho anatómico se 

transforma en un hecho social en clave de discriminación y exclusión.   

 

 

Concepción de los gobiernos sobre las necesidades, los intereses y asuntos de las 

mujeres 

 

Es posible mencionar distintas fases en la concepción de los gobiernos sobre las 

necesidades, los intereses y asuntos de las mujeres, a partir de una caracterización 

desarrollada por la Organización de las Naciones Unidas en el marco de los 50 años de 

acción transcurridos desde 1945 hasta la IV Conferencia Mundial de la Mujer en 1995 

(García Prince, 2011).  

 

En dicho desarrollo, se establece un primer periodo que va desde 1945 a 1962, en el 

cual se crea la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer y se adopta la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos. El interés está centrado en el 

señalamiento de las desigualdades y en la determinación de los obstáculos para el logro 

de la igualdad; y las decisiones y acciones de los Estados se orientan al logro, casi 

exclusivamente, de la igualdad jurídica.  

 

En un segundo período, desde 1963 a 1975, se da un proceso donde los Estados 

comienzan a dar respuestas significativas a las demandas de la igualdad jurídica, 

impulsados principalmente por la aprobación de la Declaración sobre la Eliminación de 

la Discriminación contra la Mujer. Es en este período cuando se menciona por primera 

vez a las mujeres en el desarrollo, y se hace referencia a la necesidad de su plena 

integración a los esfuerzos para el desarrollo. En estos años comienzan a aparecer los 

primeros ensayos sobre la formulación de políticas dirigidas a las mujeres, los gobiernos 

comienzan a modificar sus actitudes y compromisos políticos en relación a las mujeres, 

y se crean las primeras estructuras institucionales para dar cumplimiento a lo planteado. 
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En un tercer período, desde 1976 a 1985, se registra un cambio importante en la 

conciencia internacional sobre el impacto que tiene la situación de la mujer en el 

desarrollo, especialmente en lo referido a la pobreza, la superpoblación, el 

analfabetismo, y la desnutrición. En 1979 se adopta la Convención para la Eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), pieza angular en los 

derechos humanos de las mujeres. En este período, las intervenciones se caracterizan 

por estar dirigidas a “la mujer” sin todavía incorporar la noción de diversidad entre las 

mujeres. 

 

La cuarta fase, de 1986 a 1995 –que culmina con la IV Conferencia Mundial en 

Beijing– se caracteriza por el impulso significativo que alcanzan los asuntos de la 

población femenina en los debates de políticas públicas. Aquí aparece el enfoque de 

género que permite entender, significar y proponer cambios que favorezcan la 

eliminación de los factores estructurantes de la exclusión y la subordinación de las 

mujeres. Asimismo, adquieren importancia las evaluaciones de los impactos de los 

esfuerzos desarrollados por los países, y como resultado de esto se hace visible, la 

necesidad del carácter global y sistémico que deben tener las acciones para la 

eliminación de la discriminación contra las mujeres. El final de este período se 

caracteriza por el surgimiento del enfoque de género y el establecimiento del 

mainstreaming de género como la estrategia idónea para el logro de la igualdad. 

 

La fase denominada “Post Beijing”, hasta la actualidad, es un período de surgimiento  y 

difusión de importantes categorías de análisis e implementación de políticas públicas 

con enfoque de género. Aparecen  los conceptos de igualdad sustantiva, igualdad de 

oportunidades, igualdad de trato y de resultados, gender mainstreaming o 

transversalidad de género; más recientemente aún, se establecen la transversalidad de la 

igualdad de género, los criterios de Derechos Humanos, la resignificación de la 

ciudadanía de las mujeres, la globalización de los actores y procesos que contribuyen al 

avance de la igualdad (García Prince, 2011). 

 

A partir de lo mencionado se desarrollará los tipos de enfoques que surgen, 

correspondientes a los períodos descriptos anteriormente. Siguiendo a García Prince 

(2011), es necesario hacer una distinción entre los enfoques oficialistas y los enfoques 

alternativos. Los primeros corresponden a los gobiernos y a los organismos 
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multilaterales; los segundos, a las organizaciones no gubernamentales, o gobiernos y 

grupos que plantearon un enfoque crítico.  

 

 

Enfoque de las Mujeres en el Desarrollo (MED) 

 

El período posterior a la segunda guerra mundial, entre 1950 y 1960, se encuentra 

estrechamente vinculado al paradigma denominado “Primera Década del Desarrollo” 

(García Prince, 2011) fuertemente centrado en lograr el crecimiento económico y la 

modernización de las sociedades consideradas “subdesarrolladas”, donde predominaba 

el enfoque “Asistencialista del Bienestar”. Durante esta época, las mujeres no fueron 

tenidas en cuenta como agentes de desarrollo, y eran visualizadas como dependientes y 

pasivas,  asignadas al rol de maternidad y reproducción biológica, donde el hombre era 

el proveedor y la mujer dependía de él para su supervivencia.  

 

Durante los años setenta, las feministas plantearon una fuerte crítica a ese modelo de 

desarrollo imperante, denunciando el “mito de la neutralidad de género” en las 

estrategias de desarrollo. Este planteo logró que se consolide el denominado “Enfoque 

de las Mujeres en el Desarrollo (MED) (Moser, 1995), que plantea que las políticas 

orientadas al bienestar centrado en la familia, marginaban el aporte que las mujeres 

podían brindar al desarrollo, por no considerar su capacidad productiva ya que solo se 

las tenía en cuenta en sus roles domésticos y de función maternal. Este enfoque tiene 

tres vertientes: MED de la Equidad, MED de la Antipobreza, MED de la Eficiencia. Las 

tres comparten el criterio de que la mujer representa un recurso no utilizado para el 

desarrollo. En este enfoque predominaron iniciativas de políticas con acciones, 

componentes y proyectos para las mujeres, tendientes a incrementar su productividad, 

sus ingresos, y sus habilidades.  

El MED se encuentra dentro de los enfoques oficialistas. Dentro de los enfoques 

alternativos, cabe mencionar el Enfoque de Empoderamiento, el Enfoque de 

Emancipación y el Enfoque de Género en Desarrollo como alternativas planteadas a las 

políticas orientadas dentro del enfoque MED.  
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Enfoque de Género en Desarrollo (GED) 

 

En el Enfoque de Género en Desarrollo, que se formaliza en los años ochenta, se aplica 

la categoría de género como paradigma analítico. El marco analítico desarrollado por 

Kabeer (1998) concibe al género como parte de un sistema de relaciones sociales. De 

esta manera, esta perspectiva brinda una herramienta eficaz para dar cuenta de las 

desigualdades de género en la distribución de recursos, responsabilidades y poder; y 

permite comprender la manera en que las instituciones sociales organizan –de manera 

explícita o implícita– los vínculos entre hombres y mujeres a través de la asignación 

diferencial de recursos, responsabilidades y derechos, tanto en términos sociales como 

de género.  

 

Las instituciones consideradas desde una perspectiva de género no se limitan al hogar y 

la familia, comprenden también la esfera del Estado (a través de la estructuración de 

normas legales, prácticas administrativas y de seguridad, así como del diseño e 

implementación de políticas públicas), el mercado (incluyendo los mercados laborales, 

las organizaciones empresariales, etc.), y la comunidad (a través de sus redes y 

organizaciones de diversa índole). Este marco analítico es complementado con un 

enfoque de derechos humanos, y se busca equiparar las oportunidades y capacidades de 

las personas, respetando los principios de igualdad y no discriminación. 

 

En esta base conceptual se sustenta el Enfoque de Género en el Desarrollo (GED), por 

este motivo, desde esta perspectiva se sostiene que para entender la subordinación y la 

desigualdad de las mujeres hay que incorporar en el centro del debate las relaciones de 

poder, el conflicto y las relaciones de género. El GED propone una revisión de lo que se 

entiende por desarrollo, considera necesario comprender la estructura y la dinámica de 

las relaciones de género para poder analizar la organización y el proceso social, se 

ocupa de las relaciones entre hombres y mujeres vistas como relaciones de poder en 

situaciones culturales e históricas concretas, pone énfasis en lo político de las relaciones 

de género, y plantea fuertemente la división sexual del trabajo y sus implicancias. 
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La división sexual del trabajo delimita espacios sociales diferenciados, donde a los 

hombres les corresponde el ámbito público y a las mujeres el privado; asociándose 

público a lo político y privado a lo doméstico. Así a partir de las construcciones 

culturales de género lo masculino se asocia a lo público y político y lo femenino a lo 

privado doméstico. Por esto se habla de los roles de género y de los estereotipos de 

género (por ejemplo las mujeres aparecen asociadas a lo sensible, a lo afectivo, a lo 

emocional, a lo débil, a las actividades de cuidado, de alimentación, de limpieza; y los 

hombres a lo fuerte, lo racional, en el mercado laboral en su rol de proveedor del hogar, 

en lo público, en los espacios de toma de decisión). Estas divisiones también traen como 

consecuencia que sean mayoritariamente las mujeres las que realizan el trabajo no 

remunerado de cuidado, limpieza y alimentación al interior de los hogares, mientras que 

los hombres ocupan en su mayoría los espacios de trabajo remunerado. También se 

habla de trabajo reproductivo y trabajo productivo, que sigue esta lógica planteada por 

la división sexual del trabajo; el trabajo reproductivo corresponde a las actividades de 

alimentación, vestimenta, limpieza, cuidado; es decir aquello que necesita el ser humano 

para reproducirse, que a su vez se da en la esfera de lo privado, doméstico de los 

hogares; y el trabajo productivo, es aquel que se da en la esfera del mercado, y al cual se 

le asigna un valor económico dentro del mercado. Al trabajo reproductivo, a pesar de 

tener un valor económico, todavía existen obstáculos para que sea reconocido por el 

mercado y que forme parte de los cálculos en las economías nacionales.  

 

 

Mainstreaming de género 

 

En la década de 1990, bajo el impulso de las propuestas de la Plataforma para la Acción 

de Beijing (1995), se propone que la igualdad de género forme parte de la corriente 

principal (mainstream) de las políticas públicas. De esta manera el mainstreaming de 

género alude a la necesidad de que los poderes públicos se involucren en forma integral 

para incorporar el enfoque de género en todas sus actuaciones (De la Cruz, 2009).  

 

La idea que subyace al mainstreaming de género es que la dimensión de género debe 

estar integrada en los procesos de toma de decisión y en la gestión. Esto implica que las 

políticas públicas tienen que integrar la igualdad de trato, de oportunidades y de 

resultado como su objetivo. Según Casco (2003) se trataría pues de hacer política 
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pública integrando el objetivo de alcanzar la igualdad efectiva de mujeres y hombres en 

los procesos de planificación, ejecución y evaluación, reconociendo que las 

desigualdades de género existen y asumiendo el problema como un problema público, 

reconocido por las autoridades como problema que atañe a todas las administraciones 

públicas. Ésta se concretaría en un modo de hacer política pública, igual de eficaz para 

hombres que para mujeres, analizando el efecto que éstas tienen en unos y otras e 

introducir, si fueran necesarias, medidas compensatorias que garanticen el objetivo de 

alcanzar la igualdad efectiva. 

 

En seguimiento a lo planteado sobre el mainstreaming y para clarificar la definición de 

mainstreaming de género, se utilizará la planteada por el ECOSOC (ECOSOC, 1997, 

A/52/3, capítulo IV, sección A): 

 

“El Mainstream de la perspectiva de género es el proceso de evaluar las 

implicaciones que tiene para hombres y mujeres, cualquier acción que se planifique, 

incluyendo las de tipo legislativo, las políticas o los programas en todas las áreas y a 

todos los niveles. Es una estrategia para hacer de las experiencias y necesidades o 

intereses de hombres y mujeres una dimensión integral en el diseño, implementación, 

monitoreo y evaluación de las políticas y los programas en todas las esferas políticas, 

sociales y económicas a fin de que hombres y mujeres se beneficien por igual y 

desaparezca la desigualdad. El objetivo final es lograr la igualdad de género”. 

 

 

Igualdad y medidas para la Equidad 

 

En este trabajo se entenderá a la igualdad en el sentido del derecho a la igualdad, que va 

aparejado al principio de no discriminación. Esto se encuentra planteado en la 

Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) y en todos los otros instrumentos legales 

internacionales de derechos humanos. Todos los instrumentos de derechos humanos 

garantizan la igualdad y prohíben la discriminación basada en el sexo entre otras 

razones. De esta manera, es posible medir o evaluar objetivamente cuándo hay igualdad, 

porque de acuerdo a la teoría de los derechos humanos sólo habrá igualdad si no hay 

discriminación, ni directa ni indirecta, contra ninguna mujer. De ahí la necesidad 

planteada en la CEDAW, que para el logro de la igualdad es necesario eliminar todas las 

formas de discriminación contra las mujeres (PNUD, s/d1).  
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Es importante recordar que la igualdad trae obligaciones legales para los Estados. El 

Comité de la CEDAW, señala que no basta con que la igualdad entre hombres y 

mujeres sea declarada en la constitución política o en las leyes de cada Estado (lo que se 

conoce como igualdad formal); sino que a partir del Derecho a la Igualdad entre 

hombres y mujeres se requiere a cada Estado que implemente acciones específicas y 

concretas para eliminar la discriminación real y comprobada contra las mujeres, para 

que de esta manera, las mujeres puedan disfrutar de su derecho humano a la igualdad (lo 

que se conoce como igualdad sustantiva o real). Así el principio de igualdad sustantiva 

comprende: igualdad de oportunidades, igualdad de acceso a las oportunidades, 

igualdad de resultados. La igualdad de oportunidades establece el derecho de las 

mujeres a tener acceso a los recursos de un país en igualdad de condiciones que los 

hombres, esto se debe asegurar a través de un sistema de leyes y políticas y debe ser 

apoyado por instituciones y mecanismos para su implementación. Además, debe 

garantizarse que no existan obstáculos que impidan a las mujeres el disfrute y plenitud 

del goce de sus derechos, esto es la igualdad de acceso a las oportunidades. A su vez 

deberá comprobarse la igualdad resultados, es decir si efectivamente hubo cambio reales 

en la condiciones de desigualdad de poder entre ambos sexos y de discriminación contra 

las mujeres. Así, en el artículo 2 de la CEDAW se establece que los Estados que 

ratifiquen no solo deben condenar toda forma de discriminación basada en el sexo o 

género, sino que tienen que tomar medidas concretas para lograrlo tales como consagrar 

la igualdad en sus constituciones políticas; abolir leyes, costumbres y prácticas que 

redunden en discriminación contra las mujeres; establecer protecciones jurídicas contra 

la discriminación; y crear mecanismos de denuncia (UNIFEM, 2010). A su vez indica 

medidas transitorias de “acción afirmativa”, esto surge a partir del reconocimiento que 

hace la CEDAW de la desigualdad histórica entre hombres y mujeres en el goce de los 

derechos humanos, y al hecho de que al tratar a personas que se encuentran en 

situaciones desiguales como si tuvieran el mismo poder se continúa reproduciendo la 

discriminación. De aquí nacen las medidas de equidad, que suponen brindar un trato 

diferencial y a favor de quienes se encuentran en desventaja para de esta manera 

favorecer la igualdad entre las personas. La equidad se logra gracias al trato justo, 

diferenciado, de acuerdo con las necesidades e intereses diferentes, exige la aplicación 

de acciones deliberadas que corrijan las desventajas y eliminen las desigualdades 

originadas en diferencias, sean estas de género, de edad, de origen étnico o por 
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cualquier otro factor que produzca efectos discriminatorios en derechos, beneficios, 

obligaciones y oportunidades, en hombres y mujeres (García Prince, 2011). 

 

Asimismo cabe señalar que la CEDAW reconoce el papel de la cultura y las tradiciones 

en el mantenimiento de la discriminación contra las mujeres y obliga a los Estados a 

eliminar los estereotipos en los roles de hombres y mujeres. A partir de esto se deben 

adoptar medidas para eliminar los estereotipos y las prácticas que se sustenten en el 

concepto de inferioridad o superioridad de un sexo con respecto del otro. 

 

Es en este sentido que los Estados están legalmente obligados a promover las políticas y 

acciones que sean necesarias para eliminar todas las formas de discriminación que se 

encuentren en la legislación, en las costumbres o en los comportamientos de las 

personas, de modo que las mujeres puedan gozar de todos los derechos humanos sin 

distinción. En otras palabras, como los derechos humanos producen una obligación 

legal para los Estados, éstos no pueden dejar de cumplir con la obligación de lograr la 

igualdad entre hombres y mujeres. (PNUD, s/d1). 

 

En virtud de lo mencionado, cabe señalar que el Estado argentino reconoce en su 

Constitución el principio de igualdad de las personas y la consecuente ilegitimidad de la 

discriminación que es uno de los principios trascendentales del derecho internacional de 

los derechos humanos y se halla reconocido explícitamente en las declaraciones y 

pactos de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y, desde 1994, 

revestidos de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22). Asimismo, la Carta Magna hace 

propio el diagnóstico de situación planteado en la CEDAW al incorporarla con jerarquía 

constitucional mediante el artículo 73, inciso 22. 
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III. Metodología 

 

De acuerdo a las características de la investigación, esta tesis es interpretativa y se basa 

en un método cualitativo, ya que propone examinar y conocer en forma detallada el 

modo en que se piensan y conciben las relaciones, y las desigualdades de género, en el 

diseño e implementación de tres programas: el Programa Jefes y Jefas de Hogar 

Desocupados, el Programa Familias por la Inclusión Social y la Asignación Universal 

por Hijo que tienen suma relevancia en Argentina. 

 

Estos programas se han seleccionado por ser los más representativos en términos de 

cobertura, recursos y beneficiarios/as dentro de las políticas sociales de transferencias 

condicionadas de ingresos en Argentina de la última década. Para dar cuenta de la 

magnitud de estos Programas cabe mencionar que el Programa Jefes y Jefas de Hogar 

Desocupados tuvo un total histórico de 2.009.006 de personas bajo cobertura (Roca, 

Goldber, Lanari, Ministerio de Trabajo, 2012); el Programa Familias cubrió a 632.538 

familias (Szenker, 2009) y la Asignación Universal por Hijo cubre a 3.512.541
6
 

personas. Por otro lado cabe mencionar que a su vez la AUH viene a reemplazar al 

Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados y al Programa Familias, a partir de 

establecer su incompatibilidad con otros programas de transferencias de ingresos. “…el 

espíritu de la norma apunta a eliminar paulatinamente (los planes sociales) y 

remplazarlos por la AUH” (2009: 5). A tal punto se extremó la medida que hacia fines 

de 2010 la AUH ya había suplido los dos programas nacionales más importantes de 

transferencias condicionadas de ingresos. (Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 

2013:13).   

 

Los mismos, como se planteó en el marco teórico, serán analizados desde el enfoque del 

mainstreaming de género, con el propósito de establecer en qué medida incorporan la 

perspectiva de igualdad de género y reflexionar acerca de las implicancias que esto tiene 

respecto de los objetivos planteados y cuáles son las consecuencias que esto tiene para 

el logro de la igualdad. Ello representará un aporte al análisis de la efectividad de las 

políticas sociales seleccionadas. Asimismo los interrogantes planteados en este trabajo 

                                                           
6
 Sitio web, General /Prensa/Noticias/28-11-2013 “La ANSES destinará más de $34 mil millones para el 

pago de prestaciones en diciembre”, sitio web: http://www.anses.gob.ar/noticia/la-anses-destinara-mas-

de-mil-millones-para-el-pago-de-prestaciones-en-diciembre-874, (ANSES, Enero 2014). 

 

http://www.anses.gob.ar/noticia/la-anses-destinara-mas-de-mil-millones-para-el-pago-de-prestaciones-en-diciembre-874
http://www.anses.gob.ar/noticia/la-anses-destinara-mas-de-mil-millones-para-el-pago-de-prestaciones-en-diciembre-874
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resultan importantes para el avance en el logro efectivo de la igualdad, porque a través 

de interpelar a las políticas públicas desde la igualdad de género pueden identificarse 

tensiones, consecuencias no intencionadas y propuestas de cambio que contribuyan a 

este logro. Así, al plantear un enfoque analítico de las políticas públicas desde la 

perspectiva de igualdad de género, se busca brindar hallazgos que aporten al diseño de 

políticas públicas, haciendo énfasis en las implicancias de la aplicación de la 

perspectiva de igualdad de género en las intervenciones del Estado y en la necesidad de 

considerar la perspectiva de igualdad de género en el conjunto de las políticas públicas.  

 

En este estudio se utiliza un método cualitativo porque es el apropiado para investigar la 

construcción social de significados, las perspectivas de los actores sociales, los 

condicionantes de la vida cotidiana o brindar una descripción detallada de la realidad. 

(Wainerman y Sautu, 1997). Las principales técnicas utilizadas para la producción de 

datos son el análisis de documentos oficiales y de fuentes secundarias (investigaciones, 

estudios e informes existentes sobre los programas seleccionados). 

 

Para poder responder a la pregunta de tesis se realiza una revisión bibliográfica que 

incluye los siguientes tópicos: la perspectiva de igualdad de género; los enfoques de 

análisis de políticas públicas desde una perspectiva de igualdad de género y los 

programas de transferencias condicionadas de ingreso como política social. Asimismo, 

se revisan los estudios y evaluaciones realizados sobre los programas Jefes y Jefas de 

Hogar Desocupados, Familias y AUH para establecer las diferencias o 

complementariedades respecto del enfoque planteado en la tesis. 

 

Junto a esta revisión bibliográfica se efectúa una revisión de fuentes primarias, 

recopilando y analizando los documentos públicos producidos por los programas aquí 

seleccionados, que den cuenta de su diseño, de sus objetivos, resultados alcanzados, 

datos de la población objetivo, y de las evaluaciones realizadas. En este sentido, a través 

de la revisión y el análisis de contenido de los documentos producidos por los 

programas sociales seleccionados, se busca indagar cómo se plantea la división sexual 

del trabajo; qué tipo de actividades realizan las mujeres y los hombres; qué tipo de 

acceso y control sobre los recursos hay por parte de hombres y mujeres y cómo se 

distribuyen o asignan estos recursos; de qué forma y en qué espacios participan hombres 

y mujeres; cómo está planteado el acceso y la participación en los espacios de toma de 
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decisión para los hombres y para las mujeres. A partir de lo anterior se identifican los 

tipos de roles de género que aparecen y las relaciones de género que se establecen según 

lo previsto en el propio diseño de los programas. Para realizar este análisis, se 

considera:  

 

 Recursos: asignaciones monetarias, capacitaciones, proyectos. 

 Espacios de participación: consejos consultivos, espacios de formación, 

actividades comunitarias, espacios de trabajo remunerado, espacios de cuidado.  

 Espacios de toma de decisión: acceso y participación en los consejos 

consultivos, espacios de formación, actividades comunitarias, espacios de 

trabajo remunerado, espacios de cuidado. 

 

Asimismo, a través de la revisión bibliográfica sobre la perspectiva de igualdad de 

género, los enfoques de análisis de políticas públicas desde una perspectiva de igualdad 

de género, y lo escrito y analizado sobre los programas Jefes y Jefas de Hogar 

Desocupados, Familias y AUH, se reflexiona acerca de las implicancias de la 

incorporación de la perspectiva de igualdad de género en el alcance de los objetivos 

planteados en los propios programas y cuáles son las consecuencias que esto tiene para 

el logro de la igualdad. 

 

Como ya fue señalado, debido a las relaciones de género, hombres y mujeres tienen un 

acceso y control diferencial de los recursos. Es por esto que para realizar el análisis 

planteado se observará de qué tipo de tareas realizan hombres y mujeres, qué manera 

acceden y controlan los recursos los hombres, cómo se distribuyen y asignan los 

mismos en los Programas bajo análisis y cómo fue planteado esto dentro de la 

formulación de los mismos. Cabe recordar que en esta tesis se entenderán por recursos 

las asignaciones monetarias, las capacitaciones y los proyectos productivos-

comunitarios que existen en el marco de los programas bajo análisis. 

 

Para realizar el análisis de cómo participan hombres y mujeres, en los espacios 

planteados al interior de los programas, y en los espacios de toma de decisión, se 

analizarán los consejos consultivos, los espacios de formación, las actividades 

comunitarias, los espacios de trabajo remunerado, y los espacios de cuidado; asimismo 

se realizará un análisis de la manera en que los programas plantean espacios de toma de 
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decisión, estableciendo si habilitan o no la toma de decisiones por parte de los 

beneficiarios y las beneficiarias. 

 

El enfoque que se plantea en este trabajo es aquel donde el mainstreaming de género en 

las políticas públicas representa una completa y real inserción de la perspectiva de 

igualdad de género en las políticas, en todas sus fases (diseño, formulación, adopción y 

ejecución)
7
. En este sentido, se observará si los intereses y las necesidades diferenciales 

de hombres y mujeres son tenidos en cuenta en el momento del diseño y la 

implementación de los programas, si los mismos reproducen o no los estereotipos de 

género, o por el contrario plantean actividades para modificar esta situación, si los 

programas reproducen o no las desigualdades de género que existen en la sociedad en 

general, y en el mercado de trabajo en particular o si introducen medidas de acción 

afirmativa para favorecer la igualdad entre hombres y mujeres.  

 

 

                                                           
7
 Como ya fue desarrollado anteriormente, este enfoque plantea como propósito general que las políticas 

públicas tengan un efecto transformador en las relaciones de género. Así, la aplicación de este enfoque en 

las políticas públicas exige una postura crítica de las realidades y las situaciones en las que están inmersos 

hombres y mujeres, intentando develar la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de la jerarquía y 

las relaciones de poder. De esta manera la forma que se concibe el mainstreaming de género tiene 

consecuencias en el impacto y en los resultados del logro de la igualdad. 
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IV. Resultados y Análisis en base al Marco Analítico Propuesto 

 

En esta sección se realizará una presentación de los Programas Jefes y Jefas de Hogar 

Desocupados, Familias por la Inclusión Social y Asignación Universal por Hijo. Luego 

se analizarán los mismos desde el enfoque de mainstreaming de género, con el 

propósito de establecer en qué medida incorporan la perspectiva de igualdad de género 

y reflexionar acerca de las implicancias que esto tiene para alcance de los objetivos 

planteados por los propios programas y cuáles son las consecuencias para el logro de la 

igualdad. 

 

 

4.1 Breve presentación de los programas 

 

Derecho Familiar de Inclusión Social: Programa Jefes y Jefas Desocupados  

 

El Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), se creó en el año 2002  por 

medio del Decreto 565 del Poder Ejecutivo Nacional en el marco de la declaración de la 

emergencia alimentaria, ocupacional y sanitaria en medio de la crisis que hace eclosión 

en el año anterior. Los destinatarios son los jefes o jefas de hogar desocupados con hijos 

menores a cargo. También alcanza a los jefes de hogar cuya cónyuge, concubina o 

cohabitante se encuentre en estado de gravidez. Las contraprestaciones requeridas 

consisten en que los beneficiarios participen en actividades de capacitación o 

comunitarias, que no pueden tener una dedicación inferior a cuatro horas diarias ni 

superior a seis. Asimismo, el programa plantea como condicionalidad la concurrencia 

escolar de los hijos, así como el control de la salud. En el 2003 se creó un nuevo 

componente destinado a reinsertar laboralmente, en el sector privado, a las trabajadoras 

y trabajadores desocupados beneficiarios del Programa Jefes y Jefas.  

 

Dentro del Decreto de creación del Programa se mencionan los tratados y convenciones 

sobre derechos humanos que tienen rango constitucional -en particular al Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales- y que se reconoce el 

derecho familiar a la inclusión social. También se indica la necesidad de garantizar la 

protección integral de las familias y asegurar el acceso de los/as hijos/as a la educación 

formal. Como parte del decreto se establece la necesidad de favorecer en los casos que 
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sea necesario la incorporación de los jefes o jefas de hogar desocupados a la educación, 

o su participación en cursos de capacitación, que contribuyan a su futura reinserción 

laboral.  

 

Para el logro de la reinserción laboral, se proyecta la participación de los/as 

beneficiarios/as en propuestas productivas. Para garantizar el derecho familiar de 

inclusión el Programa establece: la concurrencia escolar de los/as hijos/as, el control de 

salud de los mismos, la incorporación de los/as beneficiarios/as a la educación formal, 

su participación en cursos de capacitación que contribuyan para su futura reinserción 

laboral, su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios de 

impacto significativo en lo ocupacional. También, se menciona que se podrán prever el 

cumplimiento de otras acciones, que sean conducentes o que tiendan a mejorar las 

posibilidades de empleo de los/as beneficiarios/as para el desarrollo de actividades 

productivas y/o de servicios. 

 

El control en la adjudicación y la efectivización del mismo es ejercido por los Consejos 

Consultivos de cada localidad, integrados por representantes de los trabajadores, los 

empresarios, las organizaciones sociales y confesionales y por los niveles de gobierno 

que correspondan.  

(La descripción completa del programa se encuentra en el Anexo I). 

 

 

Programa Familias, por la Inclusión Social 

 

El Programa Familias se crea a fin de “promover la protección e integración social de 

las familias en situación de vulnerabilidad y/o riesgo social, desde la salud, la educación 

y el desarrollo de capacidades, posibilitando el ejercicio de sus derechos básicos” 

(Ministerio de Desarrollo Social, 2004). Entre sus objetivos se mencionaban: -Promover 

el desarrollo, la salud y permanencia en el sistema educativo de los niños, y evitar la 

exclusión social de la familia en situación de pobreza, mediante el pago de 

transferencias monetarias a las familias beneficiarias (con un tope de 200 pesos 

mensuales al valor del peso en ese momento), las cuales realizarán contraprestaciones 

para asegurar la asistencia escolar y los controles de salud; -Desarrollar proyectos de 

fortalecimiento de las capacidades locales a partir de la asistencia técnica y económica a 
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organizaciones de la sociedad civil que desempeñan tareas  relacionadas con la salud, el 

cuidado infantil y el apoyo escolar, clases de apoyo escolar, foros y reuniones de 

intercambio. El Programa se dividía en tres componentes:  

 

 Subsidios monetarios condicionados. Se financiaba la provisión de subsidios 

monetarios condicionados focalizados a familias estructuralmente pobres. 

 Apoyos no monetarios. Se apoyaban dos actividades: (i) la implementación de 

talleres para las madres en las áreas de educación de adultos, nutrición, 

prevención del trabajo infantil, salud y organización social y (ii) actividades de 

apoyo escolar para niños en riesgo educativo.  

 Fortalecimiento Institucional. Se financiaba el desarrollo y consolidación de los 

sistemas de: (i) control de contraprestaciones y actualización del padrón; (ii) 

pagos de subsidios; (iii) monitoreo y control de gestión; (iv) evaluación; y (v) 

orientación y alerta de riesgos sociales. 

 

El documento de préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo (2005) para el 

Programa Familias, menciona como objetivo general del programa: reducir la 

transmisión inter-generacional de la pobreza a través de la expansión y consolidación de 

un programa de subsidios focalizados en las familias más pobres. 

 

Asimismo en el Decreto 32/20068 se menciona que se aprueba el Modelo de Contrato 

de Préstamo Nº 1669/OC-AR a suscribirse con el Banco Interamericano de Desarrollo, 

destinado a financiar parcialmente la ejecución del Programa Apoyo al Programa 

Familias- Fase I.  El Programa tiene como objetivo general reducir la transmisión inter-

generacional de la pobreza a través de la expansión y consolidación de un programa de 

ingresos destinado a las familias en situación de vulnerabilidad social. También se 

establece que el Programa coadyuva a la implementación del Decreto Nº 1506 de fecha 

28 de octubre de 2004, el cual dispone una adecuación del Programa Jefes y Jefas de 

Hogar (PJJHD) y autoriza la incorporación de los beneficiarios que se encuentren en 

situación de vulnerabilidad social, a los Programas destinados a la atención de grupos 

vulnerables, la mejora de ingresos y de desarrollo humano del Ministerio de Desarrollo 

Social.  Menciona que el Programa Familias por la Inclusión Social tiene como objetivo 

                                                           
8
  Infoleg, Decreto 32/2006. 
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fundamental promover la protección e integración social de las familias en situación de 

vulnerabilidad y/o riesgo social, desde la salud, la educación y el desarrollo de 

capacidades, posibilitando el ejercicio de sus derechos básicos, en el marco del Plan 

Nacional Familias del Ministerio de Desarrollo Social. 

 

Los antecedentes para el desarrollo de este Programa se encuentran en el Ingreso para el 

Desarrollo Humano (IDH), creado en el año 2002, que funcionaba en el ámbito del 

Ministerio de Desarrollo Social (MDS) con financiamiento del BID y buscaba promover 

el desarrollo, la salud y la permanencia en el sistema educativo de los niños. El 

programa IDH otorgaba subsidios sujetos a contraprestaciones familiares en salud y 

escolaridad a familias en situación de pobreza con al menos un hijo menor de 19 años, e 

implementaba acciones para facilitar el acceso de los beneficiarios a servicios básicos 

de salud y educación. 

 

El Programa Familias se basa en las transferencias condicionadas de dinero para 

proteger a las poblaciones más vulnerables y apoyar la acumulación de capital humano 

y social. Se priorizaron las familias beneficiarias más pobres del Programa Jefes y Jefas 

de Hogar (PJJHD), que podían optar voluntariamente cambiar su pertenencia al 

Programa Familias; también pasaron a este programa los/as beneficiarios/as del 

programa IDH, mencionado anteriormente. Se mencionaba también, que el programa 

promovería la inserción social de las familias facilitando el acceso a la educación, salud, 

trabajo y derechos a la ciudadanía. Como criterio de elegibilidad del Programa se 

menciona: serán elegibles para incorporación al programa las familias que son actuales 

beneficiarias del IDH y las familias del PJJHD (previo cambio de titularidad del 

receptor del beneficio hacia la mujer en lugar del hombre).  

(La descripción completa del programa se encuentra en el Anexo I). 

 

 

Asignación Universal por Hijo para Protección Social 

 

El programa se crea a partir del Decreto 1602/2009, en octubre del año 2009, donde se 

menciona que se incorpora el Subsistema no Contributivo de Asignación Universal por 

hijo para Protección Social. El mismo consiste en un subsistema no contributivo 

destinado a aquellos niños, niñas y adolescentes menores de 18 años residentes en el 
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país, o discapacitados sin límite de edad, que sean argentinos nativos o naturalizados o 

con residencia legal en el país mínima de 3 años, que no perciban otra asignación 

familiar y que pertenezcan a hogares cuyos padres se encuentren desocupados o se 

desempeñen en la economía informal. El objetivo de esta prestación es contribuir a 

mejorar la situación de los menores y adolescentes en situación de vulnerabilidad social. 

Del Decreto cabe destacar que menciona la Ley Nº 26.061 que tiene por objeto la 

Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes que se 

encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y 

disfrute pleno, efectivo y permanente de aquéllos reconocidos en el ordenamiento 

jurídico nacional y en los Tratados Internacionales en los que la Nación sea parte. 

También se menciona que el Estado deberá establecer políticas y programas para la 

inclusión de las niñas, niños y adolescentes, que consideren la situación de los mismos, 

así como de las personas que sean responsables de su mantenimiento.  Establece que es 

necesario contemplar la situación de aquellos menores pertenecientes a grupos 

familiares que no se encuentren amparados por el actual Régimen de Asignaciones 

Familiares instituido por la Ley Nº 24.714 y que para tal fin se crea la Asignación 

Universal por Hijo para Protección Social.  

 

Se establece que la Asignación Universal por Hijo para Protección Social consistirá en 

una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se abonará a uno solo 

de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado por 

cada menor de 18 años que se encuentre a su cargo, o sin límite de edad cuando se trate 

de un hijo discapacitado; y que deberá acreditarse el cumplimiento de los controles 

sanitarios y del plan de vacunación obligatorio desde los 5 años de edad y hasta los 18 

años; y la concurrencia de los menores obligatoriamente a establecimientos educativos 

públicos. El titular del beneficio deberá presentar una declaración jurada relativa al 

cumplimiento de los requisitos exigidos, de comprobarse la falsedad de algunos de estos 

datos, se producirá la pérdida del beneficio, sin perjuicio de las sanciones que 

correspondan. Entre las aclaraciones en la página del ANSES, se menciona: esta 

Asignación Universal se liquidará a uno solo de los padres priorizando a la mamá.  
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Asignación por embarazo 

 

La Asignación por Embarazo para Protección Social, está destinada a aquellas mujeres 

embarazadas a partir de la decimosegunda semana de gestación, es decir, finalizado el 

tercer mes de embarazo y hasta el nacimiento o interrupción del estado de embarazo. 

(La descripción completa del programa se encuentra en Anexo I). 

 

 

4.2 Análisis del Programa Jefes y Jefas de Desocupados  

 

A partir del análisis del Decreto de creación del PJJHD, donde se establecen los 

objetivos, los/as beneficiarios/as, los organismos del Estado, las organizaciones de la 

sociedad civil participantes, las contraprestaciones necesarias, las condicionalidades 

establecidas, se observa la falta de mención sobre la necesidad de incorporación de la 

perspectiva de igualdad de género. En el mismo se menciona el “derecho de inclusión 

familiar” y el rango constitucional que adquieren los tratados y convenciones 

internacionales sobre derechos humanos; pero no hay referencia alguna a la 

“Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer” (CEDAW), que tiene jerarquía constitucional  en el país (artículo 73, inciso 22 

de la Constitución).  

 

Planteada esta omisión de la inclusión de la perspectiva de igualdad entre hombres y 

mujeres en el Decreto creador del PJJHD, cabe recordar que ninguna política pública es 

neutral en términos de igualdad de género. Por el contrario, al no considerar la 

perspectiva de igualdad de género en su diseño y en su implementación, las acciones de 

política pública reproducen las desigualdades de género, de carácter estructural. 
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4.2.1. El perfil de los beneficiarios y las beneficiarias 

 

Al analizar la composición de los/as beneficiarios/as del PJJHD por sexo, éste se 

caracteriza por una alta participación de mujeres, que alcanzan a representar un 71% del 

total. De acuerdo con la información oficial, casi la totalidad de los/as beneficiarios/as 

tiene hijos menores de 18 años; el 60% tiene uno o dos hijos menores, el 16% tiene tres; 

y cerca del 20% tiene familias muy numerosas, con cuatro o más hijos menores. 

Aparece una alta proporción de beneficiarias mujeres que se encuentran solas a cargo de 

los/as hijos/as. Cuando se compara la población beneficiaria con la población 

desocupada en su conjunto, se encuentra que las mujeres de la población beneficiaria 

del PJJDH tienen un 70% de similitud con las mujeres de la población desocupada en su 

conjunto (Ministerio de Trabajo, 2004).
9
  

 

A estos datos se suman los del documento desarrollado por el Monitor del Sector Social 

(2003)
10

 que releva percepciones de los/as beneficiarios/as, no beneficiarios/as y 

efectores/as del PJJDH, donde vuelve a verificarse el perfil predominante de los/as 

beneficiarios/as: mujeres menores de cuarenta años, solteros/as que integran hogares 

monoparentales, y personas que tienen hijos/as menores a cargo. Asimismo, establece 

que la tercera parte del total de las personas beneficiarias identificadas en las visitas 

realizadas de relevamiento son mujeres, sin cónyuge, con hijos/as menores a cargo. Esta 

descripción de las características de la población beneficiaria que arroja mayoría de 

mujeres con niños/as a cargo, al ser analizada desde un enfoque de igualdad de género, 

supone la necesidad de introducir medidas específicas para la equidad pues de lo 

contrario se continuarán reproduciendo las desigualdades de género, donde las mujeres 

son las principales responsables del cuidado y esto afecta su plena inserción en el 

mercado laboral. Las mismas supondrían, en primer lugar, generar espacios de cuidado 

                                                           
9
 Los resultados presentados en el documento del Ministerio de Trabajo (2004)  surgen de una encuesta a 

los/as beneficiarios del programa. El trabajo de campo consistió en la aplicación presencial de un 

cuestionario a una muestra probabilística (3657 casos) y representativa de un millón de beneficiarios/as 

correspondientes al Gran Buenos Aires, Córdoba, Formosa, Tucumán, Santa Fe y el interior de la 

provincia de Buenos Aires. 
10

 El trabajo del Monitor del Sector Social (2003) adopta el enfoque de evaluación social desde la 

perspectiva del beneficiario. Se realizó un estudio cualitativo basado en la realización de entrevistas y 

grupos de indagación operativa con beneficiarios/as y potenciales beneficiarios del Programa, el 

relevamiento se llevó a cabo en seis regiones del país (AMBA, Centro Pampeana, Cuyo, NEA, NOA, y 

Patagonia). También se realizó un estudio cuantitativo que se realizó en los aglomerados de Gran Buenos 

Aires, Gran Mendoza y Gran Formosa, se utilizó la técnica de entrevista domiciliaria. Se entrevistó a 201 

hogares en AMBA, 200 hogares en Gran Mendoza, y 202 hogares en Gran Formosa. 
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para las beneficiarias del PJJHD y luego favorecer su participación en los espacios de 

formación para su inserción laboral y en actividades productivas. 

 

Con respecto a la condición de actividad de los/as beneficiarios/as, en el documento del 

Ministerio de Trabajo (2004) se establecen las siguientes categorías: i) ocupados: 

beneficiarios/as que realizaban alguna actividad laboral paga; ii) desocupados: 

beneficiarios/as que no realizaban alguna actividad laboral y buscaban activamente una 

ocupación al momento del relevamiento; y iii) inactivos: beneficiarios/as que no 

desarrollaban actividades laborales ni buscaban tenerla. Así, el 70% de los beneficiarios 

del PJJHD se encontraba activo y los hombres presentaban un mayor nivel de actividad 

que las mujeres (89,5% y 62,4% respectivamente) (Ministerio de Trabajo, 2004). En 

este dato es posible observar que los/as beneficiarios/as del PJJHD reflejan las 

desigualdades de género del mercado laboral, donde los hombres presentan tasas de 

actividad más altas que las mujeres como consecuencia de la desigual distribución de 

las tareas de cuidado al interior de los hogares. Al respecto, se muestra que el porcentaje 

de inactivos/as era de un 10,5% para los hombres y de un 37,6% para las mujeres y en 

el documento del Ministerio de Trabajo (2004) se menciona que cuándo en la encuesta 

desarrollada, se les preguntó a las mujeres el motivo por el cual no buscaban trabajo, la 

respuesta fue porque se encontraban a cargo de los hijos/as menores o hijos/as 

discapacitados/as, o de familiares enfermos (Ministerio de Trabajo, 2004). 

 

De la caracterización del tipo de perfil ocupacional de los/as beneficiarios/as, se observa 

que si bien la mayoría contaba con experiencia laboral (98% de los hombres, 83% de las 

mujeres), solo el 27% poseía un oficio con calificación operativa y el 5% con una 

calificación técnica, el 68% restante no presentaba calificación laboral. Asimismo, 

analizando esto para hombres y mujeres, los primeros poseían mayor experiencia en 

tareas calificadas, alcanzando 50% para los hombres y 25% para las mujeres. El perfil 

ocupacional de los hombres se encontraba vinculado principalmente con la construcción 

y con las ocupaciones en la producción industrial, mientras que en las mujeres se 

encontraba vinculado a las actividades de servicio doméstico, la producción industrial y 

las tareas administrativas (Ministerio de Trabajo, 2004).  

 

Analizando lo desarrollado anteriormente desde un enfoque de igualdad de género, se 

ponen de manifiesto las segmentaciones horizontales que existen en el mercado de 
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trabajo, producto de una división sexual del trabajo donde los hombres desempeñan las 

tareas consideradas “masculinas”, de orden productivo, asociadas a la construcción y la 

industria, y las mujeres desempeñan las tareas “femeninas” de orden reproductivo, 

asociadas con el servicio doméstico y el cuidado. Las consecuencias que trae para las 

mujeres esta segmentación horizontal en el mercado de trabajo es que se insertan en 

actividades menos calificadas, de menor remuneración y de tipo informal. Esto es 

producto de que el costo del trabajo reproductivo (limpieza, cuidado de personas, 

preparación de alimentos) todavía no es cuantificado de manera acabada por la 

economía y las actividades asociadas a esto en el mercado de trabajo tienen una 

remuneración menor que las actividades productivas. 

 

 

4.2.2. Las contraprestaciones y los tipos de actividad  

 

Las contraprestaciones requeridas por el PJJHD presentan diferentes formatos. Por un 

lado, se encuentra el desarrollo de proyectos comunitarios: esto es, actividades 

colectivas que atienden un conjunto de necesidades y problemas sociales de gran 

heterogeneidad y que, en general, están asociadas a los contextos locales y promueven 

el desarrollo de actividades que tienden a superar problemáticas o déficit de 

infraestructura barrial y comunitaria. Por otra parte, el PJJHD promueve el desarrollo de 

micro emprendimientos productivos que consisten en actividades colectivas en las 

cuales se produce algún bien que se intercambia (independientemente de la unidad de 

cambio) o es consumido por quienes lo producen. Asimismo se establece la asistencia a 

la escuela o terminalidad educativa, la participación en cursos de capacitación y 

formación en oficios; la realización de tareas administrativas en Municipios, 

delegaciones provinciales, y trabajo en empresas (componente solidario).  

 

En la encuesta realizada en por el Ministerio de Trabajo (2004) más del 80% de los/as 

beneficiarios/as declaró estar participando en las actividades de contraprestación, y la 

mayor parte lo hacía en la categoría de proyectos comunitarios (60%). En orden de 

importancia siguen las tareas administrativas (20%), asistencia a la escuela y cursos de 

capacitación (10%) y micro emprendimientos productivos (8%). Con respecto a las 

contraprestaciones, en el trabajo del Monitor del Sector Social (2003), también se 

menciona que predomina el cumplimiento de la escolaridad (relacionadas con la 
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finalización de estudios primarios y secundarios) y la vacunación de los/as hijos e hijas. 

En menor proporción, aparecen las capacitaciones (carpintería, soldadura, electricidad, 

albañilería, cosecha de cerezas, etc.) y en menor medida todavía, el desarrollo de 

proyectos productivos, que no eran desarrollados por falta de recursos. Más aún en este 

estudio se destaca que: “…en el caso de los hombres realizan trabajos de gas, 

electricidad y albañilería; las mujeres realizan tareas de limpieza, madres 

cuidadoras,…” (Monitor del Sector Social, 2003: 52). Esto es una constante que aparece 

en los relatos de las personas entrevistadas por el estudio, a lo largo de todas las zonas 

geográficas que el estudio aborda.  

 

Desde un análisis de igualdad de género, que la mayor proporción de las 

contraprestaciones esté dada en proyectos comunitarios, se entiende como consecuencia 

de la reproducción de los estereotipos de género, donde al ser mayoritariamente mujeres 

las beneficiarias del programa, se reproducen los estereotipos donde se las asocia a las 

actividades del cuidado y comunitarias, producto de la división sexual del trabajo.  

 

“Les piden a las chicas que aporten $5 o que lleven harina y azúcar para hacer tortas 

que luego se entregan en actos políticos (…) telas para hacer ropa para entregar al 

hospital o para repartir en Semana Santa, como si fueran parte de la rama femenina 

(…) o las maltratan si no quieren hacer trabajo político cómo es el reparto de boletas 

para la elección (…) hay aprobación de contraprestaciones poco productivas (…) o 

poco satisfactorias para los/as beneficiarios/as (…) como la provisión de ciertos 

servicios municipales (desmalezado, limpieza de calles, etc.) (…) funcionales a las 

necesidad de contar con mano de obra barata (…) las contraprestaciones laborales en 

muchos casos no le ofrecen al beneficiario/a la realización de una tarea socialmente 

útil (….) esto afecta su anhelo de sentir que se gana los $150 de manera legítima (…) 

es muy poco conocida la opción de finalización de escolaridad como 

contraprestación (…) muchas de las acciones destinadas a la capacitación tienen baja 

relación con las demandas de trabajo a nivel local y las posibilidades de apoyar la 

generación de empleo genuinos y sostenibles (…) los que están funcionando son los 

proyectos comunitarios, los planes comunitarios los ejecutan en un 70% las mujeres, 

hay muy pocos varones y tienen dificultad para realizar la contraprestación, los 

proyectos productivos son muy difíciles de llevar adelante ya que no hay recursos” 

(Monitor del Sector Social, 2003: 48). 

 

Con respecto a las razones por las cuales los/as beneficiarios/as no cumplían con la 

contraprestación laboral, en el caso de los hombres era por conseguir algún trabajo 

temporario o por razones de enfermedad, en el caso de las mujeres, la causa principal 
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era estar embarazadas o tener muchos hijos/as a cargo. La distancia de los lugares donde 

realizar la contraprestación es otro factor que influía en el no cumplimiento de la 

contraprestación (Lupica, 2003)
11

. Aquí se puede observar nuevamente cómo los 

estereotipos de género afectan el cumplimiento de la contraprestación laboral por parte 

de las mujeres, ya que los hombres dejaban de hacerlo por haber conseguido una 

actividad remunerada, mientras que las mujeres lo hacían por estar a cargo de las tareas 

de cuidado al interior de sus hogares. 

 

Las desigualdades de género vuelven a manifestarse cuando se observa que además de 

participar del Programa y en las actividades de contraprestación, una proporción 

importante de los/as beneficiarios/as desarrollaba actividades precarias e informales, por 

la que recibían un pago. Este tipo de actividad alcanzaba al 63% de los hombres y al 

36% de las mujeres. Aquí se presenta la primera manifestación de las desigualdades de 

género donde son los hombres quienes mayoritariamente consiguen realizar otro tipo de 

actividades de generación de ingreso más allá de la precariedad de las mismas. En 

segundo lugar, se menciona que las mujeres se desempeñan fundamentalmente en el 

servicio doméstico (43%), arreglo y reparación de ropa, calzado, y recolección de 

cartones y botellas, mientras que los hombres realizan actividades en la construcción 

(37%), actividades de producción y reparación en general y trabajos de jardinería. 

(Ministerio de Trabajo, 2004). Así, en la descripción del tipo de actividades de 

generación de ingresos, vuelve a observarse la segmentación horizontal de género del 

mercado de trabajo. 

 

Por último cabe mencionar que los obstáculos planteados por la segmentación 

horizontal y las tareas reproductivas, operan también al momento de la búsqueda laboral 

y durante la efectiva inserción laboral por parte de los/as beneficiarios/as: la búsqueda 

desarrollada por los beneficiarios se realiza de acuerdo a las capacidades y oficios que 

                                                           
11

 Los resultados del documento de Lupica (2003) surgen del relevamiento de una muestra de 64 consejos 

consultivos de todo el país, tanto provinciales como municipales y la realización de entrevistas en 

profundidad a informantes claves. A partir de la elaboración del mapa de consejos consultivos 

provinciales y municipales se procedió a la selección de la muestra. El principal criterio de ponderación, 

para lograr su mayor representatividad, fue la cantidad de beneficiarios/as del PJJDH que hay por 

jurisdicción. De esta manera, sobre el total de consejos consultivos provinciales constituidos (22) y 

consejos consultivos municipales constituidos (1.873) se tomó una muestra de 64 casos: 18 consejos 

consultivos provinciales que representan el 82% de los consejos consultivos provinciales constituidos y 

que en sus provincias tienen al 94,41% del total de los beneficiarios del PJJDH; 46 consejos consultivos 

municipales, aquí además de la distribución de los beneficiarios, se ponderó el tamaño de los municipios 

de acuerdo a su población. Los municipios seleccionados tienen al 41,7% de los beneficiarios del PJJDH. 
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poseen y que mejor los ubica para conseguir un empleo. En este sentido, el 50% de los 

hombres y el 30% de las mujeres se orientaban hacia ocupaciones que requieren 

calificación. El resto, hacia ocupaciones que no requieren calificaciones previamente 

adquiridas. En su conjunto, los hombres orientaban la búsqueda hacia ocupaciones 

vinculadas a la construcción e industria manufacturera y las mujeres al servicio 

doméstico, tareas administrativas y en menor medida industria y reparación de bienes 

(Ministerio de Trabajo 2004:59). 

 

Tabla 1. Distribución de los/as beneficiarios/as del PJJDH según actividad y sexo 

 

 HOMBRES MUJERES TOTAL 

Actividad laboral y búsqueda 36,8% 19,1% 24,2% 

Búsqueda laboral 26,2% 26,4% 26,3% 

Actividad laboral 26,5% 16,9% 19,7% 

Sin actividad 10,5% 37,6% 29,8% 

Total 100,0% 100,0% 100,0% 
Fuente: Ministerio de Trabajo (2004:58) 

 

 

4.2.3 Ámbitos de participación, acceso y control recursos y toma de decisión 

 

El PJJHD se implementaba a través de los Consejos Consultivos tanto provinciales 

como locales. Los Consejos Consultivos Provinciales se encargaban de definir la 

estrategia general y controlar el funcionamiento de los Consejos Consultivos Locales. 

En municipios o localidades de más de 25.000 habitantes se podían conformar consejos 

consultivos barriales para efectuar el monitoreo del Programa. Los Consejos 

Consultivos Locales, tenían la tarea específica de asistir a los/as beneficiarios/as en la 

ejecución de los proyectos y el Consejo Consultivo Nacional realizaba un seguimiento 

de la operatoria implementada por el Ministerio de Trabajo. Los Consejos Consultivos 

de cada localidad se ocupaban del control en la adjudicación y la efectivización de los 

recursos del Programa y estaban integrados por representantes de los trabajadores, los 

empresarios, las organizaciones sociales y confesionales y por representantes del 

gobierno. 
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A continuación se realiza el análisis de los consejos consultivos creados en el marco del 

PJJHD, para establecer cómo era su constitución, su composición, observar qué tareas 

se realizaban, y cómo se asignaban los recursos. Asimismo, se presenta los tipos de 

articulaciones que existían entre los mismos, las funciones y el tipo de organización 

interna. De esta manera se intenta dar cuenta del alcance que tuvieron efectivamente en 

la implementación del programa, más allá de lo establecido en el diseño del mismo.  

 

Así, se observa que los Consejos Consultivos Provinciales no tienen sus misiones y 

funciones definidas de una forma clara en torno al Programa Jefes y Jefas de Hogar y 

que como consecuencia de esto se presentan dificultades para operativizar su rol. 

 

El Consejo Consultivo Provincial se encargaba de definir la estrategia general y 

controlar el funcionamiento de los Consejos Consultivos Locales, pero debido a su falta 

de incidencia en la determinación de altas y bajas del Plan su tarea era limitada. 

 

La relación que existe entre los Consejos Consultivos Provinciales y los Consejos 

Consultivos Locales varía, pero en términos generales existe poca vinculación, debido a 

la falta de información con la que cuentan los Consejos Consultivos Provinciales, sobre 

lo que sucede en los Consejos Consultivos Locales y por el alto nivel de politización de 

estos últimos. (FLACSO, 2003).
12

  

 

Con respecto a las toma de decisiones y a los tipos de controles que realizaban los 

Consejos Consultivos se observa que: un 75% de los consejos consultivos realizaba la 

toma de decisiones con respecto a la aprobación o rechazo de los proyectos de 

contraprestación presentados por las instituciones (empresarias, públicas o educativas). 

Se establece que un 45% de los mismos realizaban los controles sobre el requisito de 

vacunación y un 40% los controles sobre el requisito de escolaridad de los hijos/as de 

los beneficiarios/as. Asimismo, un 70% de los consejos consultivos no realizaba el 

                                                           
12

 El documento de FLACSO (2003) realiza una evaluación de los niveles de participación de las 

organizaciones sociales civiles de los consejos consultivos y la capacidad de aprovechamiento de los 

recursos locales. Para esto la metodología que aplica es la realización de una muestra de nueve grupos 

focales en los consejos provinciales de Jujuy, Chaco, Misiones, San Luis, Mendoza, Santa Fe, Córdoba, 

Neuquén y Chubut y dos localidades de Rosario con organizaciones sociales civiles que no están 

participando de los consejos consultivos del PJJDH. Junto con estos grupos focales se llevaron a cabo 

encuestas en 59 consejos consultivos locales a través de los cuales se entrevistaron 96 funcionarios 

municipales, 208 miembros de organizaciones sociales, y 27 representantes del sector privado. 
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seguimiento de la contraprestación laboral o educativa de los/as beneficiarios/as. Como 

razones para la falta de control se manifestaba: el desconocimiento de su deber de 

realizarlo, la falta de recursos, no consideraban importante realizar la contraprestación, 

porque terciarizaban/delegaban en las instituciones educativas, el gobierno municipal, o 

las empresas/pymes. En cuanto a la organización interna de los consejos consultivos  se 

observa que un 70% tenía reglamento interno, un 44% contaba con comisiones de 

trabajo y un 60% presentaba una agenda de trabajo (Lupica, 2003).  

 

Así, los Consejos Consultivos están constituidos generalmente por representantes de 

gobierno provincial (principalmente del Área de Acción Social), miembros de 

instituciones religiosas, vecinalistas, representantes sindicales y representantes de 

desocupados/as, pocas veces aparece el sector privado en su constitución. Dentro del 

tipo de organizaciones que participa en los Consejos Consultivos Locales se establece la 

siguiente distribución: 52% de Organizaciones de Base, 39% de Entidades Intermedias, 

9% de Organizaciones de Apoyo. Se observa una baja presencia de las Organizaciones 

de Apoyo y una presencia alta de Organizaciones de Base (FLACSO, 2003), esta 

descripción coincide con la que se menciona en el documento del Monitor del Sector 

Social (2003). Así, la falta del sector empresario en la composición de los consejos 

consultivos y la predominancia de las áreas de acción social y de organizaciones de 

base, desde un análisis de género puede entenderse como un sesgo hacia lo comunitario 

a partir de la mayor presencia de mujeres en el programa y una falta de acciones que 

favorecieran un perfil productivo para la futura inserción laboral de los/as 

beneficiarios/as. 

 

Por otro lado se observa que la limitación de las tareas de los Consejos Consultivos se 

debe principalmente a una falta generalizada de asignación de recursos, a que las 

actividades son sostenidas desde el voluntariado y a que no se cuenta con una 

infraestructura básica necesaria para el funcionamiento de los mismos. Así la 

composición de los recursos humanos de las organizaciones que participan de los 

Consejos Consultivos Locales se distribuye de la siguiente forma: 65% Organizaciones 

solo de voluntarios, 21% Organizaciones de voluntarios y rentados por planes, 14% 

Organizaciones de voluntarios y rentados propios. Sobre un total de 12.336 personas, 

bajo las tres categorías mencionadas, la mayoría de las organizaciones están compuestas 

por voluntarios (83%) (FLACSO, 2003).  El hecho de que la mayoría de las actividades 
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sean sostenidas desde el voluntariado pone nuevamente de manifiesto las consecuencias 

de los estereotipos de género que operan en la implementación del PJJDH, al incorporar 

mujeres que realizan las actividades comunitarias sin remuneración.  

 

Dentro de las actividades realizadas por las organizaciones se encuentran: refuerzo 

alimentario (26%), educación/ capacitación (18%), micro emprendimientos (13%), 

cuidado de salud (10%), ropero comunitario (8%), recreación y uso del tiempo libre 

(7%), tareas pastorales (7%), asesoramiento jurídico/legal (3%), mantenimiento de 

calles y edificios (3%), defensa de derechos (2%), actividades gremiales (2%), 

asistencia a organizaciones (1%) (FLACSO, 2003). 

 

De la tipología de proyectos aprobados surge la siguiente descripción: sociales 

(comedores, madres cuidadoras, roperos comunitarios, cuidado de ancianos); 

comunitarios (embellecimiento de la ciudad, reordenamiento del tránsito, tareas 

administrativas en censos); talleres (tejido, apoyo escolar, cuidados de la salud); micro 

emprendimientos (hornos de pan, huertas, centros de soja, cría de conejos y caracoles) 

(Lupica, 2003). Se observa que la atención a la problemática alimentaria es la que 

aparece con mayor presencia, seguida por las actividades de capacitación y el apoyo a 

los emprendimientos productivos, y la atención a la salud. Nuevamente los estereotipos 

de género están operando en la implementación del programa, al haber mayor presencia 

de mujeres, en actividades comunitarias y asociadas a tareas reproductivas. 

 

Con respecto a los recursos con los que cuentan los/as beneficiarios/as del PJJDH se 

establece la necesidad de incluir insumos y bienes de capital para que estas personas 

puedan trabajar. Al observar su fuente, el 64% proviene de donaciones y cuotas, el 28% 

de aportes municipales, y el 8% de servicios (FLACSO, 2003). Desde una perspectiva 

de igualdad de género la falta de recursos para que los/as beneficiarios/as puedan 

trabajar, como así también el bajo poder de toma de decisión sobre su utilización, puede 

ser entendida como una reproducción de los estereotipos de género, donde al ser las 

mujeres las principales beneficiarias, por un lado no se introducen los recursos 

necesarios para su efectiva inserción en el mercado laboral, ni para el desarrollo de 

actividades de carácter productivo; y por otro lado, no se favorece una toma de decisión 

sobre el uso de los recursos por parte de las mujeres. El mismo análisis puede hacerse 

para las capacitaciones, donde se observa que el énfasis estuvo puesto en los temas que 
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permitían salir de la emergencia, y estuvieron vinculadas con procesos productivos para 

pobres estructurales, economías familiares, productos de autoconsumo, 

comercialización, etc. (FLACSO, 2003). 

 

 

4.2.4 Implicancias de la falta de incorporación de la perspectiva de igualdad de 

género  

 

A la luz de la descripción del PJJHD, y del análisis realizado se observa la ausencia de 

una perspectiva de igualdad de género en los objetivos, acciones y estrategias previstas. 

Sobre esa base, en esta sección se discute cómo esto afecta el alcance de los objetivos 

del PJJHD.  

 

En la mayoría de los documentos existentes sobre el PJJDH (Zadicoff y Paz 2003, 

Galasso y Ravallion 2003, Ministerio de Trabajo, 2004) se establece que el mismo no 

tuvo incidencia sobre la reducción de la pobreza en los hogares, pues los hogares de los 

beneficiarios/as continuaban bajo la línea de pobreza. Así, desde el análisis planteado en 

esta tesis, el PJJDH al no haber incorporado el enfoque de igualdad de género para 

enfrentar las desigualdades presentes en la sociedad y en el mercado de trabajo, permitió 

que las mismas continuaran operando durante su implementación. Esto trajo como 

consecuencia que la efectividad del PJJHD para cumplir con los objetivos de inserción 

laboral de los/as beneficiarios/as se viera afectada y reducida. 

 

Como pudo observarse, a pesar de existir un análisis sobre las características de la 

población beneficiaria, estableciéndose que presentaban características similares a la 

población desempleada en su conjunto; y conociéndose que las beneficiarias principales 

eran mujeres con hijos/as a cargo, al no considerar la perspectiva de igualdad de género, 

el Programa no diseñó ni implementó medidas de acción afirmativa para las mujeres, 

para favorecer el alcance del objetivo relacionado con su inserción en el mercado 

laboral. 

 

Tampoco se tomaron medidas destinadas a remover uno de los obstáculos principales 

para la inserción laboral de las mujeres, que es establecer espacios de cuidado para 

los/as hijos/as de los/as beneficiarias. Esto resulta necesario ya que como consecuencia 
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de la desigualdad de género, las mujeres son las principales responsables del cuidado al 

interior del hogar, lo que se traduce en una barrera para su inserción plena en el 

mercado de trabajo. Aquí también se observa, cómo la falta de una perspectiva de 

igualdad de género incide de manera negativa obstaculizando el alcance de los objetivos 

perseguidos.  

 

Otro elemento que obstaculizó el alcance de los objetivos perseguidos por el PJJDH, a 

partir de la falta de inclusión de la perspectiva de igualdad de género, fue la 

reproducción de las segmentaciones horizontales que existen el mercado de trabajo. Así 

como consecuencias de la segmentación horizontal en el mercado de trabajo, las 

mujeres se insertan en actividades de menor calificación (como producto de la 

desvalorización en el mercado de las actividades asociadas al cuidado), por lo tanto 

obtienen menos remuneración y predominan en el sector informal de la economía. Tal 

como fue desarrollado y analizado, en el PJJDH los hombres desempeñaban las tareas 

consideradas “masculinas” de orden productivo y las mujeres desempeñan las tareas 

“femeninas” de orden reproductivo. Así al no tomar medidas para romper con la 

reproducción de estos estereotipos de género que operan en la segmentación horizontal 

del mercado del trabajo, el PJJDH continuó reproduciendo las desigualdades de género 

existentes y de esta manera pierde efectividad a la hora de cumplir sus objetivos. 

 

Otro de los puntos que afectó el logro de inserción laboral de los/as beneficiarios/as, fue 

que al no haber introducido medidas de acción afirmativa se continuó con la 

reproducción de las desigualdades de género existentes en lo relacionado con la menor 

tasa de actividad laboral de las mujeres. Como consecuencia de la mayor y en algunos 

casos exclusiva responsabilidad de las tareas del cuidado por parte de las mujeres, al 

momento de la búsqueda laboral y en la efectiva inserción laboral por parte de los/as 

beneficiarios/as, los hombres presentaban un mayor nivel de actividad, y el motivo por 

el cual las mujeres no buscaban trabajo era porque se encontraban a cargo de los 

hijos/as menores o discapacitados/as, así como de familiares enfermos. Esto también 

incidió en que las mujeres dejaran de participar en las actividades de contraprestación 

laboral y de terminalidad educativa planteadas. 

 

Puede pensarse también, que si se hubiera incorporado la perspectiva de igualdad de 

género en el diseño y en la implementación del PJJDH, no se hubiera realizado la 
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clasificación planteada en la Segunda Evaluación del Ministerio de Trabajo (2004), 

donde aparece la categoría “condiciones de empleabilidad” de los/as beneficiarios/as, 

“los beneficiarios/as con posibilidades de empleo”. Así al no tener en cuenta las 

desigualdades de género que están operando, son las personas las que parecen tener 

estas características de “empleables”, “con posibilidades de empleo”. De esta manera 

quedan invisibilizadas las condiciones estructurales que están operando, en este caso las 

desigualdades de género.  

 

Es así como las mujeres en general y con hijos a cargo en particular, son las que 

aparecen como “las no empleables”, “las que tienen menores posibilidades de conseguir 

empleo”. Tal como se menciona en el texto citado: “…finalmente los beneficiarios 

inactivos, especialmente las mujeres con hijos a cargo y las personas mayores, se 

constituyen en un grupo típicamente asociado a la política social” (Ministerio de 

Trabajo 2004: 60). El informe continúa con esta lógica de clasificación y agrupamiento 

de los beneficiarios/as en “activos e inactivos”, que según se menciona, permite reflejar 

con mayor precisión el comportamiento en el mercado de trabajo; y a esto se suman las 

variables que orientan la demanda laboral (calificación laboral, nivel educativo y tramos 

de edad). Dentro de este esquema se distribuyen a los beneficiarios/as del Programa, sin 

mediar la perspectiva de igualdad de género. También se menciona que: 

 

“La intensa búsqueda de empleo que realizan los beneficiarios deriva finalmente en 

puestos precarios, caracterizados por el tipo de tareas, relaciones laborales, carga 

horaria e ingresos obtenidos. Esta situación contribuye a mantener la dinámica del 

circuito “empleo precario - desempleo - empleo precario” y sus consecuencias en el 

desmejoramiento de sus competencias laborales. Esto se agrava en el caso de las 

mujeres, pues frente a oportunidades diferentes por sexo se agregan mecanismos 

discriminatorios propios del mercado de trabajo, lo que limita de manera más severa 

todavía las oportunidades para su inserción productiva….los grupos más afectados 

por la problemática del empleo no registrado son las mujeres, los jóvenes y los 

trabajadores de bajo nivel educativo y baja calificación laboral. Los beneficiarios 

constituyen un grupo que combina estas características, lo que los ubica como una 

población con un alto nivel de vulnerabilidad laboral.” (Ministerio de Trabajo 2004: 

62).  
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De esta manera, las conclusiones planteadas, refuerzan y demuestran, el planteo de este 

trabajo de tesis acerca de la necesidad de haber incluido la perspectiva de igualdad de 

género en el diseño y la implementación del Programa, para favorecer el logro de los 

objetivos planteados. 

 

En cuanto a la participación de las mujeres en el PJJDH se menciona: 

 

“La importante presencia femenina entre los beneficiarios puede interpretarse como 

una estrategia de maximización de recursos para la obtención de ingresos por parte 

de una población altamente vulnerable en un contexto de crisis. Hay que considerar 

que la participación de las mujeres dentro del conjunto de los desocupados es similar 

a la de los varones, sin embargo, su participación en el Programa es muy superior 

(70%) debido a la fuerte incorporación de inactivas al mismo. Es significativo 

señalar en este sentido la alta proporción de mujeres que manifiestan encontrarse 

solas a cargo de hijos.” (Ministerio de Trabajo 2004: 63).  

 

La incorporación de inactivas forma parte también de las desigualdades de género en el 

mercado laboral, y esto pudo haberse previsto de haber mediado la perspectiva de 

igualdad de género, para no arrastrar estas desigualdades en la implementación del 

Programa y al logro de sus resultados. Así cabe señalar que en el texto esto aparece 

mencionado como parte de un análisis ex post y no previo al diseño del Programa. Así, 

en la caracterización de los beneficiarios que se incorporaron en el mercado laboral el 

texto menciona: 

 

“La inserción laboral de los beneficiarios en puestos de trabajo registrados, muestra 

un fuerte sesgo hacia los varones con experiencia laboral previa como asalariados 

formales. La inserción de mujeres y varones beneficiarios en empleos formales 

presenta un comportamiento inverso a su participación en el Programa. En efecto, 

mientras las mujeres llegan al 70% de los beneficiarios, éstas sólo participan en un 

23% en la obtención de puestos de trabajo formales. Por otro lado, se destaca que 

alrededor del 80% de los beneficiarios que obtienen empleos han tenido experiencia 

laboral formal con anterioridad al empleo actual” (Ministerio de Trabajo 2004: 68).  

 

Aquí también se demuestra, el planteo realizado por este trabajo de tesis, acerca de las 

consecuencias que tiene la falta de la incorporación de la perspectiva de igualdad de 

género para el cumplimiento de los objetivos del Programa 
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Así, de acuerdo con la hipótesis de esta tesis, la falta de incorporación de la perspectiva 

de igualdad de género, no solo afecta el alcance de los objetivos del Programa Jefes y 

Jefas, sino que esto también tiene consecuencias para el logro de la igualdad. Se observa 

que el Programa continúa reproduciendo las desigualdades y los estereotipos de género. 

A partir de lo desarrollado se fue estableciendo cuáles son los estereotipos de género 

que reproduce y las desigualdades de género que no soluciona. En este sentido el 

PJJDH, no solo no contribuye al logro de la Igualdad planteado en CEDAW, sino que 

por el contrario sostiene y perpetúa los obstáculos para su cumplimiento. Se observa 

además que el programa no propone ninguna medida de acción afirmativa necesarias 

para romper con las desigualdades existentes, ni elimina las formas de discriminación 

contra las mujeres. Por otro lado no se observa el principio de igualdad sustantiva 

establecido en CEDAW, es decir el PJJDH no incorpora la igualdad de oportunidades, 

de acceso a las oportunidades, y de resultados. Tampoco elimina los estereotipos en los 

roles de hombres y mujeres. 

 

 

4.3 Análisis del Programa Familias por la Inclusión Social 

 

La ausencia de una perspectiva de igualdad de género no es exclusiva del PJJHD que 

acaba de estudiarse, sino que también se observa en el diseño y la implementación de 

otro de los Programas bajo análisis, el Programa Familias por la Inclusión Social. En 

esta sección se realiza un examen de las distintas dimensiones consideradas en el 

esquema teórico y metodológico antes planteado, comenzando por el criterio de 

elegibilidad.  

 

 

4.3.1. Los criterios de elegibilidad y el perfil de las beneficiarias 

 

De acuerdo con el Decreto de creación del Programa Familias para hacer efectivo el 

traspaso desde el Programa IDH o del PJJHD, se requería el cambio de titularidad a las 

mujeres, expresado de la siguiente manera: “a la cónyuge o madre de los hijos” 

(Decreto 1506/2004). Se mencionaba además que debían tener dos o más hijos (o 

menores a cargo) menores de 19 años de edad y/o hijos discapacitados de cualquier 
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edad; y que el nivel de escolaridad de la madre o del titular hombre (para familias 

monoparentales) debía ser menor a secundaria completo.  

 

Por otro lado este mismo Decreto establecía un plazo para que los Ministerios de 

Trabajo, Empleo y Seguridad Social y de Desarrollo Social realizaran una clasificación 

de los/as beneficiarios/as de acuerdo a las condiciones de empleabilidad; así los/as 

beneficiarios/as que se consideraban con posibilidades de empleo continuaban en la 

órbita del Ministerio de Trabajo, que se ocupaba de todo aquello relacionado con su 

inserción y reinserción laboral, a través de programas específicos y/ o acciones de 

empleo transitorio, formación profesional y promoción del empleo privado; en cambio 

los/as beneficiarios/as del PJJHD, que no fueran calificados como “empleables” serían 

dirigidos a los Programas destinados a la atención de grupos vulnerables, la mejora de 

ingresos y de desarrollo humano creados o a crearse en el Ministerio de Desarrollo 

Social (Decreto 1506/2004). Aquí puede observarse como la falta de incorporación de la 

perspectiva de igualdad de género, en el PJJDH, se traslada y determina el diseño del 

Programa Familias por la Inclusión Social.   

 

Desde un enfoque de igualdad de género, esta suma de requisitos establecida como 

criterios de elegibilidad del Programa Familias conjuga la reproducción de los 

estereotipos de género, por un lado a través del traspaso de titularidad hacia las mujeres, 

que tienen que ser madres, y por otro lado al considerarlas “no empleables”. De esta 

manera, si en el caso del PJJHD la conformación final estuvo dada principalmente por 

mujeres como una consecuencia no planificada, en este caso ya desde el criterio de 

elegibilidad se está direccionando para que las beneficiarias sean en su mayoría 

mujeres, de bajo nivel educativo (inferior a secundaria completa) y con hijos/as a cargo 

(dos o más hijos/as menores de 19 años o discapacitados/as).  

 

Así, la mayor parte de las beneficiarias del Programa Familias son mujeres 94,4% 

(Ministerio de Desarrollo Social, 2007), y esto es expresión de la división sexual del 

trabajo establecida en el criterio de elegibilidad. En efecto, la división sexual del trabajo 

aparece ya desde el momento en que se solicita como requisito el traspaso de la 

titularidad hacia las mujeres (con excepción de los hogares monoparentales), que a su 

vez tienen que ser madres, y dónde las tareas que se le solicitan como requisitos de 

condicionalidad están asociadas al cuidado de los/las niños/as a cargo. 
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4.3.2. Condicionalidades y tipos de actividad 

  

El Programa Familias tiene tres grandes componentes: i) otorgamiento de un ingreso no 

remunerativo; ii) promoción familiar y comunitaria; y iii) comunicación y difusión
13

, 

atención al beneficiario/a y fortalecimiento institucional. En este marco, para el 

otorgamiento del ingreso no remunerativo se requiere el cumplimiento de las 

condiciones de elegibilidad y de condicionalidades en materia de salud y educación que 

guardan una correspondencia directa con actividades de cuidado, tradicionalmente 

asignadas a las mujeres. Las condicionalidades de salud se vinculan al cumplimiento del 

Plan Nacional de Vacunación para los/as hijos/as y menores a cargo de acuerdo a lo 

indicado por el Ministerio de Salud de la Nación, y con controles bimestrales para las 

mujeres embarazadas; las de educación implican cumplir con una matriculación inicial 

y con la continuidad de cumplimiento de las condiciones de alumno/a regular según la 

normativa vigente en cada provincia, para cada uno de los/as niños/as a cargo del/la 

titular, desde 5 años de edad hasta los 19 años, o la culminación del nivel secundario o 

polimodal. (Decreto 1506/2004).  

 

En un contexto donde la mayoría de las beneficiarias son mujeres; a lo expresado sobre 

el componente de ingresos no remunerativos, (en cuanto al cumplimiento de las 

condicionalidades a través de las actividades que guardan una correspondencia directa 

con actividades de cuidado, tradicionalmente asignadas a las mujeres) se suman las 

actividades que constituyen el componente de promoción familiar y comunitaria: el 

apoyo escolar y el desarrollo de talleres para promover el desarrollo familiar y 

comunitario. Así, además de reproducirse los estereotipos de género, en ninguno de los 

casos se está promoviendo la autonomía económica de las mujeres porque ninguna de 

las temáticas de los talleres estaba dirigida al desarrollo de las capacidades de las 

mujeres para su inserción en el mercado laboral.  

 

                                                           
13

 Por sus  características, el componente de comunicación y difusión, atención al beneficiario/a y 

fortalecimiento institucional —orientado hacia la creación y/o fortalecimiento de las capacidades del 

programa para difundir y comunicar sus objetivos y reglas de operación, mejorar sus capacidades de 

atención y seguimiento de sus beneficiarios/as, y cumplir con sus requerimientos de gestión 

administrativa y financiera (Ministerio de Desarrollo Social, 2007)— no se presta para realizar el análisis 

propuesto en este trabajo de tesis. 
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De esta manera puede observarse como se refuerzan y reproducen los estereotipos de 

género, donde a las mujeres se les atribuye la responsabilidad cuasi exclusiva de las 

actividades reproductivas y de cuidado. En este sentido, cabe mencionar el taller 

denominado “Optimización del uso de los recursos del hogar” que menciona como 

objetivo el de “brindar herramientas para promover un uso más eficiente de los recursos 

del hogar (incluyendo nutrición)” y el de “Desarrollo infantil y juvenil” que persigue el 

objetivo de “brindar herramientas para identificar las etapas de desarrollo de los/as 

niños/as y cómo abordar y mejorar su crianza”. (Ministerio de Desarrollo Social, 2007).  

 

Además como objetivo del componente de promoción familiar y comunitaria se busca 

contribuir con la estrategia de fortalecimiento de capital humano y con la promoción de 

la inserción social de las familias a través del acceso a la oferta de servicios sociales y el 

fortalecimiento del pleno ejercicio de sus derechos (Ministerio de Desarrollo Social, 

2007). Como puede observarse en esta definición la responsabilidad de la inserción 

social de las familias recae sobre las mujeres, y se asume que al ser ellas las principales 

responsables del cuidado en sus hogares (reproducción de estereotipos de género), los 

beneficios de acceso a la salud y a la educación al interior de los hogares se darán a 

través del cumplimiento de las condicionalidades de las cuales ellas aparecen como 

responsables exclusivas. A partir de lo planteado en el esquema conceptual, aquí estaría 

operando el enfoque de Mujeres en el Desarrollo (MED), donde predominan iniciativas 

de políticas con acciones para las mujeres, tendientes a incrementar sus habilidades. 

 

 

4.3.3. Acceso y control de recursos 

 

Al realizar un análisis del acceso y control sobre los recursos y de su distribución y 

asignación, aparecen las asignaciones monetarias que se realizan a través del 

Componente de ingreso no remunerativo. El monto de la asignación dependía de la 

cantidad de niños/as menores de 19 años o de discapacitados/as de cualquier edad, a 

cargo de la titular. El monto era de $185 por dos niños/as menores de 19 años a $305 

por seis o más niños/as menores de 19 años a cargo de la titular.  A su vez, se establecía 

que éste debía ser compatible con otros ingresos del hogar y no debía superar el salario 

mínimo vital y móvil.  
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En los términos de lo desarrollado en el esquema conceptual de este trabajo, aquí estaría 

operando un enfoque de Mujeres en el Desarrollo (MED), donde se otorgan los recursos 

(ingreso no remunerativo) a las mujeres, asumiendo que serán ellas quienes los 

administrarán de forma más eficiente y garantizando que estos recursos lleguen a los 

niños/as de los hogares. Con todo, desde un enfoque igualdad de género, esto puede 

operar como un incentivo negativo para la autonomía económica de las mujeres. Al 

obtener ingresos a través del programa, sumado a su responsabilidad exclusiva en el 

cumplimiento de las condicionalidades y a los estereotipos de género que operan en el 

mercado de trabajo, frente a la carga del cuidado, las mujeres debieran conseguir una 

remuneración que supere al monto obtenido en el marco de programa; situación poco 

probable si se tienen en cuenta los obstáculos causados por las desigualdades de género 

ya mencionados (es decir, la responsabilidad del cuidado, el hecho de insertarse en 

actividades de tipo informal y de baja remuneración). 

 

Otros recursos dentro del Programa Familias son los talleres del componente 2. Además 

de lo ya mencionado, se observa que de las ocho líneas temáticas planteadas, solo cuatro  

apuntan al desarrollo de la autonomía personal y física de las mujeres. Estos son los 

talleres de Género, Salud Sexual y Reproductiva, cuyo objetivo es “promover la 

identificación de necesidades de hombres y mujeres, y sus relaciones de género, en 

relación a sus derechos y la adquisición de comportamientos preventivos en salud 

materna, sexual y reproductiva”; de Derechos y construcción ciudadanía  que busca 

“capacitar a las familias para identificar, ejercer y respetar los derechos civiles, sociales 

y políticos”; de Prevención de la violencia doméstica, que se propone “promover la 

cultura de respeto a la integridad física, emocional y espiritual de las personas”; y  de 

Autonomía personal, (Ministerio de Desarrollo Social, 2007). Corresponde aclarar que 

la participación era optativa y que los recursos asignados en el marco de los talleres  

consistían en material didáctico, refrigerios, insumos para el cuidado infantil de los/as 

niños/as y apoyo para la movilidad. 
14

  

 

                                                           
14

 El resto de los talleres no estuvo dirigido al desarrollo de la autonomía personal y física de las mujeres, 

estaban destinados a los/as jóvenes de los grupos familiares, los talleres eran: “Prevención de riesgos 

sociales para Jóvenes” que menciona como objetivo “Promover la prevención de riesgos sociales como 

drogadicción, violencia, etc.” y “Jóvenes como constructores de ciudadanía” que menciona como 

objetivo “Estimular la reflexión de los jóvenes sobre su papel como constructores de ciudadanía” 

(Ministerio de Desarrollo Social, 2007).  
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Por otro lado se encuentran las actividades dirigidas al apoyo escolar para disminuir y 

prevenir las situaciones de fracaso escolar originadas en las discrepancias entre el 

capital cultural de las familias y el capital cultural valorado y transmitido en las 

escuelas, que también pueden considerarse recursos otorgados en el marco del 

Programa.  El apoyo escolar consistía en cursos a realizarse en tiempo extra-clase para 

los/as niños/as en edad escolar, complementados por talleres para padres/madres y 

docentes. La participación también era voluntaria, y se establecían grupos prioritarios. 

Las actividades específicas de apoyo a los/as alumnos/as se complementaban con 

talleres para padres/madres y docentes. Los talleres tenían los siguientes objetivos: (i) 

establecer el vínculo familia – apoyo escolar – escuela, para potenciar la educación de 

los/as niños/as, y promover mejores condiciones de educabilidad; (ii) recabar 

información sobre las dificultades de aprendizaje registradas en el hogar y en el aula; y 

(iii) reflexionar acerca de las problemáticas del aula en condiciones de vulnerabilidad 

social (Ministerio de Desarrollo Social, 2007). Así, desde un análisis de igualdad de 

género se observa, que es a través de la titularidad de las mujeres en el Programa que 

los/as integrantes niños/as y adolescentes de los hogares, acceden a los beneficios de los 

talleres y del apoyo escolar (para su permanencia en el ámbito escolar y para su 

terminalidad educativa), reforzando y reproduciendo los estereotipos de género donde la 

responsabilidad principal de las actividades del cuidado en los hogares recae casi 

exclusivamente en las mujeres.  

 

 

4.3.4 Ámbitos de participación y espacios de toma de decisión 

 

Al analizar de qué forma y en qué espacios participan hombres y mujeres, de lo 

desarrollado hasta el momento se desprende que son las mujeres las que principalmente 

participan siendo responsables del cumplimiento de la condicionalidades establecidas en 

el Componente 1 (ingreso no remunerativo) y en el Componente 2 (promoción familiar 

y comunitaria), a través de la participación en los talleres propuestos. El resto de los 

espacios estuvo destinado a los niños/as y adolescentes de los hogares. Aquí se plantea 

el análisis desde el enfoque Mujeres en el Desarrollo (MED) donde aparecen 

componentes para las mujeres, tendientes a incrementar sus ingresos, y sus habilidades. 
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En lo referido a la participación de los hombres y las mujeres, como consecuencia del 

diseño del programa no se observan espacios donde se promueva la toma de decisión 

por parte de las beneficiarias, ya que para poder formar parte del componente 1 era 

necesario cumplir con las condicionalidades en salud y educación (de lo contrario, este 

ingreso no podía ser recibido por las mujeres). Con respecto al componente 2, se 

mencionó que la participación era voluntaria, pero tampoco se visualizan espacios de 

toma de decisión donde las beneficiarias pudieran intervenir.  

 

 

4.3.5 Implicancias de la falta de incorporación de la perspectiva de igualdad de 

género 

 

En el caso del Programa Familias para la Inclusión Social, a partir de los objetivos 

planteados y las actividades previstas, el análisis realizado visibiliza las dificultades 

para la inclusión de la perspectiva de igualdad de género, planteadas a partir del criterio 

de elegibilidad donde se mencionaba el paso de la titularidad hacia las mujeres y la 

clasificación de los/as beneficiarios/as de acuerdo a las condiciones de empleabilidad. 

Así desde el criterio de elegibilidad no se están contemplando las desigualdades de 

género que operan y esto favorece la reproducción de las mismas. 

 

Por otro lado, el criterio de elegibilidad expresa la división sexual del trabajo desde el 

momento en que se solicita como requisito el traspaso de la titularidad hacia las mujeres 

(con excepción de los hogares monoparentales), que a su vez tienen que ser madres, y 

dónde las tareas que se le solicitan como requisitos de condicionalidad están asociadas 

al cuidado de los/las niños/as a cargo. 

 

Como consecuencia de esto, el alcance de los objetivos planteados, entre los que figura 

la reducción de la transmisión inter-generacional de la pobreza, se verá afectado por 

reproducir los estereotipos de género, en lo referido a la división sexual del trabajo. 

Como ya fue señalado, la división sexual del trabajo produce desigualdades entre 

hombres y mujeres en el mercado laboral, pues afecta la posibilidad de las mujeres de 

insertarse plenamente, incide en el tipo de trabajo donde se insertan las mujeres (de baja 

remuneración) e influye en la inserción de las mujeres en trabajos no registrados en la 

economía formal.  
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A esto se suma que las actividades de promoción familiar y comunitaria (apoyo escolar 

y el desarrollo de talleres para promover el desarrollo familiar y comunitario), no 

promueven la autonomía económica de las mujeres, y las temáticas de los talleres no 

aparecen dirigidas al desarrollo de las capacidades de las mujeres para su inserción en el 

mercado laboral; lo cual afecta el cumplimiento del objetivo de no reproducir la pobreza 

intergeneracional. Asimismo, estas actividades, refuerzan y reproducen los estereotipos 

de género, donde a las mujeres se les atribuye la responsabilidad cuasi exclusiva de las 

actividades reproductivas y de cuidado.  

 

A su vez, para poder acceder al ingreso no remunerativo, se establecen las 

condicionalidades en salud y educación, cargando sobre las mujeres la responsabilidad 

de la inserción social de las familias y restándoles posibilidades, en los casos que así lo 

decidieran, de realizar otras actividades para su inserción laboral o buscar su autonomía 

económica, hecho que resulta necesario para promover el alcance de los objetivos 

establecidos en el Programa acerca de la reducción intergeneracional de la pobreza.  

 

Así, las hijas de las beneficiarias del programa serán en pocos años, ellas mismas, 

mujeres y muy posiblemente madres. En este sentido, ellas enfrentarán condiciones y 

tensiones similares a las que hoy afectan negativamente la vida de sus madres. Por este 

motivo, para modificar esta situación, es necesario el acceso de las mujeres al mercado 

laboral, y se requiere que las mujeres, en particular las mujeres pobres, dejen de ser las 

casi exclusivas responsables de los cuidados y de trabajo doméstico (PNUD, 2011).
15

 

 

Por otro lado, también se establecía que para que este ingreso no remunerativo sea 

compatible con la existencia de otro ingreso dentro del grupo familiar, no se debía 

superar el salario mínimo vital y móvil, este elemento también obstaculizaba el logro de 

la reducción de la pobreza intergenaracional. Tal como mencionan Campos, Faur y 

Pauttassi (2007) “un hogar que recibe la transferencia del Programa Familias y que tiene 

ingresos adicionales que alcancen al salario mínimo, aun se mantendría en situación de 

pobreza, en la medida que no logra acceder a la Canasta Básica Total” (Campos, Faur y 

Pauttassi, 2007:33).  

                                                           
15

 Trabajo que recoge las ideas elaboradas en el “Taller sobre Igualdad de Género y Programas de 

Transferencias Condicionadas” que tuvo lugar en Santo Domingo los días 15 y 16 de noviembre de 2010, 

con la contribución de las personas participantes representando instituciones gubernamentales y los 

programas de cinco países, Argentina, Colombia, El Salvador, México y República Dominicana. 
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Así, se observa que en los términos de lo desarrollado en el esquema conceptual de este 

trabajo, en el Programa Familias estaría operando un enfoque de Mujeres en el 

Desarrollo (MED), donde se otorgan los recursos a las mujeres, asumiendo que serán 

ellas quienes los administrarán de forma más eficiente y garantizando que estos recursos 

lleguen a los niños/as de los hogares y donde aparecen componentes para las mujeres, 

tendientes a incrementar sus ingresos, y sus habilidades. En este trabajo de tesis se 

analizó al Programa Familias desde el mainstreaming de género, debido a que su 

propósito general es que las políticas públicas tengan un efecto transformador en las 

relaciones de género. Así la aplicación de este enfoque exige una postura crítica de las 

realidades y las situaciones en las que están inmersos hombres y mujeres, intentando 

develar la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de jerarquías y relaciones de 

poder asimétricas que colocan en desventaja a las mujeres. Es por esto que, de acuerdo a 

este planteo el enfoque de MED no resulta suficiente para el logro de la igualdad, ya 

que no plantea un efecto transformador en las relaciones de género, ni establece una 

postura crítica de las realidades y situaciones en las que están inmersos hombres y 

mujeres, ni tampoco devela la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de 

jerarquía y relaciones de poder asimétricas que colocan en desventaja a las mujeres. 

 

Por último, Campos, Faur y Pauttassi, (2007:27) mencionan que: “…asumiendo que el 

Programa Familias focaliza de manera casi insoslayable en las mujeres, resulta 

inadmisible la total ausencia de perspectiva de género en el diseño e implementación del 

mismo en absoluta contradicción con lo establecido y recomendado reiteradamente por 

distintos órganos especializados en la materia.
16

  

 

Así, de acuerdo con la hipótesis de esta tesis, la falta de incorporación de la perspectiva 

de igualdad de género, no solo afecta el alcance de los objetivos del Programa Familias, 

sino que esto también tiene consecuencias para el logro de la igualdad. Se observa que 

el Programa continúa reproduciendo las desigualdades y los estereotipos de género. A 

partir de lo desarrollado se fue estableciendo cuáles son los estereotipos de género que 

                                                           
16

 Al respecto, el CEDAW en sus recomendaciones a nuestro país expresadas en su 31° sesión precisó que 

“Si bien se celebra la adopción y la aplicación de políticas y programas sociales y económicos 

encaminados a contrarrestar los efectos de la crisis en el país [como el Plan Familias], al Comité le 

preocupa que las mujeres sean principalmente beneficiarias de dichas medidas, en lugar de ser 

participantes y actoras en pie de igualdad en su diseño y aplicación. Al Comité le preocupa que ese 

enfoque pueda perpetuar visiones estereotipadas acerca del papel de las mujeres y los hombres en lugar 

de prestar un apoyo efectivo a la potenciación política y económica de la mujer”. 
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reproduce y las desigualdades de género que no soluciona. En este sentido el Programa 

Familias, no solo no contribuye al logro de la Igualdad planteado en CEDAW, sino que 

por el contrario sostiene y perpetúa los obstáculos para su cumplimiento. Se observa 

además que el programa no propone ninguna medida de acción afirmativa necesarias 

para romper con las desigualdades existentes, ni elimina las formas de discriminación 

contra las mujeres. Por otro lado no se observa el principio de igualdad sustantiva 

establecido en CEDAW, es decir el Programa Familias no incorpora la igualdad de 

oportunidades, de acceso a las oportunidades, y de resultados. Tampoco elimina los 

estereotipos en los roles de hombres y mujeres. 

 

 

4.4 Análisis del Programa Asignación Universal por Hijo  

 

Este Programa consiste en una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual 

que se abona a uno solo de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad 

hasta el tercer grado por cada menor de dieciocho años que se encuentre a su cargo o sin 

límite de edad cuando se trate de un hijo discapacitado. Para el otorgamiento del 

beneficio se debe cumplir con los controles sanitarios obligatorios para menores y con 

la concurrencia al sistema público de enseñanza. Para dar cuenta de que se está 

cumpliendo con los requisitos exigidos, el titular del beneficio deberá presentar una 

declaración jurada. En el caso de que se comprobara la falsedad de algunos de los datos 

presentados, se produce la pérdida del beneficio.
17

  

 

 

4.4.1 Los criterios de elegibilidad y el perfil de las beneficiarias 

 

A los efectos del análisis de igualdad de género, es importante destacar que dentro de 

las aclaraciones del Programa figura: “Esta Asignación Universal se liquidará a uno 

solo de los padres priorizando a la mamá”. Como puede observarse, vuelven a aparecer 

los estereotipos de género en el diseño y en la implementación del Programa, dados por 

un lado, en la priorización en el otorgamiento de la asignación a las madres, y por otro, 

                                                           
17

 Sitio web del Programa, ANSES: http://www.anses.gob.ar/asignacion-universal/asignacion-universal-

hijo-144, (Enero de 2014). 

http://www.anses.gob.ar/asignacion-universal/asignacion-universal-hijo-144
http://www.anses.gob.ar/asignacion-universal/asignacion-universal-hijo-144
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en los requisitos obligatorios de los controles sanitarios y de la concurrencia al sistema 

público de enseñanza, asociados a las tareas del cuidado. 

 

Asimismo, la AUH está destinada a quienes se encuentran desempleados/as, o se 

insertan en el mercado informal, monotributistas sociales, o servicio doméstico que no 

superen el salario mínimo vital y móvil. Como fue señalado a lo largo de este trabajo de 

tesis, como consecuencia de los estereotipos y desigualdades de género, quienes 

presentan mayores niveles de desempleo, se insertan mayormente en el mercado 

informal de trabajo, en el servicio doméstico y en actividades de baja remuneración 

salarial, son las mujeres. 

 

En este sentido, como consecuencia de lo establecido en el diseño, serán también aquí 

las mujeres, en su condición de madres, quienes se constituyan como beneficiarias 

mayoritarias del programa, representando un 94,4% del total de beneficiarios/as 

(Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 2013: 6). Aquí también, como en el Programa 

Familias, la división sexual del trabajo, aparece a partir de la priorización establecida 

hacia “las madres” en el otorgamiento de la asignación, y con los requisitos obligatorios 

de los controles sanitarios y de la concurrencia al sistema público de enseñanza, que 

como ya fue señalado, se asocian a las tareas de cuidado, de los/las niños/as a cargo.  

 

 

4.4.2 Condicionalidades y tipos de actividad 

 

En cuanto al tipo de actividades que realizan hombres y mujeres. Si bien la AUH, a 

diferencia de los otros Programas bajo análisis (PJJHD, Familias), no cuenta con 

actividades específicas para los/as beneficiarios/as, se considerarán los requisitos 

obligatorios mencionados en salud y educación. Como fue establecido, las mujeres 

predominan como beneficiarias, representando un 94,4% del total (Pautassi, 

Arcidiácono y Straschnoy, 2013:6) y las actividades que realizan guardan una 

correspondencia directa con actividades de cuidado. Consecuentemente se continúa 

reproduciendo y reforzando los estereotipos de género, ya que las de cuidado son 

actividades tradicionalmente asignadas a las mujeres, como ya ha sido señalado a lo 

largo de este trabajo de tesis. Como ha sido mencionado, como consecuencia del las 

desigualdades de género que operan en el mercado de trabajo y en la sociedad, en lo que 



61 

 

refiere a ser la principales responsables del cuidado de niños/as y adultos mayores al 

interior de los hogares, son las mujeres las que presentan mayores dificultades para salir 

de la pobreza, y aún más las mujeres que son jefas de hogar y tienen menores a cargo. 

En el documento de Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy (2013) se menciona que, la 

situación laboral de las madres receptoras de la AUH, el 94% corresponde a 

desempleados o bajo condiciones de informalidad laboral, el 3,9% se encuentra 

inscripto en como monotributistas sociales y el 2,1% son trabajadoras del servicio 

doméstico registrado. Así de acuerdo a las características de la población beneficiaria 

desde una perspectiva de igualdad de género resulta necesario promover la autonomía 

económica de las mujeres y de esta manera contribuir a la reducción de la pobreza. Sin 

embargo no se observan en el marco del programa actividades dirigidas al desarrollo de 

capacidades para la inserción de las mujeres en el mercado laboral.  

 

 

4.4.3 Acceso y control de recursos 

 

En cuanto al acceso y control sobre los recursos y de su distribución y asignación, se 

establece que, las asignaciones monetarias se realizan de acuerdo a la cantidad de 

niños/as a cargo menores de 18 años y de discapacitados sin límite de edad. Se abona 

por cada menor acreditado por el grupo familiar hasta un máximo acumulable al 

importe equivalente a cinco menores. Los montos establecidos son de $460 por niño/a 

menores de 18 años y de $1500 para hijos/as discapacitados/as (se abona el 80% hasta 

que se demuestre el cumplimiento de los requisitos de salud y educación).
18

 Aquí se 

vuelve a observar el hecho de que es a través de la titularidad de las mujeres en su 

condición de madres que los integrantes del hogar acceden a recursos otorgados de 

acuerdo a la cantidad niños/as.  

 

En este sentido, es necesario señalar que en el Decreto de creación de la AUH, se 

menciona la Ley 26.061 que tiene por objeto la Protección Integral de los Derechos de 

las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República 

Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de 

aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los Tratados 

                                                           
18

 Sitio web del ANSES, marzo de 2014. 
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Internacionales en los que la Nación sea parte. El artículo 3º expresa que protege la 

máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías que a ellos se les 

reconoce, entre los que se encuentran el derecho a la obtención a una buena calidad de 

vida, a la educación y a obtener los beneficios de la Seguridad Social; y el artículo 26 

dispone que los organismos del Estado deberán establecer políticas y programas para la 

inclusión de las niñas, niños y adolescentes, que consideren la situación de los mismos, 

así como de las personas que sean responsables de su mantenimiento. Así, al analizar 

esto desde un enfoque de igualdad de género, en el diseño del Programa se está 

asumiendo que el ejercicio de estos derechos de niños/as se realizará a través de la 

titularidad de sus madres. En los términos de lo desarrollado en el esquema conceptual 

de este trabajo de tesis, aquí estaría operando un enfoque de Mujeres en el Desarrollo 

(MED), donde se otorgan los recursos a las mujeres, asumiendo que serán éstas quienes 

lo administrarán de forma más eficiente y serán ellas las responsables de que estos 

recursos lleguen a los niños/as de los hogares. 

 

 

4.4.4 Ámbitos de participación y espacios de toma de decisión 

 

Para la AUH, el análisis sobre de qué forma y en qué espacios participan hombres y 

mujeres, se ve acotado a los requisitos obligatorios de control sanitario y educación, 

donde nuevamente son las mujeres las que participan, siendo de esta manera las 

principales responsables del cumplimiento de estos requisitos, que además deben ser 

constatados firmando una declaración jurada tal como fue mencionado en la sección 

anterior, reproduciendo los estereotipos y las desigualdades de género, ya desarrolladas. 

 

En la AUH, al igual que en el Programa Familias, no se observan acciones o espacios 

que promuevan la toma de decisión por parte de las beneficiarias. Es por esto que el 

análisis sobre el acceso y a la participación en los espacios de toma de decisión para los 

hombres y para las mujeres, también se ve limitado.
19

 

                                                           
19

 En el caso de la Asignación por embarazo se puede aplicar el mismo análisis que el realizado para la 

Asignación Universal por Hijo. 
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4.4.5 Implicancias de la falta de incorporación de la perspectiva de igualdad de 

género 

 

En la AUH, se visibilizan dificultades para la inclusión de la perspectiva de igualdad de 

género, planteadas dentro del criterio de elegibilidad y en las condicionalidades del 

Programa, es decir en la priorización en el otorgamiento de la asignación a las madres, y 

en los requisitos obligatorios de los controles sanitarios y de la concurrencia al sistema 

público de enseñanza. 

 

Así dentro del criterio de elegibilidad y en las condicionalidades no se tienen en cuenta 

las desigualdades de género y de esta manera se las continúa reproduciendo. A su vez 

aparece la división sexual del trabajo expresada en la priorización de las madres y en las 

tareas que se le solicitan como requisitos de condicionalidad que están asociadas al 

cuidado de los/las niños/as a cargo. 

 

Como ha sido mencionado, como consecuencia de las desigualdades de género que 

operan en el mercado de trabajo y en la sociedad, en lo que refiere a ser la principales 

responsables del cuidado de niños/as y adultos mayores al interior de los hogares, son 

las mujeres las que presentan mayores dificultades para salir de la pobreza, y aún más 

las mujeres que son jefas de hogar y tienen menores a cargo. Tal como mencionan 

Barbeito y Lo Vuolo (2009): es un hecho comprobado, tanto en Argentina como en el 

resto de América Latina, que la mayoría de los pobres son niños y la mayoría de los 

niños son pobres. Esta afirmación se refiere no sólo a la elevada cantidad de personas 

que perciben ingresos inferiores a la llamada “línea de pobreza”, sino también a que las 

familias en esas condiciones tienen a su cargo un mayor número de niños. La pobreza 

no sólo es mayor en los hogares con mayor número de hijos sino también en los hogares 

monoparentales con jefatura femenina. El aumento de la tasa de actividad femenina en 

el país se corresponde con la “precarización” laboral de las mujeres de los sectores 

populares que se ubican en puestos de menor remuneración y calificación, 

particularmente en servicios personales o en procesos rutinarios de ciertas ramas 

industriales. El modo en que se interrelacionan estos y otros procesos explica la 

conformación de un “círculo vicioso” de reproducción de la pobreza y de la 

vulnerabilidad social. Esto es, la pobreza, carencia, dependencia, subordinación y 
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vulnerabilidad social de ciertas personas se origina en gran medida en el hecho de nacer 

y convivir en hogares en esa situación.  

 

La comprobación de esta dinámica descalifica cualquier argumentación acerca de la 

responsabilidad individual de las personas por su situación de carencia. La pobreza se 

explica mayormente por el solo hecho de nacer en hogares de bajo acceso a recursos y 

capacidades básicas que son imprescindibles para integrarse plenamente en la sociedad. 

Al mismo tiempo que las hijas e hijos nacen pobres, las madres y los padres 

profundizan su pobreza por la carga de su cuidado (Barbeito y Lo Vuolo, 2009: 4). En 

seguimiento a esta línea de pensamiento, se observa que la AUH, como consecuencia de 

no haber incorporado la perspectiva de igualdad de género, tampoco promueve la 

autonomía económica de las mujeres, pues no hay ninguna actividad dirigida al 

desarrollo de capacidades para su futura inserción en el mercado laboral y de esta 

manera estaría dificultando la salida de la pobreza de los hogares. En esta línea en el 

documento de Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy (2013) se menciona:  

 

“Asociar el título de derecho principalmente a las madres, que de acuerdo con las 

ANSES (2012) ha implicado una “feminización” de la AUH, promueve nuevas 

vulnerabilidades como el hecho de ser “madre pobre” en desmedro de la autonomía 

de las mujeres, sobrecargándolas de trabajo de cuidado y de responsabilidades 

asociadas con el “éxito” del programa en cabeza de las mujeres, sin avanzar en el 

diseño de mecanismos que promuevan otras formas de inserción, ya sea a partir del 

trabajo productivo o de otras instancias de promoción del desarrollo de su 

autonomía, todas ellas acompañadas por dispositivos que permitan conciliar su 

desarrollo autónomo con las responsabilidades de cuidado, que por otra parte, 

corresponden a los varones en igual medida que para las mujeres (Pautassi, 2013). 

(Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 2013:17). 

 

Otro punto a señalar, es que al no incluir la perspectiva de igualdad de género en el 

diseño de la AUH se asume que el ejercicio de estos derechos de niños/as se realizará a 

través de la titularidad de sus madres, aun cuando la Convención de los de los Derechos 

del Niño establece las responsabilidades compartidas entre padre y madre. Así se 

observa que en los términos de lo desarrollado en el marco conceptual de este trabajo de 

tesis, aquí estaría operando un enfoque de Mujeres en Desarrollo (MED), donde se 

otorgan los recursos a las mujeres, asumiendo que serán estas quienes lo administrarán 

de forma más eficiente y serán ellas las responsables de que estos recursos lleguen a los 
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niños/as de los hogares. En este sentido, en el documento desarrollado por Pautassi, 

Arcidiácono y Straschnoy (2013) se observa que la AUH es una medida que se 

fundamenta en la necesidad de protección de los niños, niñas y adolescentes. Es decir, el 

titulo de derecho (entitlement) para solicitar esta transferencia es ser madre, padre o 

tutor de un niño o niña menor de 18 años o persona con alguna discapacidad, pero la 

condición indispensable para acceder a la prestación, es que los adultos se encuentren en 

situación de informalidad laboral o desocupados (Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 

2013). 

 

Por otro lado, en la AUH, no se observan espacios generados en el diseño y en la 

implementación del Programa donde se promueva la toma de decisión por parte de las 

beneficiarias. Es decir, no se favorece la participación de las mujeres en espacios de 

toma de decisión, por el contrario, su autonomía se ve limitada por el hecho que de no 

asumir su responsabilidad exclusiva en el cumplimiento de los requisitos obligatorios de 

salud y educación, se les retira el beneficio. Esto tiene consecuencias en la autonomía de 

las mujeres, ya que si ellas decidieran no ser las responsables principales del 

cumplimiento de la condicionalidad, su familia no obtendría el beneficio. Puede 

observarse  nuevamente como la idea que subyace es que el beneficio de las familias, es 

decir su acceso a recursos y servicios sociales, se realiza a través de las mujeres, idea 

que reproduce los estereotipos de género mencionados a lo largo de de este trabajo de 

tesis. En este sentido es importante señalar los obstáculos que se les presenta a las 

mujeres para el cumplimiento de las condicionalidades, tal como se expresa en el 

documento de Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy (2013):  

 

“Al momento de cumplir con las condicionalidades aparecen diversos tipos de 

obstáculos, sobre todo cuando hay que conseguir turnos médicos o vacantes 

escolares. Como asume un funcionario del Ministerio de Salud “no podemos 

consagrar un derecho si no podemos cumplir con la oferta”. El Estado asume un rol 

tutelar, de control, principalmente, sobre las madres sin brindarles mecanismos que 

faciliten el acceso a esos servicios.” (Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 2013:35). 

 

En el Decreto de creación de la AUH se menciona: “…existe consenso entre la 

comunidad y las instituciones sobre la urgencia en implementar medidas que permitan 

combatir la pobreza así como brindar apoyo y asistencia a las familias como núcleo de 

contención natural y bienestar de la sociedad, mediante la adopción de medidas de 
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alcance universal.” Así, en el documento de Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy (2013) 

se menciona: “desde un enfoque de derechos, el potencial desfamiliarizador de la 

asignación ha sido poco considerado, continuando con la asignación prioritaria en las 

“madres” —y no a las mujeres adultas con niños y niñas a cargo—, y sin desarrollar 

acciones intersectoriales que permitan el acceso a mecanismos, infraestructura y 

políticas de conciliación trabajo-familia.” (Pautassi, Arcidiácono y Straschnoy, 

2013:16). Aquí se aplica nuevamente el análisis de este trabajo de tesis que, de haber 

mediado la inclusión de la perspectiva de igualdad de género, no se continuaría 

reproduciendo las desigualdades entre hombres y mujeres que provoca la división 

sexual del trabajo, que afecta la inserción laboral de las mujeres
20

 y en consecuencia, la 

reducción de la pobreza.  

 

En la AUH, aparece también el señalamiento que si se participa de otros Programas 

como por ejemplo “Argentina Trabaja”, “Manos a la Obra”, “Programa Trabajo 

Autogestionado”, o si se trabaja en el servicio doméstico (donde son las mujeres 

quienes predominan en este tipo de actividad), o en actividades de temporales por su 

estacionalidad como la cosecha, no debe superarse el monto del salario mínimo vital y 

móvil. Vuelve aparecer aquí un obstáculo para favorecer la autonomía económica de las  

beneficiarias, debido a que la mención de no superar el salario mínimo vital y móvil 

supone incentivos negativos para la inserción en el mercado laboral de las beneficiarias. 

 

Aquí cabe señalar que en el documento desarrollado por el Ministerio de Trabajo (2011) 

se hace mención al debate sobre la AUH y los posibles incentivos negativos de 

inserción de los/as beneficiarios/as en el mercado de trabajo. En el documento, se 

establece que en el caso de quienes los que perciben la AUH sean los hombres jefes de 

hogar, no se perciben incentivos negativos para la inserción de los beneficiarios en el 

mercado de trabajo. Pero no sucede lo mismo cuando quienes perciben la AUH tienen la 

posición de conyugue mujer al interior de los hogares. Como fue señalado, en la 

composición de beneficiarios/as de la AUH predominan las mujeres, y al no haber 

incluido la perspectiva de igualdad de género el Programa arrastra las desigualdades del 

mercado de trabajo. Recordemos, que la AUH está destinada a quienes se encuentran 

                                                           
20

 Tal como fue mencionado a lo largo de esta tesis: afecta la posibilidad de las mujeres de insertarse 

plenamente en el mercado de trabajo, incide en el tipo de trabajo donde se insertan las mujeres (trabajos 

de baja remuneración) e influye en la inserción de las mujeres en trabajos no registrados en la economía 

formal. 
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desempleados/as, a quienes se insertan en el mercado informal, a los/as monotributistas 

sociales y a quienes se desempeñan en el servicio doméstico, que no superan el salario 

mínimo vital y móvil. Así, como consecuencia de los estereotipos y desigualdades de 

género, son  las mujeres quienes presentan mayores niveles de desempleo, quienes se 

insertan mayormente en el mercado informal de trabajo, en el servicio doméstico y en 

actividades de baja remuneración salarial. Esto se demuestra en el análisis comparado 

del Ministerio de Trabajo (2011) entre las personas que perciben la AUH y un grupo 

que no lo percibe pero que tendría las características para hacerlo. Así se muestra que la 

tasa de actividad de las titulares mujeres con AUH es de un 44,8% y la de los hombres 

es de un 81,8% y la tasa de desocupación de las mujeres con AUH es de un 13,2%, 

mientras que entre los hombres es de 7,5% (Ministerio de Trabajo, 2011: 192).  

 

Así, al obtener ingresos a través del programa, sumado a su responsabilidad exclusiva 

en el cumplimiento de las condicionalidades y a los estereotipos de género que operan 

en el mercado de trabajo, frente a la carga del cuidado, las mujeres debieran conseguir 

una remuneración que supere al monto obtenido en el marco de programa; situación 

poco probable si se tienen en cuenta los obstáculos causados por las desigualdades de 

género ya mencionados (es decir, la responsabilidad del cuidado, el hecho de insertarse 

en actividades de tipo informal y de baja remuneración). 

 

Por último cabe mencionar lo señalado en el documento de Pautassi, Arcidiácono y 

Straschnoy (2013): 

 

“la AUH no rompe con la lógica dual en materia de política social ni con los sesgos 

de género que han caracterizado a las políticas sociales en la Argentina 

contemporánea, sino que sigue determinando el acceso a los satisfactores por la 

situación laboral de los adultos dejando a los niños, niñas y adolescentes vinculados 

directamente con tal situación (…) la Asignación Universal por Hijo supuso un gran 

avance en materia de política social, pero deja pendiente la elaboración de políticas 

universales que produzcan equilibrios y garantías de igualdad material, en el marco 

de la equidad de género, para garantizar redes de bienestar, no solo para los niños, 

niñas y adolescentes sino también para sus madres y padres.” (Pautassi, Arcidiácono 

y Straschnoy, 2013: 46).  
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Así a partir de lo desarrollado se observa que en los términos de lo desarrollado en el 

esquema conceptual de este trabajo, en la AUH estaría operando un enfoque de Mujeres 

en el Desarrollo (MED), donde se otorgan los recursos a las mujeres, asumiendo que 

serán ellas quienes los administrarán de forma más eficiente y garantizando que estos 

recursos lleguen a los niños/as de los hogares. En este trabajo de tesis se analizó la AUH 

desde el mainstreaming de género, debido a que su propósito general es que las políticas 

públicas tengan un efecto transformador en las relaciones de género. Así la aplicación 

de este enfoque exige una postura crítica de las realidades y las situaciones en las que 

están inmersos hombres y mujeres, intentando develar la existencia abierta, 

invisibilizada o naturalizada de jerarquía y relaciones de poder asimétricas que colocan 

en desventaja a las mujeres. Es por esto que de acuerdo a este planteo el enfoque de 

MED no resulta suficiente para el logro de la igualdad, ya que no plantea un efecto 

transformador en las relaciones de género, ni establece una postura crítica de las 

realidades y situaciones en las que están inmersos hombres y mujeres, ni tampoco 

devela la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de jerarquía y relaciones de 

poder asimétricas que colocan en desventaja a las mujeres. 

 

De acuerdo a lo planteado por la hipótesis de esta tesis, la falta de incorporación de la 

perspectiva de igualdad de género, no solo afecta el logro de los objetivos de la AUH, 

sino que esto también tiene consecuencias para el logro de la igualdad. Así, se observa 

que el Programa continúa reproduciendo las desigualdades y los estereotipos de género. 

A partir de lo desarrollado se fue estableciendo cuáles son los estereotipos de género 

que reproduce y las desigualdades de género que no soluciona. En este sentido la AUH, 

no solo no contribuye al logro de la Igualdad planteado en la CEDAW, sino que por el 

contrario sostiene y perpetúa los obstáculos para su cumplimiento. Se observa además 

que el programa no propone ninguna medida de acción afirmativa necesarias para 

romper con las desigualdades existentes, ni elimina las formas de discriminación contra 

las mujeres. Por otro lado no se observa el principio de igualdad sustantiva establecido 

en CEDAW, es decir no incorpora la igualdad de oportunidades, la igualdad de acceso a 

las oportunidades, y la igualdad de resultados. Tampoco elimina los estereotipos en los 

roles de hombres y mujeres, sino que por el contrario sostiene las actividades planteadas 

por el Programa en estos estereotipos. 
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V. Conclusiones 

 

A la luz del enfoque de mainstreaming de género, se analizaron los Programas Jefes y 

Jefas de Hogar Desocupados, Programa Familias y Asignación Universal por hijo, y se 

evidenciaron las dificultades que presentan para la incorporación de la perspectiva de 

igualdad de género tanto en el diseño como en la implementación de los mismos. 

Asimismo se analizaron las implicancias que esto tiene en el alcance de los objetivos 

que dichos programas se proponen. 

 

Tal como se argumenta en el marco teórico el enfoque de mainstreaming de género, 

presenta los elementos necesarios para avanzar en el logro de la igualdad, siendo su 

propósito general que las políticas públicas tengan un efecto transformador en las 

relaciones de género.  

 

La idea que subyace al mainstreaming de género es que la dimensión de igualdad de 

género debe estar integrada en los procesos de toma de decisión y en la gestión. Esto 

implica que las políticas públicas tienen que integrar la igualdad de trato, de 

oportunidades y de resultado como su objetivo.  

 

De esta manera, la aplicación de este enfoque en las políticas públicas exige una postura 

crítica de las realidades y las situaciones en las que están inmersos hombres y mujeres, 

intentando develar la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de la jerarquía y 

las relaciones de poder. Así la forma en la cual se concibe el mainstreaming de género, 

tiene consecuencias en el impacto y en los resultados del logro de la igualdad. 

 

Así el tipo de análisis desde el enfoque de mainstreaming de género que planteó este 

trabajo de tesis es aquel donde el mainstreaming de género representa una completa y 

real inserción de la perspectiva de igualdad de género en las políticas públicas, en todas 

sus fases (diseño, formulación, adopción y ejecución). El objetivo final es la igualdad y 

la estrategia para alcanzarla es el mainstreaming de género. 
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Como fue señalado en este trabajo de tesis se entiende a la igualdad en el sentido del 

derecho a la igualdad, que va aparejado al principio de no discriminación, tal como está  

planteado en la CEDAW y en todos los otros instrumentos legales internacionales de 

derechos humanos. 

 

Así, todos los instrumentos de derechos humanos garantizan la igualdad y prohíben la 

discriminación basada en el sexo entre otras razones. De esta manera, es posible medir o 

evaluar objetivamente cuándo hay igualdad, porque de acuerdo a la teoría de los 

derechos humanos sólo habrá igualdad si no hay discriminación, ni directa ni indirecta, 

contra ninguna mujer. De ahí la necesidad planteada en la CEDAW, según la cual para 

el logro de la igualdad es necesario eliminar todas las formas de discriminación contra 

las mujeres. 

 

Asimismo, como fue señalado la igualdad trae obligaciones legales para los Estados. El 

Comité de la CEDAW, señala que no basta con que la igualdad entre hombres y 

mujeres sea declarada en la constitución política o en las leyes de cada Estado (lo que se 

conoce como igualdad formal); sino que a partir del Derecho a la Igualdad entre 

hombres y mujeres se requiere a cada Estado que implemente acciones específicas y 

concretas para eliminar la discriminación real y comprobada contra las mujeres, para 

que de esta manera, las mujeres puedan disfrutar de su derecho humano a la igualdad (lo 

que se conoce como igualdad sustantiva o real). 

 

Es por esto que los Estados están legalmente obligados a promover las políticas y 

acciones que sean necesarias para eliminar todas las formas de discriminación que se 

encuentren en la legislación, en las costumbres o en los comportamientos de las 

personas, de modo que las mujeres puedan gozar de todos los derechos humanos sin 

distinción. En este sentido se señaló que el Estado argentino reconoce en su 

Constitución el principio de igualdad de las personas y la consecuente ilegitimidad de la 

discriminación, desde 1994, al revestirlos de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22) y 

hace propio la situación planteada en la CEDAW al incorporarla con jerarquía 

constitucional mediante el artículo 73, inciso 22. 
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Así a partir de este planteo se fue señalando para cada uno de los programas las 

dificultades para la incorporación de la perspectiva de igualdad de género, las 

implicancias que esto tiene en el alcance de los objetivos planteados por los propios 

programas y las consecuencias que esto tiene para el logro de la igualdad. 

 

De esta manera, pudo observarse que los programas al no incorporar la perspectiva de 

igualdad de género, trasladan en su diseño y en su implementación las desigualdades de 

género existentes y esto tiene consecuencias para el alcance de sus objetivos. 

 

En el caso del Programa Jefes y Jefas Desocupados, que tiene como objetivo la 

inserción laboral de sus beneficiarios/as esto fue notorio al establecer la reproducción de 

las segmentaciones horizontales del mercado de trabajo en el tipo de actividades de 

formación para hombres y para mujeres y en los tipos de empleo que se insertaban, o en 

las actividades informales que realizaban. También se observó la desigualdad en la 

condición de actividad entre hombres y mujeres, en la inserción de hombres y mujeres 

en empleos informales, y en cómo se dio finalmente la inserción laboral de los/as 

beneficiarios/as. A pesar de ser mayoritariamente mujeres las beneficiarias del 

programa, quienes mayoritariamente se terminaron insertando laboralmente fueron los 

hombres; y se observó que las mujeres, jefas de hogar con hijos/as a cargo son las que 

menos posibilidades tenían de insertarse laboralmente. Esto también visibiliza y pone de 

manifiesto la necesidad de haber introducido medidas de acción afirmativa por parte del 

Programa dirigidas a las mujeres. 

 

Como fue señalado para no continuar reproduciendo las desigualdades de género, es 

necesario establecer medidas de equidad que suponen brindar un trato diferencial y a 

favor de quienes se encuentran en desventaja para de esta manera favorecer la igualdad 

entre las personas. La equidad se logra gracias al trato justo, diferenciado, de acuerdo 

con las necesidades e intereses diferentes, exige la aplicación de acciones deliberadas 

que corrijan las desventajas y eliminen las desigualdades originadas en diferencias, sean 

estas de género, de edad, de origen étnico o por cualquier otro factor que produzca 

efectos discriminatorios en derechos, beneficios, obligaciones y oportunidades, en 

hombres y mujeres. 
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A su vez, la falta de incorporación de la perspectiva de igualdad de género, en el 

PJJDH, se traslada al diseño del Programa Familias donde se establece que las personas 

“inactivas”, “inempleables”, deben salir del Programa Jefes y Jefas, y pasarse al 

Familias. Así al no mediar la perspectiva de igualdad de género, en el criterio de 

elegibilidad del Programa Familias se trasladaron y reprodujeron las desigualdades de 

género, ya que las que cumplían con estas características eran las mujeres pobres con 

hijos/as a cargo.  

 

Asimismo en los casos de los Programas Familias y AUH, se evidenció que en los 

términos de lo desarrollado en el esquema conceptual de este trabajo, estaría operando 

un enfoque de Mujeres en el Desarrollo (MED). Es decir, se otorgan recursos a las 

mujeres asumiendo que serán ellas quienes los administrarán de forma más eficiente, y 

quienes garantizarán que estos recursos lleguen a los niños/as de los hogares. Asimismo 

se desarrollan componentes para las mujeres, tendientes a incrementar sus ingresos, y 

sus habilidades. Así a partir del enfoque de mainstreaming de género planteado por esta 

tesis se estableció que el enfoque MED no resulta suficiente para el logro de la igualdad, 

ya que no plantea un efecto transformador en las relaciones de género, ni establece una 

postura crítica de las realidades y situaciones en las que están inmersos hombres y 

mujeres, ni tampoco devela la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de 

jerarquía y relaciones de poder asimétricas que colocan en desventaja a las mujeres. 

 

A su vez, se observa en los Programas analizados la reproducción de los estereotipos de 

género, donde las mujeres son las principales responsables de cuidado y de las 

actividades reproductivas, y donde se asume que a través de las mismas los hogares 

accederán a recursos tanto monetarios, como de salud y educación. Esto fue claramente 

observado en el análisis de los Programas donde las condicionalidades que se establecen 

están ligadas directamente con actividades de cuidado, cumplimiento de la escolaridad y 

chequeos de salud, de los/as hijas de los/as beneficiarios/as de los Programas. Así como 

consecuencia se observa que además de limitar la autonomía personal y económica de 

las mujeres, se continúan  reproduciendo y perpetuando las desigualdades de género.  

 

Por otro lado se observó que los Programas tampoco establecieron espacios de cuidado 

para facilitar la participación y cumplimiento de las condicionalidades por parte de 

los/as beneficiarios del programa, y de esta manera aliviar la carga que esto terminó 
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representando para las mujeres beneficiarias de los Programas, y que afectó tanto su 

participación en los espacios de formación como así también su inserción laboral y 

productiva. 

 

Así, si se tiene en cuenta que hacia fines de 2010 la AUH había suplido al Programa 

Familias por la Inclusión Social y el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados, y que 

estos Programas constituyen las políticas sociales más representativas de transferencias 

condicionadas de ingresos, de los últimos 10 años en Argentina, resulta importante 

señalar las dificultades para la incorporación de la perspectiva de igualdad de género 

que las mismas presentan. Ya que tal cómo fue señalado, al continuar reproduciendo las 

desigualdades de género los programas pierden efectividad en el alcance de los 

objetivos planteados y esto a su vez tiene consecuencias en el logro de la igualdad.   

 

Es por esto que este trabajo de tesis propone hacer manifiesta y visible, la necesidad y la 

importancia, de que las políticas sociales en particular y las políticas públicas en general 

incorporen la perspectiva de igualdad de género en su diseño e implementación.  

 

Para que esto se haga efectivo las políticas necesitan: - incorporar en su diseño y en su 

implementación los intereses y necesidades diferenciales de hombres y mujeres; - 

establecer medidas específicas para que hombres y mujeres accedan de manera 

equitativa a los recursos; - favorecer que hombres y mujeres accedan en condiciones de 

igualdad a los espacios de toma de decisión; - establecer medidas de acción afirmativa 

para las mujeres, en los casos que resulte necesario, para de esta manera favorecer la 

disminución de las brechas que puedan existir entre hombres y mujeres, en el acceso y 

ejercicio de derechos; y deberán promoverse medidas que rompan con los estereotipos 

de género, en todas las actividades y medidas desarrolladas. 

 

Con el objetivo de aliviar la carga de las responsabilidades del cuidado que actualmente 

caen mayoritariamente en las mujeres (como consecuencia de los estereotipos de 

género), deberá promoverse la corresponsabilidad social del cuidado, donde Estado, 

empresas y familias, compartan los costos que las mismas suponen. Así, si las políticas 

tienen la posibilidad, deberán proveer espacios de cuidado para que a los/as 

beneficiarios/as de las mismas, no se le dificulte su participación plena en las mismas y 
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estas no operen como un obstáculo para el logro de los objetivos perseguidos por las 

políticas. 

 

Es por esto que en esta tesis se propone que las políticas sociales en particular y la 

políticas públicas en general incorporen el mainstreaming de género, ya que presenta 

los elementos necesarios para avanzar en el logro de la igualdad, y debido a que su 

propósito general es que las políticas públicas tengan un efecto transformador en las 

relaciones de género. Así se propone que la dimensión de género esté integrada en los 

procesos de toma de decisión y en la gestión; y que las políticas integren la igualdad de 

trato, de oportunidades y de resultado como su objetivo.  

 

De esta manera, a partir de la aplicación de este enfoque en las políticas se plantea una 

postura crítica de las realidades y las situaciones en las que están inmersos hombres y 

mujeres, intentando develar la existencia abierta, invisibilizada o naturalizada de la 

jerarquía y las relaciones de poder. 

 

Es por esto que este trabajo de tesis plantea que el objetivo final es la igualdad y la 

estrategia para alcanzarla es el mainstreaming de género. 
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Anexo I 

 

Derecho Familiar de Inclusión Social: Plan Jefes y Jefas Desocupados  

 

El Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD), se creó por Decreto en el año del 

2002 en el marco de la declaración de la emergencia alimentaria, ocupacional y sanitaria 

en medio de la crisis que hace eclosión en el año anterior. En el mismo se menciona: 

“Que en cumplimiento del mandato del Artículo 75 inciso 22 de la Constitución 

Nacional por el cual se otorga rango Constitucional a todos los tratados y convenciones 

sobre derechos humanos y en particular al Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, se reconoce el derecho 

familiar a la inclusión social”. “Que todas las instituciones y organizaciones políticas, 

empresarias, sindicales y no gubernamentales, que participaron del diálogo argentino, 

señalaron como uno de los principales problemas que enfrenta el país, el del carácter 

regresivo de la distribución del ingreso y que por lo tanto, es importante promover una 

transferencia de recursos entre quienes disponen de mejores ingresos, hacia los sectores 

sociales que menos tienen, para contribuir a una mayor equidad y promover un 

desarrollo económico social sustentable” “Que, en ese orden de ideas, y tomando en 

cuenta las recomendaciones formuladas por la Mesa de Diálogo Argentino, resulta 

procedente dictar las normas imprescindibles para enfrentar tal situación, estableciendo 

el Derecho Familiar de Inclusión Social”. “Que, en tal sentido, es necesario garantizarla 

protección integral de la familia y asegurar el acceso de los hijos que se encuentren en 

las condiciones previstas a la educación formal y propiciar, en su caso, la incorporación 

de los jefes o jefas de hogar desocupados a la mentada educación, o su participación en 

cursos de capacitación, que coadyuven a su futura reinserción laboral”. “Que, para el 

logro de esa reinserción laboral, se proyecta la participación en propuestas productivas 

que, además, contengan, impactos ponderables para el bien común”. 

 

Art. 3º — El Programa tendrá por objeto brindar una ayuda económica a los titulares 

indicados en el artículo 2º, con el fin de garantizar el Derecho Familiar de Inclusión 

Social, asegurando: a) la concurrencia escolar de los hijos, así como el control de salud 

de los mismos, que se encuentren en las condiciones previstas en el artículo 2º; b) la 

incorporación de los beneficiarios a la educación formal; c) su participación en cursos 

de capacitación que coadyuven a su futura reinserción laboral; d) su incorporación en 



84 

 

proyectos productivos o en servicios comunitarios de impacto ponderable en materia 

ocupacional. Por vía reglamentaria, se podrá prever el cumplimiento de otras acciones, 

que sean conducentes o que tiendan a mejorar las posibilidades de empleo de los 

beneficiarios para el desarrollo de actividades productivas y/o de servicios. 

 

Art. 5º — Para acceder al beneficio se requerirá la acreditación de: a) La condición de 

jefe/a de hogar en situación de desocupado, mediante simple declaración jurada; b) 

Hijos a cargo mediante la presentación de la correspondiente partida de nacimiento del 

o los menores, o certificación del estado de gravidez expedido por un centro de salud 

municipal, provincial o Nacional; c) Escolaridad en condición de alumno regular del o 

los hijos a cargo menores de 18 años, mediante certificación expedida por el 

establecimiento educativo; d) Control sanitario y cumplimiento de los planes nacionales 

de vacunación del o de los hijos a cargo, menores de 18 años, mediante libreta sanitaria 

o certificación expedida por un centro de salud municipal, provincial o Nacional; e) La 

condición de discapacitado del o de los hijos a cargo, mediante certificación expedida 

por un centro de salud municipal, provincial o Nacional; f) Residencia permanente en el 

país, en el caso de ciudadanos extranjeros, mediante Documento Nacional de Identidad 

argentino; g) Para el caso de los jóvenes, su condición de desocupado mediante simple 

declaración jurada; h) Para los mayores de 60 años de edad, su condición de desocupado 

mediante simple declaración jurada y no haber accedido a ningún beneficio previsional. 

i) En su caso, el cumplimiento de lo establecido en los incisos a, b, c y d del artículo 3º. 

 

Art. 7º — El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social diseñará los programas 

de formación profesional y de capacitación, atendiendo principalmente los destinados a 

los titulares del Programa, orientados a aquellas actividades productivas de mayor 

dinamismo, como así también a las que promuevan el desarrollo y el bienestar de la 

comunidad, de modo tal que permita una más rápida reinserción laboral de los titulares. 

 

Art. 9º — El Programa tendrá descentralización operativa en cuanto a su ejecución, la 

que se producirá a través de cada Provincia y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

y se aplicará por medio de los municipios. 

El control en la adjudicación y la efectivización del mismo será ejercido por los 

Consejos Consultivos de cada localidad, integrados por representantes de los 
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trabajadores, los empresarios, las organizaciones sociales y confesionales y por los 

niveles de gobierno que correspondan. 

 

En municipios o localidades de más de 25.000 habitantes podrán conformarse consejos 

consultivos barriales a fin de efectuar el monitoreo del Programa. Dichos consejos 

deberán integrarse con representantes de los sectores mencionados precedentemente. 

 

Art. 12. — Para la eficaz aplicación del Programa, créase el Consejo Nacional de 

Administración, Ejecución y Control (CONAEYC), integrado por tres representantes de 

cada uno de los siguientes sectores: a) organizaciones de empleadores; b) 

organizaciones sindicales de los trabajadores; c) organizaciones no gubernamentales; d) 

instituciones confesionales; e) representantes del Gobierno Nacional. Los integrantes 

del Consejo serán designados a propuesta de cada uno de los sectores involucrados y su 

desempeño tendrá carácter "ad-honorem". 

 

Art. 13. — Para el cumplimiento de su cometido, facúltase el Consejo Nacional de 

Administración, Ejecución y Control (CONAEYC) para: 1.- Desarrollar, evaluar y 

adoptar las políticas destinadas a la implementación del Programa; 2.- Asistir al 

mantenimiento actualizado del registro de beneficiarios del Programa; 3.- Efectuar el 

seguimiento ante el Ministerio de Economía de la eficaz distribución mensual de los 

recursos destinados a atender las asignaciones del Programa; 4.- Supervisar la 

utilización de los fondos, revisando la disponibilidad de los recursos; 5.- Proyectar y 

proponer al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social las modalidades de pago 

de las asignaciones; 6.- Efectuar el seguimiento de las políticas y programas de 

formación profesional y capacitación que, al efecto, diseñe el Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social; 7.- Proyectar y proponer los criterios de promoción y 

generación de empleo a fin de lograr la inserción social y laboral de los beneficiarios del 

Programa, vigilando su cumplimiento; 8.- Realizar gestiones ante el Registro Nacional 

de las Personas del Ministerio del Interior y sus delegaciones, a fin de que los aspirantes 

a las asignaciones del Programa, cuenten con la documentación exigida por el presente 

decreto; 9.- Establecer la evaluación externa del Programa a través de Universidades 

Nacionales y/o de Organismos de Control de Derecho Público, nacionales o 

provinciales; 10.- Contribuir a las acciones de difusión e información sobre la ejecución 

de las actividades del Programa; 11.- Preparar un informe mensual para el Presidente de 
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la Nación; 12.- Realizar las denuncias correspondientes en los casos en que detecten 

irregularidades; 13.- Crear y mantener actualizada en internet una página web destinada 

exclusivamente a reflejar el desarrollo y evolución del Programa. El Consejo estará 

asistido por una Secretaría Ejecutiva que llevará a cabo las decisiones que adopte el 

mismo. 

 

Tal como se desprende del Decreto arriba mencionado los destinatarios son los jefes o 

jefas de hogar desocupados con hijos menores a cargo. Las contraprestaciones 

requeridas consisten en que los beneficiarios participen en actividades de capacitación o 

comunitarias, que no pueden tener una dedicación inferior a cuatro horas diarias ni 

superior a seis. El programa persigue asegurar la concurrencia escolar de los/as hijos/as, 

así como el control de la salud. También alcanza a los jefes de hogar cuya cónyuge, 

concubina o cohabitante se encuentre en estado de gravidez. En el 2003 se creó un 

nuevo componente del programa destinado a reinsertar laboralmente, en el sector 

privado, a las trabajadoras y trabajadores desocupados beneficiarios del Programa Jefes 

y Jefas.  

 

Programa Familias, por la Inclusión Social 

 

El Programa Familias se crea a fin de “promover la protección e integración social de 

las familias en situación de vulnerabilidad y/o riesgo social, desde la salud, la educación 

y el desarrollo de capacidades, posibilitando el ejercicio de sus derechos básicos” Entre 

sus objetivos se mencionaban: 

-Promover el desarrollo, la salud y permanencia en el sistema educativo de los niños, y 

evitar la exclusión social de la familia en situación de pobreza, mediante el pago de 

transferencias monetarias a las familias beneficiarias (con un tope de 200 pesos 

mensuales al valor del peso en ese momento), las cuales realizarán contraprestaciones 

para asegurar la asistencia escolar y los controles de salud; 

-Desarrollar proyectos de fortalecimiento de las capacidades locales a partir de la 

asistencia técnica y económica a organizaciones de la sociedad civil que desempeñan 

tareas  relacionadas con la salud, el cuidado infantil y el apoyo escolar, clases de apoyo 

escolar, foros y reuniones de intercambio.  
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El Programa se dividía en tres componentes: Componente 1. Subsidios monetarios 

condicionados. Se financiaba la provisión de subsidios monetarios condicionados 

focalizados a familias estructuralmente pobres. Componente 2. Apoyos no monetarios. 

Se apoyaban dos actividades: (i) la implementación de talleres para las madres en las 

áreas de educación de adultos, nutrición, prevención del trabajo infantil, salud y 

organización social y (ii) actividades de apoyo escolar para niños en riesgo educativo. 

Componente 3. Fortalecimiento Institucional. Se financiaba el desarrollo y 

consolidación de los sistemas de: (i) control de contraprestaciones y actualización del 

padrón; (ii) pagos de subsidios; (iii) monitoreo y control de gestión; (iv) evaluación; y 

(v) orientación y alerta de riesgos sociales. 

 

El documento de préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo
21

 para el Programa 

Familias, menciona como objetivo general del programa: reducir la transmisión inter-

generacional de la pobreza a través de la expansión y consolidación de un programa de 

subsidios focalizados en las familias más pobres. Asimismo en el Decreto 32/2006
22

 se 

menciona: “Apruébase el Modelo de Contrato de Préstamo Nº 1669/OC-AR a 

suscribirse con el Banco Interamericano de Desarrollo, destinado a financiar 

parcialmente la ejecución del Programa Apoyo al Programa Familias- Fase I. …. Que el 

Programa mencionado en el considerando precedente tiene como objetivo general 

reducir la transmisión inter-generacional de la pobreza a través de la expansión y 

consolidación de un programa de ingresos destinado a las familias en situación de 

vulnerabilidad social….Que el Programa coadyuva a la implementación del Decreto Nº 

1506 de fecha 28 de octubre de 2004, el cual dispone una adecuación del Programa 

Jefes y Jefas de Hogar (PJJHD) actualmente en curso, y autoriza la incorporación de los 

beneficiarios que se encuentren en situación de vulnerabilidad social, a los Programas 

destinados a la atención de grupos vulnerables, la mejora de ingresos y de desarrollo 

humano del Ministerio de Desarrollo Social ….Que el Programa Familias por la 

Inclusión Social tiene como objetivo fundamental promover la protección e integración 

social de las familias en situación de vulnerabilidad y/o riesgo social, desde la salud, la 

educación y el desarrollo de capacidades, posibilitando el ejercicio de sus derechos 

básicos, en el marco del Plan Nacional Familias del Ministerio de Desarrollo Social”. 

                                                           
21

 Documento de préstamo, BID. Octubre 2005. 
22

  Infoleg, Decreto 32/2006. 
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Los antecedentes para el desarrollo de este Programa se encuentran en el Ingreso para el 

Desarrollo Humano (IDH), creado en el año 2002, que funcionaba en el ámbito del 

Ministerio de Desarrollo Social (MDS) con financiamiento del BID y buscaba promover 

el desarrollo, la salud y la permanencia en el sistema educativo de los niños. El 

programa IDH otorgaba subsidios sujetos a contraprestaciones familiares en salud y 

escolaridad a familias en situación de pobreza con al menos un hijo menor de 19 años, e 

implementaba acciones para facilitar el acceso de los beneficiarios a servicios básicos 

de salud y educación. 

 

El Programa Familias se basaba en las transferencias condicionadas de dinero para 

proteger a las poblaciones más vulnerables y apoyar la acumulación de capital humano 

y social. Se priorizaron las familias beneficiarias más pobres del Programa Jefes y Jefas 

de Hogar (PJJHD), que podían optar voluntariamente cambiar su pertenencia al 

Programa Familias; también pasaron a este programa los/as beneficiarios/as del 

programa IDH, mencionado anteriormente. Cabe mencionar tal como lo establece el 

documento del BID que el IDH focalizaba mejor que el Programa Jefes y Jefas de 

Hogar, ya que logra de manera marginal incorporar a los  hogares en pobreza extrema. 

El documento menciona también que más del 71% de los hogares beneficiarios del 

Programa Jefes y Jefas de Hogar (PJJHD)  y más de 90% de los hogares beneficiarios 

del IDH tienen como titular del beneficio a la mujer. Dentro del grupo de beneficiarias 

del IDH, el 94% no completó la educación secundaria.  

 

Se mencionaba también, que el programa promovería la inserción social de las familias 

facilitando el acceso a la educación, salud, trabajo y derechos a la ciudadanía. Como 

criterio de elegibilidad del Programa se menciona: serán elegibles para incorporación 

al programa las familias que son actuales beneficiarias del IDH y las familias del PJJHD 

(previo cambio de titularidad del receptor del beneficio hacia la mujer en lugar del 

hombre) que cumplan con los siguientes requisitos: (i) residan en los 500 municipios 

identificados como prioritarios o en los municipios asociados según lo establecido en el 

Reglamento Operativo (RO); (ii) tengan dos o más hijos (o menores a cargo) menores 

de 19 años de edad y/o hijos discapacitados de cualquier edad; y (iii) el nivel de 

escolaridad de la madre o del titular hombre (para familias monoparentales) sea menor a 

secundaria completa. Para ser elegibles para el traspaso, los actuales titulares hombres 

del PJJHD cuyas familias cumplan con las condiciones de elegibilidad establecidas 
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deberán efectivizar el cambio de titularidad del subsidio a la cónyuge o madre de los 

hijos.  Así se establecía que la cobertura del Programa representaría aproximadamente 

30% de las familias en condiciones de pobreza con dos o más hijos, cuyas madres 

tienen menos de educación secundaria, características que en conjunto se consideraban 

abarcarían aquellas familias con mayor nivel de indigencia. 

 

El programa, como fue mencionado anteriormente, estaba conformado por tres 

componentes: (i) ingresos no remunerativos; (ii) promoción familiar y comunitaria 

local; y (iii) comunicación y difusión, atención al beneficiario/a y fortalecimiento 

institucional. 

 

Componente 1. Ingresos no Remunerativos. El objetivo de este componente era 

mejorar la calidad de vida de las familias beneficiarias con hijos/as  menores a cargo 

menores de 19 años de edad que se encontraban por debajo de la línea de la pobreza. 

Para esto se les entregaba un ingreso no remunerativo destinado a disminuir su 

vulnerabilidad social y promover la acumulación de capital humano y social. Como 

objetivos específicos se mencionaban: (i) proporcionar un apoyo no remunerativo a las 

familias beneficiarias en forma mensual a través de pago con tarjeta de débito bancario; 

(ii) promover un aumento de capital humano mediante la exigencia de condicionalidad 

de salud y educación; y (iii) mantener un padrón de beneficiarios/as transparente que 

promueva la inclusión social de las familias vulnerables. Las acciones se brindarían de 

manera integral a toda la familia, siendo las madres las receptoras efectivas del apoyo 

monetario. Para el otorgamiento del ingreso no remunerativo se debían cumplir las 

condiciones de elegibilidad y de las condiciones de permanencia, es decir las 

condicionalidades que establecía el Programa. Las condicionalidades eran: (i) Salud, se 

debía cumplir con el Plan Nacional de Vacunación para los/as hijos/as y menores a 

cargo conforme sea indicado por el Ministerio de Salud de la Nación, y con controles 

bimestrales para las mujeres embarazadas; y (ii) Educación, se debía cumplir con una 

matriculación inicial y con la continuidad de cumplimiento de las condiciones de 

alumno/a regular según la normativa vigente en cada provincia, para cada uno de los/as 

niños/as a cargo del/la titular, desde 5 años de edad hasta los 19 años, o la culminación 

del nivel secundario o polimodal. 
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Si el/la beneficiario/a incumplía estas condicionalidades era suspendido/a total o 

parcialmente en forma provisional hasta que se demostrara la continuidad del 

cumplimiento de la condicionalidad.  

 

Si no se cumplía con los criterios de elegibilidad, se le daba de baja. Para percibir el 

ingreso no remunerativo, no se debía superar el monto del Salario Mínimo Vital y 

Móvil, en caso de percibir algún otro tipo de ingreso. De esta manera se buscaba no 

desalentar la participación laboral y se continuar con la protección de familias cuyos 

ingresos estuvieran por debajo la línea de pobreza. Asimismo se establecía que 

continuaban siendo elegibles las familias cuyas madres beneficiarias acreditaran haber 

completado la educación secundaria después de su incorporación al programa.  

 

Componente 2. Promoción Familiar y Comunitaria Local. Este componente buscaba 

contribuir con la estrategia de fortalecimiento de capital humano y con la promoción de 

la inserción social de las familias a través del acceso a la oferta de servicios sociales y el 

fortalecimiento del pleno ejercicio de sus derechos. Estaba conformado por tres líneas 

de actividades brindadas exclusivamente a los/as beneficiarios/as del Programa 

Familias: (i) apoyo escolar; (ii) talleres para promover el desarrollo familiar y 

comunitario; y (iii) remoción de barreras para acceder a servicios de capacitación 

laboral, formación profesional y terminalidad educativa.  

 

Apoyo Escolar. El apoyo escolar buscaba disminuir y prevenir las situaciones de 

fracaso escolar originadas en las discrepancias entre el capital cultural de las familias y 

el capital cultural valorado y transmitido en las escuelas. El apoyo escolar consistía en 

cursos a realizarse en tiempo extra-clase para los/as niños/as en edad escolar, 

complementados por talleres para padres/madres y docentes. Si bien la participación en 

esta actividad voluntaria, el programa desarrollaría estrategias para estimular la 

demanda, incluyendo la capacitación de los/as facilitadores/as del programa, la 

estrategia de comunicación y difusión, promoción en las escuelas, entre otros medios. 

Los cursos eran organizados por nivel educativo y por asignatura en los casos de 

polimodal y/o secundario. A pesar que la prestación se presentaba con carácter 

universal, en la medida que existieran limitaciones de oferta causada por los tiempos de 

implementación u otros impedimentos, se consideraban como grupos prioritarios a: (i) 

ingresantes a primer grado sin nivel inicial y niños/as que hubieran repetido primer 



91 

 

grado o estuvieran en riesgo de repetirlo; (ii) niños/as con sobreedad avanzada en 

segundo ciclo, con dos o más años de retraso; y (iii) niños/as matriculados en EGB3; 

por considerarse a estos grupos como los que presentaban mayores riesgos educativos, 

en términos de repitencia y deserción.  

En cuanto a los contenidos, las actividades de apoyo escolar tenían dos módulos: uno de 

contenidos mínimos obligatorios aplicable a todos los/as beneficiarios/as y otro 

adaptable a necesidades pedagógicas más específicas.  

Las actividades específicas de apoyo a los/as alumnos/as se complementaban con 

talleres para padres/madres y docentes. Los talleres tenían los siguientes objetivos: (i) 

establecer el vínculo familia – apoyo escolar – escuela, para potenciar la educación de 

los/as niños/as, y promover mejores condiciones de educabilidad; (ii) recabar 

información sobre las dificultades de aprendizaje registradas en el hogar y en el aula; y 

(iii) reflexionar acerca de las problemáticas del aula en condiciones de vulnerabilidad 

social.  

 

Talleres para el desarrollo familiar y comunitario. El objetivo de esta línea de acción 

era promover el desarrollo de destrezas para la vida en las familias beneficiarias. De 

esta manera, se buscaba mejorar la posición de los/as beneficiarios/as frente a diferentes 

situaciones que generan exclusión social, limitan el pleno acceso a servicios sociales y 

el goce de sus derechos de ciudadanía. Las áreas temáticas identificadas se relacionaban 

con las problemáticas familiares, promoción de ciudadanía y derechos y participación 

comunitaria. Dentro cada una de estas áreas se implementaron talleres específicos que 

correspondían a necesidades e intereses de los/as beneficiarios/as. Los temas fueron: 

Desarrollo infantil y juvenil: Brindar herramientas para identificar las etapas de 

desarrollo de los/as niños/as y cómo abordar y mejorar su crianza. 

Optimización del uso de los recursos del hogar: Brindar herramientas para promover un 

uso más eficiente de los recursos del hogar (incluyendo nutrición). 

Género, Salud Sexual y Reproductiva: Promover la identificación de necesidades de 

hombres y mujeres, y sus relaciones de género, en relación a sus derechos y la 

adquisición de comportamientos preventivos en salud materna, sexual y reproductiva.  

Derechos y construcción ciudadanía: Capacitar a las familias para identificar, ejercer y 

respetar los derechos civiles, sociales y políticos.  

Prevención de la violencia doméstica: Promover la cultura de respeto a la integridad 

física, emocional y espiritual de las personas. 
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Autonomía personal: Promover el afianzamiento de la autonomía personal.  

Prevención de riesgos sociales para Jóvenes: Promover la prevención de riesgos 

sociales como drogadicción, violencia, etc. 

Jóvenes como constructores de ciudadanía: Estimular la reflexión de los jóvenes sobre 

su papel como constructores de ciudadanía.  

 

Se mencionaba que la duración de los talleres sería acorde a sus contenidos y que la 

frecuencia con la que serían dictados estaría determinada en función a la demanda. En 

todos los casos, la participación era optativa para los/as beneficiarios/as pero 

correspondía a los facilitadores y al equipo técnico local promover la importancia de los 

tópicos, estimular la participación y detectar necesidades específicas de participación de 

determinadas familias. El financiamiento para talleres incluía los costos de los recursos 

humanos (coordinadores y asistentes), material didáctico, refrigerios, insumos para el 

cuidado infantil de los/as niños/as y apoyo para la movilidad de los participantes.  

 

Remoción de barreras. Esta línea de acción buscaba reducir el costo de acceso de 

los/as titulares, jóvenes mayores de 19 años y adultos de las familias beneficiarias a la 

oferta pública existente para terminalidad educativa, capacitación para el trabajo o 

formación profesional en la localidad. Para lograr este objetivo se previeron dos 

estrategias complementarias: (i) promover la difusión de información acerca de la oferta 

existente para terminalidad educativa, capacitación para el trabajo o formación 

profesional; y (ii) financiar parcialmente los costos monetarios de remoción de barreras 

al acceso a actividades de capacitación y educación. De esta manera los/as 

beneficiarios/as o integrantes del núcleo familiar se matriculaban en cursos de 

educación, capacitación o formación profesional dictado por instituciones públicas 

oficialmente reconocidas, el programa financiaba un estipendio de $50 (a la moneda de 

ese momento) por mes para cubrir parcialmente costos de cuidado infantil, transporte y 

refrigerio. Dicha asignación no podrá ser superior a $1.500 (a la moneda de ese 

momento) por familia.  

Durante los procesos de migración del PJJHD al Programa Familias aparecieron casos 

de  personas indocumentadas, niños/as que nunca habían sido registrados/as, adultos 

que han perdido su Documento Nacional de Identidad (DNI) y jóvenes y adultos que 

nunca habían tenido documentación de identificación. Para atender esta situación, el 

programa financió  gastos auxiliares para la obtención del DNI, incluyendo apoyo legal 
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in-situ en los puntos de migración, placas fotográficas, y otros costos de tramitación 

asociados.  

Pueblos Indígenas. Se financió un estudio con el objetivo de identificar: (i) líneas de 

acción para incorporar variables etno-culturales en las actividades; y (ii) actividades de 

fortalecimiento institucional mediante la sensibilización a funcionarios/as del Programa 

Familias. 

Relevamiento de Información y Difusión Local del Programa. El relevamiento de 

información incluyó  acciones para determinar necesidades (demanda) y recursos 

(oferta) a nivel local.  

 

Componente 3. Comunicación y difusión, atención al beneficiario/a y 

fortalecimiento institucional. Este componente estuvo orientado a la creación y/o 

fortalecimiento de las capacidades del programa para difundir y comunicar sus objetivos 

y reglas de operación, mejorar sus capacidades de atención y seguimiento de sus 

beneficiarios/as, y cumplir con sus requerimientos de gestión administrativa y 

financiera.  

 

Estrategia de comunicación y difusión. Se financió el diseño y la implementación de 

una estrategia de comunicación integral del programa para que este se posicione como 

un programa de gestión eficiente, con manejo transparente y capaz de promover la 

generación de capital humano y social. El diseño de la estrategia tuvo cuatro niveles: 

comunicación interna, comunicación interinstitucional, comunicación con 

beneficiarios/as y comunicación externa (opinión pública). 

 

Facilitadores/as. A efecto de establecer contacto directo con las familias beneficiarias y 

de apoyo a las actividades centrales del programa, se contrataron facilitadores/as en 

todas las localidades del programa. Los facilitadores/as  formaron parte del equipo 

técnico local, este último era responsable de coordinar y supervisar las tareas de los/as 

facilitadores/as. Los/as facilitadores debían colaborar en la verificación del 

cumplimiento de las contraprestaciones, en la difusión de las actividades del Programa 

Familias y de otros programas oficiales, en la promoción y articulación de la oferta de 

bienes y servicios de la localidad y en el monitoreo de la situación de los/as 

beneficiarios/as detectando alertas tempranas de riesgo en las familias.  
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Plan de Mejoras institucionales. Con el objetivo de aminorar los riesgos críticos como 

la complejidad del proceso de traspaso de beneficiarios/as del Programa Jefes y Jefas de 

Hogar al Programa Familias, así como la ampliación de la cobertura del programa, se 

financió  un plan de mejoras institucionales para garantizar la eficiencia y la 

transparencia del manejo del Programa Familias. 

  

Asignación Universal por Hijo para Protección Social 

 

El programa se crea a partir del Decreto 1602/2009, donde se menciona “Incorpórase el 

Subsistema no Contributivo de Asignación Universal por hijo para Protección Social”, 

en octubre del año 2009. 

Continúa diciendo “VISTO las Leyes Nros. 24.714 y 26.061 y el Decreto Nº 897 del 12 

de julio de 2007, y CONSIDERANDO: Que los más diversos sectores políticos y 

sociales han expresado su predisposición favorable a la adopción de políticas públicas 

que permitan mejorar la situación de los menores y adolescentes en situación de 

vulnerabilidad social. Que a través de la Ley Nº 24.714 se instituyó con alcance 

nacional y obligatorio un Régimen de Asignaciones Familiares. Que dicha norma abarca 

a los trabajadores que presten servicios remunerados en relación de dependencia en la 

actividad privada, cualquiera sea la modalidad de contratación laboral y a los 

beneficiarios tanto del Sistema Integrado Previsional Argentino como de regímenes de 

pensiones no contributivas por invalidez. Que, en el régimen establecido por la ley 

citada se encuentran previstas, entre otras, la asignación por hijo consistente en el pago 

de una suma mensual por cada hijo menor de 18 años que estuviere a cargo del 

beneficiario, así como la asignación por hijo con discapacidad. Que en el mencionado 

Régimen de Asignaciones Familiares no se incluye a los grupos familiares que se 

encuentren desocupados o que se desempeñen en la economía informal. Que la Ley Nº 

26.061 tiene por objeto la Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para 

garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquéllos reconocidos 

en el ordenamiento jurídico nacional y en los Tratados Internacionales en los que la 

Nación sea parte. Que por el artículo 3º de dicha norma se entiende por interés superior 

de aquéllos a quienes protege la máxima satisfacción, integral y simultánea de los 

derechos y garantías que a ellos se les reconoce, entre los que se encuentran el derecho a 

la obtención a una buena calidad de vida, a la educación y a obtener los beneficios de la 
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Seguridad Social. Que cabe agregar que el artículo 26 de la Ley Nº 26.061 dispone que 

los organismos del Estado deberán establecer políticas y programas para la inclusión de 

las niñas, niños y adolescentes, que consideren la situación de los mismos, así como de 

las personas que sean responsables de su mantenimiento. Que, si bien las políticas de 

estado llevadas a cabo han producido una mejora en la situación económica y financiera 

del país reduciendo los niveles de pobreza y de marginalidad alcanzándose, asimismo, 

un importante incremento del nivel ocupacional, subsisten situaciones de exclusión de 

diversos sectores de la población que resulta necesario atender. Que, en virtud de ello, 

se torna necesario contemplar la situación de aquellos menores pertenecientes a grupos 

familiares que no se encuentren amparados por el actual Régimen de Asignaciones 

Familiares instituido por la Ley Nº 24.714 creándose, a tal fin, la Asignación Universal 

por Hijo para Protección Social. Que la referida Asignación Universal por Hijo para 

Protección Social consistirá en una prestación monetaria no retributiva de carácter 

mensual, que se abonará a uno solo de los padres, tutor, curador o pariente por 

consanguinidad hasta el tercer grado por cada menor de 18 años que se encuentre a su 

cargo o sin límite de edad cuando se trate de un hijo discapacitado. Que el otorgamiento 

del beneficio se somete a requisitos que deberán acreditarse para garantizar la 

universalidad y a la vez preservar la transparencia, condicionándolo al cumplimiento de 

los controles sanitarios obligatorios para menores y a la concurrencia al sistema público 

de enseñanza”. 

“Que, forzoso es decirlo, esta medida por sí no puede garantizar la salida de la pobreza 

de sus beneficiarios y no puede ubicarse allí toda la expectativa social, aunque resultará, 

confiamos, un paliativo importante. Que la clave para una solución estructural del tema 

de la pobreza sigue afincada en el crecimiento económico y la creación constante de 

puestos de trabajo. El trabajo decente sigue siendo el elemento cohesionante de la 

familia y de la sociedad, que permite el desarrollo de la persona. Que la mejor política 

social de promoción y articulación del tejido social es el trabajo que, sumado a la 

educación, la salud, la modernización o creación de infraestructura, servicios básicos y 

viviendas, permitirá mejorar las condiciones de vida y avanzar sobre el núcleo más duro 

de la pobreza, consolidando progresivamente un desarrollo humano integral, sostenible 

e incluyente. Que existe consenso entre la comunidad y las instituciones sobre la 

urgencia en implementar medidas que permitan combatir la pobreza así como brindar 

apoyo y asistencia a las familias como núcleo de contención natural y bienestar de la 

sociedad, mediante la adopción de medidas de alcance universal”. 
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Por ello, la Presidente de la Nación Argentina en Acuerdo general de Ministros Decreta:  

 

Artículo 1º — Incorpórase como inciso c) del artículo 1º de la Ley Nº 24.714 y sus 

modificatorios, el siguiente texto: 

"c) Un subsistema no contributivo de Asignación Universal por Hijo para Protección 

Social, destinado a aquellos niños, niñas y adolescentes residentes en la República 

Argentina, que no tengan otra asignación familiar prevista por la presente ley y 

pertenezcan a grupos familiares que se encuentren desocupados o se desempeñen en la 

economía informal." 

 

Art. 2º — Incorpórase al artículo 3º de la Ley Nº 24.714 y sus modificatorios el 

siguiente párrafo: "Quedan excluidos del beneficio previsto en el artículo 1º inciso c) de 

la presente los trabajadores que se desempeñen en la economía informal, percibiendo 

una remuneración superior al salario mínimo, vital y móvil." 

 

Art. 5º — Incorpórase como artículo 14 bis de la Ley Nº 24.714 y sus modificatorios, el 

siguiente: "Articulo 14 bis.- La Asignación Universal por Hijo para Protección Social 

consistirá en una prestación monetaria no retributiva de carácter mensual, que se 

abonará a uno solo de los padres, tutor, curador o pariente por consanguinidad hasta el 

tercer grado, por cada menor de 18 años que se encuentre a su cargo o sin límite de edad 

cuando se trate de un discapacitado; en ambos casos, siempre que no estuviere 

empleado, emancipado o percibiendo alguna de las prestaciones previstas en la Ley Nº 

24.714, modificatorias y complementarias. 

Esta prestación se abonará por cada menor acreditado por el grupo familiar hasta un 

máximo acumulable al importe equivalente a 5 menores." 

 

Art. 6º — Incorpórase como artículo 14 ter de la Ley Nº 24.714 y modificatorios, el 

siguiente: 

"Articulo 14 ter.- Para acceder a la Asignación Universal por Hijo para Protección 

Social, se requerirá: a) Que el menor sea argentino, hijo de argentino nativo o por 

opción, naturalizado o residente, con residencia legal en el país no inferior a 3 años 

previos a la solicitud. b) Acreditar la identidad del titular del beneficio y del menor, 

mediante Documento Nacional de Identidad. c) Acreditar el vínculo entre la persona 

que percibirá el beneficio y el menor, mediante la presentación de las partidas 
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correspondientes y en los casos de adopción, tutelas y curatelas los testimonios 

judiciales pertinentes. d) La acreditación de la condición de discapacidad será 

determinada en los términos del artículo 2º de la Ley Nº 22.431, certificada por 

autoridad competente. e) Hasta los 4 años de edad —inclusive—, deberá acreditarse el 

cumplimiento de los controles sanitarios y del plan de vacunación obligatorio. Desde los 

5 años de edad y hasta los 18 años, deberá acreditarse además la concurrencia de los 

menores obligatoriamente a establecimientos educativos públicos. f) El titular del 

beneficio deberá presentar una declaración jurada relativa al cumplimiento de los 

requisitos exigidos por la presente y a las calidades invocadas, de comprobarse la 

falsedad de algunos de estos datos, se producirá la pérdida del beneficio, sin perjuicio de 

las sanciones que correspondan. 

 

“…Las sumas podrán cobrarse cuando el titular acredite, para los menores de 5 años, el 

cumplimiento de los controles sanitarios y el plan de vacunación y para los de edad 

escolar, la certificación que acredite además, el cumplimiento del ciclo escolar lectivo 

correspondiente….La falta de acreditación producirá la pérdida del beneficio.…” 

 

“Art. 9º — La percepción de las prestaciones previstas en el presente decreto resultan 

incompatibles con el cobro de cualquier suma originada en Prestaciones Contributivas o 

No Contributivas Nacionales, Provinciales, Municipales o de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, incluyendo las prestaciones de las Leyes Nros. 24.013, 24.241 y 24.714 y 

sus respectivas modificatorias y complementarias”. 

 

En la página del Organismo Nacional ANSES, bajo el cual se encuentra el Programa se 

mencionan los siguientes requisitos: Para percibir la Asignación Universal por Hijo para 

Protección Social, ambos padres o los mayores a cargo, y los menores e hijos con 

discapacidad que integren el grupo familiar, deben encontrarse en alguna de las 

siguientes situaciones: - Encontrarse desocupados, es decir, no percibir ninguna suma de 

dinero en concepto de prestaciones contributivas o no contributivas, nacionales o 

provinciales (Subsidios, Planes, Pensiones, etc.); - Ser trabajadores no registrados, es 

decir, que se desempeñen en la economía informal y percibir una suma de dinero igual o 

menor al Salario Mínimo, Vital y Móvil; -Ser trabajadores inscriptos en los planes 

“Argentina Trabaja / Manos a la Obra” del Ministerio de Desarrollo Social o “Programa 

de Trabajo Autogestionado” del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social; -Ser 



98 

 

trabajadores inscriptos en el Régimen de Monotributistas Sociales; -Ser trabajadores 

incorporados en el Régimen Especial de Seguridad Social para Empleados del Servicio 

Doméstico, (artículo 21 de la Ley Nº 25.239) y percibir un ingreso menor al Salario 

Mínimo, Vital y Móvil; -Ser trabajadores de temporada, encontrarse con reserva de 

puesto de trabajo a mes completo y que no percibir ninguna suma de dinero durante ese 

período; - Encontrarse privados de su libertad, incluyendo a aquellos que desempeñen 

tareas dentro de las Unidades del Servicio Penitenciario Federal, inscriptas dentro del 

“Ente de Cooperación Técnica y Financiera del Servicio Penitenciario Federal 

(ENCOPE)”, y dentro del “Servicio Penitenciario Provincial de Córdoba”, siendo 

determinante la condición procesal de los internos. 

 

Además, se menciona que se deberán cumplir con los siguientes requisitos:  

Para el Titular: Tener DNI (la constancia de DNI en trámite no acredita identidad); -

Residir en el país; -Ser argentino nativo o naturalizado, o con residencia legal en el país 

mínima de 3 años; -Figurar en la Base de Personas de ANSES; - Que sus hijos figuren 

en la Base de Personas de ANSES relacionados con el titular y con el otro progenitor. 

Para el menor: Tener menos de 18 años de edad; -Ser hijo matrimonial o 

extramatrimonial, adoptado o estar bajo guarda o tutela, o estar a cargo de un pariente 

por consanguinidad hasta 3º grado (abuelo, tío, hermano);-Ser soltero;-Tener DNI (la 

constancia de DNI en trámite no acredita identidad);-Residir en el país;-Ser argentino 

nativo o naturalizado, o con residencia legal en el país mínima de 3 años;-Figurar en la 

Base de Personas de ANSES relacionado con quien lo tiene a cargo y con el otro 

progenitor. 

Para las personas Discapacitadas: Contar con Autorización por Discapacidad vigente 

emitida por ANSES;-Sin límite de edad;-Ser hijo matrimonial o extramatrimonial, 

adoptado o estar bajo guarda, tutela, o curatela a la persona, o estar a cargo de un 

pariente por consanguinidad hasta 3º grado (abuelo, tío, hermano);-Cuando el 

discapacitado sea mayor de edad y no tenga madre ni padre ni curador se abona la 

Asignación Universal por Hijo al pariente por consanguinidad o afinidad cuya 

obligación alimentaria, en los términos de los artículos 367, 368 y 370 del Código Civil, 

sea declarada o reconocida por autoridad judicial competente, ya sea a través de 

sentencia o información sumaria;-Tener DNI (la constancia de DNI en trámite no 

acredita identidad); -Residir en el país; -Ser argentino nativo o naturalizado o con 
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residencia legal en el país mínima de 3 años; -Figurar en la Base de Personas de ANSES 

relacionado con quien lo tiene a cargo y con el otro progenitor. 

 

Como parte de las aclaraciones en la página del ANSES, se menciona:  

 Esta Asignación se abona hasta un máximo de 5 hijos, priorizando a los hijos 

discapacitados y a los de menor edad. Si alguno de ellos no cumple con alguno 

de los requisitos, da lugar al cobro a los que siguen, hasta llegar al máximo 

indicado. 

 Esta Asignación Universal se liquidará a uno solo de los padres priorizando 

a la mamá. 

 En el caso que el menor y/o hijo discapacitado no se encuentre a cargo de los 

padres, se liquidará la Asignación Universal al guardador, tutor, curador a la 

persona o pariente por consanguinidad hasta el tercer grado que lo tenga a su 

cargo. 

 La existencia de menores de 18 años e hijos discapacitados que no cumplan las 

condiciones para generar el derecho al cobro de la Asignación Universal por 

Hijo para Protección Social, cualquiera fuere el motivo, no impedirá el cobro de 

la prestación a las personas que lo tienen a su cargo por el resto de los 

integrantes del grupo familiar en condiciones de percibirlo. 

 Para tener derecho a la percepción del 20% acumulado del año anterior, por cada 

uno de los menores, hasta los 6 años de edad inclusive, deberá acreditarse el 

cumplimiento de los controles sanitarios, del Plan de Vacunación Obligatorio y 

la inscripción al Plan Nacer / Programa SUMAR. Desde los 5 y hasta los 18 

años, además deberá acreditarse la concurrencia a establecimientos educativos 

públicos. 

 El titular de la prestación deberá presentar la Libreta Nacional de Seguridad 

Social, Salud y Educación o Formulario de la Seguridad Social, Salud y 

Educación (PS.1.47) y una declaración jurada relativa al cumplimiento de los 

requisitos exigidos por la presente. De comprobarse la falsedad de algunos de 

estos datos, se producirá la pérdida de la prestación. 

 Las tutelas, curatelas o guardas consideradas como válidas para percibir la 

Asignación Universal por Hijo para Protección Social, son aquellas otorgadas 

por medio de sentencias dictadas por juez competente. 
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 En el caso de guardas, se considerarán válidas aquellas otorgadas con carácter 

asistencial o al solo efecto de percibir asignaciones familiares. 

 El pariente por consanguinidad hasta 3º grado que tenga menores a cargo, debe 

presentar Información Sumaria Judicial, o en su defecto, informe de profesional 

competente del Ministerio de Desarrollo Social que acredite a la vez las 

siguientes condiciones: parentesco, convivencia con el niño, adolescente o 

persona discapacitada que se encuentre a su cargo; y que no exista guardador, 

tutor o curador designado judicialmente. (Artículo 14º de la Resolución ANSES 

D.E.-N Nº 393/09). 

 Si el progenitor a cargo de los menores manifiesta desconocer el paradero del 

otro progenitor, deberá acreditar esta situación con una Declaración Jurada que 

se realizará en las UDAI / Oficinas de Atención al Público de ANSES o en las 

oficinas del Ministerio de Desarrollo Social habilitadas a tal efecto. 

 Para el pago de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social en el 

caso de hijo con discapacidad, será necesaria la Autorización previa de ANSES, 

que procederá a la verificación médica pertinente. 

 Podrá designarse un apoderado para la percepción de la Asignación Universal 

por Hijo para Protección Social, en aquellos casos en los que el titular de la 

Asignación se encuentre impedido de movilizarse o privado de su libertad 

(siempre y cuando se encuentre en una situación procesal que lo habilite para la 

percepción). 

 Si el o la titular de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social 

fuese menor de 18 años, deberá designar un representante natural o legal para la 

percepción de la Asignación. Los representantes podrán ser: 

 Padre o madre, debiendo acreditar el vínculo, a través de la presentación en 

original y copia de: la partida de nacimiento del menor, DNI del menor y DNI 

del padre o madre designado. 

 Tutor o Guardador acreditando el vínculo con el original y copia de la partida de 

nacimiento, DNI actualizado (del menor de 18 años), copia certificada de la 

sentencia de tutela o guarda y con la documentación actualizada que acredite la 

identidad del tutor/guardador. 

 Pariente por consanguinidad hasta el tercer grado (abuelo, tío o hermano), 

presentando información sumaria judicial, o en su defecto, informe de 

profesional competente del Ministerio de Desarrollo Social, que acredite a la vez 
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las siguiente condiciones: parentesco, convivencia con el niño, adolescente o 

persona discapacitada, que se encuentre a su cargo; y que no exista guardador, 

tutor o curador designado judicialmente. 

 


